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Iniciativas

QUE REFORMA EL SEGUNDO PÁRRAFO DE LA FRACCIÓN

IV DEL ARTÍCULO 41 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE

LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y DIVERSAS DISPOSI-
CIONES DE LA LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PRO-
CEDIMIENTOS ELECTORALES, RECIBIDA DEL DIPUTADO

JORGE ENRIQUE DÁVILA FLORES, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PRI, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PER-
MANENTE DEL MIÉRCOLES 4 DE JULIO DE 2018

El que suscribe, Jorge Enrique Dávila Flores, diputado
a la LXIII Legislatura, en nombre del Grupo Parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional por
Coahuila, con fundamento en los artículos 71, fracción
II, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, en sus artículos 56 y 176
del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos y 6o.,
numeral 1, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de la
Cámara de Diputados, somete a consideración del ple-
no de la Comisión Permanente iniciativa con proyecto
de decreto por el que se reforman el segundo párrafo
de la fracción IV del artículo 41 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos y diversas dis-
posiciones de la Ley General de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales, en materia de reducción de la
duración de campañas electorales, al tenor de lo si-
guiente

Exposición de Motivos

México llegó al 1 de julio de 2018 a una elección his-
tórica, la más grande de todos los tiempos y la más
compleja de los últimos años. Una vez superada la fa-
se del resultado, todos tenemos el reto de buscar redu-
cir el costo de nuestra democracia, una de las más ca-
ras del mundo.1

En efecto, si se divide lo gastado en una campaña elec-
toral entre el número de votantes –metodología utili-
zada por la BBC– los cocientes arrojan que en México
el voto cuesta más del doble que en Estados Unidos y
es mucho más caro aún que en países como Rusia y
Francia: 11.67 dólares por cada votante estadouniden-
se y 0.44 y 1.88 dólares en los casos de Rusia y Fran-
cia, respectivamente. En el ejercicio electoral mexica-
no del 2012, dicha división arrojó un cociente de 25

dólares. Es previsible entonces que esa cifra aumente
en el 2018 por el monto que entregará el INE a los par-
tidos políticos para sus campañas.2

La democracia electoral en México se ha encarecido
en los últimos años en su vertiente presupuestal.

El costo de la democracia electoral comprende cinco
rubros: a) el presupuesto público destinado a financiar
el funcionamiento de las autoridades electorales; b) el
financiamiento público a los partidos políticos y cam-
pañas; c) el financiamiento privado; d) otras fuentes de
financiamiento no reportado; e) el valor de mercado de
los spots de radio y televisión.

En los últimos años se ha generado en México gran
debate respecto al papel de las campañas políticas y
sus métodos de financiamiento. Los temas que se dis-
cuten son muy amplios, y consideran aspectos como la
posibilidad de extender las facultades del Instituto Na-
cional Electoral (INE) para intervenir en el financia-
miento de los partidos, la disminución del financia-
miento público, la reducción del tiempo de las
campañas electorales, entre otros más.

Por ello, en términos generales una campaña política
puede definirse como un proceso de persuasión inten-
so que se realiza durante un periodo precedente a la
jornada electoral con el propósito de influir en la deci-
sión de los ciudadanos a la hora de emitir su voto.

Para lograr tal efecto, las campañas buscan brindar in-
formación al electorado sobre las propuestas del can-
didato o partido de interés con el fin de atraer el ma-
yor número de votos posibles. Sin embargo, los
mexicanos no están contentos con las campañas polí-
ticas y su excesiva duración. Y es que para la mayoría
de las personas además de ser caras no están cum-
pliendo con las expectativas de la ciudadanía en tér-
minos informativos y sólo son un alud de imágenes y
spots en radio y televisión.

Considero que la campaña no sustituye el trabajo de
campo que haya realizado el candidato y su equipo, así
como los gobiernos emanados de los partidos políti-
cos.

Sólo en Latinoamérica, las campañas políticas varían
entre 30 y 120 días antes de la elección. Otros países,
como Canadá y Alemania, optan por periodos cortos
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de campaña. En México, por ejemplo, aunque existe la
obligación constitucional, votar es un ejercicio volun-
tario, pero en Noruega el gobierno registra a los vo-
tantes y es obligatorio participar en el proceso.

La tabla que a continuación se presenta muestra el in-
dicador referido a la duración legalmente sancionada
de los periodos de campaña electoral en países de
América Latina. México ocupa uno de los máximos
rangos de duración para la elección de presidente de la
República (casi 170 días) superado solamente por
Honduras (180 días), mientras que Nicaragua se en-
cuentra en el mínimo rango de duración (cerca de 75
días).

Una de las razones que han justificado la duración ac-
tual de las campañas electorales en México tiene su
fundamento en la búsqueda del voto de los ciudada-
nos, así como para contar con tiempo suficiente para la
difusión de la plataforma política y los programas o
propuestas de gobierno. Sin embargo, las ideas ex-
puestas por los especialistas señalan que la tendencia
internacional es que las democracias consolidadas han
reducido sus costos a través de campañas más cortas,
mejores sistemas de fiscalización y fórmulas más jus-
tas de asignación de recursos.

Como vemos, la duración de la campaña no se define
por una sola regla y los resultados no dependen de
ello. Si a ello se le suman los subsidios gubernamenta-
les que se otorgan en muchos países a los partidos.

Considerando lo anterior, podríamos decir que un
tiempo justo para hacer campañas no debería ser ma-
yor de los 50 días. En este sentido, el Instituto Belisa-
rio Domínguez ha señalado:

• El fenómeno de las campañas electorales pro-
longadas se traduce en mayores requerimientos
de financiamiento público por parte de los parti-
dos políticos, lo que impacta negativamente al
erario.

• Las campañas prolongadas exigen mayores gas-
tos, en especial para mantener una presencia públi-
ca en los medios de comunicación.

• Existe la percepción de que la larga duración de
las campañas no impacta favorablemente ni en la
calidad del debate de propuestas políticas ni en los
niveles de participación ciudadana.

• Las campañas tan largas generan tres grandes pro-
blemas: fastidio electoral por parte de la ciudada-
nía: excesivo costo de campañas y agotamiento fí-
sico y propositivo por parte de los partidos y, sobre
todo, de los candidatos.

• El dinero se volvió un factor determinante de los
resultados y la competencia pasó a descansar cre-
cientemente en la publicidad comercial, dejando de
lado el debate político y el reconocimiento de los
posicionamientos de los candidatos.3

México, en comparación con muchos de los países
desarrollados en América y en Europa, es de los que
más gastan en los procesos electorales; con campañas
muy extensas y financiamiento preponderantemente
público muy elevado que, en la práctica, no ha demos-
trado contribuir a aumentar la calidad de la contienda
ni a incrementar la participación ciudadana en las di-
ferentes etapas del proceso electoral. De lo que ante-
cede se estima justificada y motivada jurídicamente la
emisión del siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforman el segundo párrafo
de la fracción IV del artículo 41 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y diver-
sas disposiciones de la Ley General de Instituciones
y Procedimientos Electorales, en materia de reduc-
ción de la duración de campañas electorales

Primero. Se reforma el párrafo segundo de la frac-
ción IV del artículo 41 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como si-
gue:

Gaceta Parlamentaria Lunes 16 de julio de 20184



Artículo 41. …

I. a III. …

IV. …

La duración de las campañas en el año de eleccio-
nes para presidente de la República, senadores y di-
putados federales será de cincuenta días; en el año
en que sólo se elijan diputados federales, las cam-
pañas durarán treinta días. En ningún caso las pre-
campañas excederán las dos terceras partes del
tiempo previsto para las campañas electorales.

…

V. y VI. …

Segundo. Se reforman los artículos 226, numeral 2,
incisos a) y b); y 251, numerales 1 y 2, de la Ley Ge-
neral de Instituciones y Procedimientos Electorales,
para quedar como sigue:

Artículo 226.

1. …

2. …

a) Durante el proceso electoral federal en que se re-
nueve el titular del Poder Ejecutivo federal y las dos
Cámaras del Congreso de la Unión, las precampa-
ñas darán inicio en la tercera semana de enero del
año de la elección. No podrán durar más de treinta
días;

b) Durante los procesos electorales federales en que
se renueve la Cámara de Diputados, las precampa-
ñas darán inicio en la primera semana de marzo del
año de la elección. No podrán durar más de veinte
días; y

c) …

3. a 5. …

Artículo 251.

1. La campaña electoral para presidente de los Estados
Unidos Mexicanos, senadores y diputados, en el año

que corresponda, tendrán una duración de cincuenta
días.

2. Las campañas electorales para diputados, en el año
en que se renueve la Cámara respectiva tendrán una
duración de treinta días.

3. a 7. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación el Diario Oficial de la Fe-
deración.
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Notas

1 Visible en https://www.elsoldemexico.com.mx/analisis/El-costo-

de-la-democracia-en- M%C3%A9xico-245225.html Fecha de

consulta: 26 de junio de 2018. 

2 Visible en 

https://mundo.sputniknews.com/firmas/201708281071912281-

elecciones-mexico-america-latina/ Fecha de consulta: 26 de junio

de 2018.

3 Visible en http://revista.ibd.senado.gob.mx/index.php/Plurali-

dadyConsenso/article/view/278/280 Fecha de consulta: 26 de ju-

nio de 2018. 

Sede de la Comisión Permanente, 
a 4 de julio de 2018.

Diputado Jorge Enrique Dávila Flores (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Julio 4 de

2018.)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL

DE PROTECCIÓN DE DATOS PERSONALES EN POSESIÓN DE SU-
JETOS OBLIGADOS, RECIBIDA DE LAS DIPUTADAS HILDA MI-
RANDA MIRANDA, TANIA ELIZABETH RAMOS BELTRÁN Y

CRISTINA ISMENE GAYTÁN HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PRD, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMA-
NENTE DEL MIÉRCOLES 11 DE JULIO DE 2018 

Con fundamento en los artículos 71, fracción II, y 78
de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos; y 55, fracción II, del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, las suscritas, integrantes del Gru-
po Parlamentario del PRD, sometemos a considera-
ción de esta soberanía la siguiente iniciativa. 

Exposición de Motivos 

La Ley General de Protección de Datos Personales,
expedida el 26 de enero de 2017, es un instrumento le-
gal necesario para regular el “debido tratamiento” de
toda la información que contiene datos personales y
que se encuentran en poder de los órganos autónomos
y de las instituciones públicas de los tres poderes en
los tres niveles de gobierno de nuestro país. 

Esta Ley en teoría debiera salvaguardar el derecho a la
intimidad de las personas y garantizar nuestro derecho
a la privacidad dotándonos de herramientas sencillas
para saber qué instituciones están haciendo uso de
nuestros datos, con quien y por qué están compartién-
dolos, y permitirnos protegerlos a través de procedi-
mientos legales simples. Sin embargo, existen varias
disposiciones en la ley que convierten todos estos pro-
cedimientos en situaciones verdaderamente tortuosas,
ya que se requiere litigar acuciosamente en los tribu-
nales la salvaguarda de nuestros datos personales. 

Adicionalmente, a pesar de que en la Ley se crean los
derechos ARCO (nuevos derechos para el Acceso, Rec-
tificación, Cancelación y Oposición al tratamiento de
datos personales) para que podamos saber cuáles de
nuestros datos se están utilizando por parte de las insti-
tuciones y qué uso se está haciendo de éstos para poder
tener la posibilidad de rectificarlos o incluso cancelar-
los u oponernos a que sean objeto de “tratamiento”, lo
cierto es que la propia ley prevé una serie de procedi-
mientos tan farragosos, que nos obligan a someternos a
un proceso litigioso muy complejo y con pocas posibi-
lidades de éxito porque existen diversas causales para
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la pérdida de los derechos ARCO, que en los hechos
prácticamente se cancela la posibilidad de que poda-
mos proteger nuestros datos personales. 

Es por ello que propongo esta iniciativa que plantea
derogar todos esos obstáculos legales que nos impiden
poder ejercer nuestros derechos ARCO y tener la posi-
bilidad incluso de oponernos a que cualquier tipo de
autoridad, ya sea federal o local, pueda utilizar, divul-
gar y transferir nuestros datos personales con terceros. 

La Ley General de Protección de Datos Personales en
Posesión de Sujetos Obligados se crea para salvaguar-
dar la información personal que está en poder de los
órganos autónomos y de las instituciones públicas de
todo el país, tales como el Instituto Nacional Electoral,
la Secretaría de Relaciones Exteriores, la Secretaría de
Salud, la Secretaría de Hacienda, las procuradurías y
demás instituciones a las que les hemos proporciona-
do nuestros datos personales. 

Esta ley es reglamentaria del segundo párrafo del artí-
culo 16 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, que establece que: 

“Artículo 16. (...) 

Toda persona tiene derecho a la protección de sus
datos personales, al acceso, rectificación y cancela-
ción de los mismos, así como a manifestar su opo-
sición, en los términos que fije la ley ...” 

Por ello llama la atención que existan tantas excepcio-
nes en la ley que prácticamente nulifican este derecho
constitucional. 

Esta ley general establece las normas para los procedi-
mientos de recopilación, almacenamiento, análisis, in-
vestigación y transferencias a terceros de nuestros da-
tos (ya sean datos personales o sensibles), tanto en el
país como en el extranjero. 

Los datos personales se refieren a nuestro nombre,
edad y demás información concerniente a nuestra iden-
tidad, así como también a nuestra dirección laboral, de
nuestro domicilio, correo electrónico, teléfono y demás
información. Por otro lado, los datos sensibles, son los
que tienen que ver con nuestras características físicas,
las cuales sirven para un reconocimiento inequívoco de
la identidad de las personas, tales como las de identifi-

cación biométrica como las huellas dactilares, los pa-
trones faciales, las características del iris ocular, nues-
tro tipo de sangre, los expedientes médicos, nuestra in-
formación genética, cuentas bancarias, entre otras. 

La información más delicada, sobre todo por el uso que
se le pueda dar, es la que tiene que ver con datos sensi-
bles, por eso es preocupante que la propia ley tenga pre-
ceptos que dejan en un estado vulnerabilidad a las per-
sonas, ya que por ejemplo las disposiciones como la del
“consentimiento tácito” en los hechos prevé una “autori-
zación a ciegas” para la utilización de los datos, tanto los
personales como los sensibles para que éstos sean some-
tidos a tratamiento por parte de los sujetos obligados. Lo
cual es contrario con las mejores prácticas del mundo en
materia de regulación de datos personales, las cuales no
contemplan en ningún momento un consentimiento táci-
to del titular de los datos para que las autoridades hagan
uso de sus datos personales. Es por ello que en esta ini-
ciativa proponernos eliminar el consentimiento tácito y
establecer que el consentimiento deberá ser expreso. 

El tratamiento de los datos personales, es decir, todo el
conjunto de operaciones efectuadas por las autoridades
para obtener, recopilar, utilizar, registrar, organizar, con-
servar, difundir, almacenar, aprovechar, divulgar, transfe-
rir o disponer de los datos personales, se debe hacer con
el consentimiento expreso de su titular y quedando claro
para que fines serán sometidos a tratamiento sus datos. 

El artículo 7 de la ley prevé que los datos sensibles
pueden ser sometidos a tratamiento por parte de la au-
toridad, aun sin consentimiento de su titular, cuando se
satisfagan los supuestos del artículo 22, el cual esta-
blece que es suficiente con que alguna otra ley de
nuestro marco jurídico lo permita, o cuando las trans-
ferencias de datos se realicen entre las autoridades res-
ponsables de llevar a cabo sus funciones, lo cual per-
mite una gran número de variables. 

El artículo 55 de la ley prevé una serie de supuestos en
los que los derechos ARCO se suspenden, tales como
cuando los datos no se encuentran en poder de la ins-
titución responsable de darles tratamiento, o cuando el
responsable no sea competente, o cuando los datos
personales sean parte de la información que las enti-
dades sujetas a la regulación y supervisión financiera
del sujeto obligado hayan proporcionado a éste, en
cumplimiento a requerimientos de dicha información
sobre sus operaciones, organización y actividades. 
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Por todo lo anterior, queda claro que esta ley no cuen-
ta con las disposiciones adecuadas para que los ciuda-
danos podamos ejercer nuestro derecho constitucional
al acceso, rectificación, cancelación u oposición al tra-
tamiento de determinados datos personales. 

A continuación se ilustra en un cuadro comparado, la pro-
puesta de decreto para reformar la Ley General de Protec-
ción de Datos Personales en Posesión de Sujetos obligados:
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Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley General de Protección
de Datos Personales en Posesión de Sujetos Obliga-
dos. 

Único. Se reforman los artículos 7, 21, 22 y 55 de la
Ley General de Protección de Datos Personales en Po-
sesión de Sujetos obligados para quedar como sigue: 

Artículo 7. Los datos personales sensibles no po-
drán tratarse, salvo que se cuente con el consenti-
miento previo, expreso, inequívoco y verificable de
su titular o en su defecto, se trate de los casos estable-
cidos en el artículo 22 de esta Ley. 

( ... ) 

Artículo 21. El consentimiento deberá manifestarse
de forma expresa. El consentimiento es expreso
cuando la voluntad del titular se manifiesta por es-
crito o de manera verbal y pueda ser verificado. 

Se elimina 

Se elimina 

Tratándose de datos personales sensibles el responsa-
ble deberá obtener el consentimiento expreso y por es-
crito del titular para su tratamiento, a través de su firma
autógrafa, firma electrónica o cualquier mecanismo de
autenticación que al efecto se establezca.

Artículo 22. Con excepción de los datos sensibles, el
responsable no estará obligado a recabar el consenti-

miento del titular para el tratamiento de sus datos per-
sonales en los siguientes casos: 

(…) 

(…) 

(…) 

(…) 

(…) 

(…) 

(…) 

(…) 

(…) 

(…) 

Artículo 55. Las únicas causas en las que el ejercicio
de los derechos ARCO no será procedente son: 

I. ( ... ) 

II. Se suprime 

III. (…) 

IV. (…) 

V. (…) 

VI. (…) 

VII. (…) 

VIII. Se suprime

IX. Se suprime

X. (…) 

XI. (…) 

XII. Se suprime 
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( ... ) 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación. 

Salón de Sesiones de la Comisión Permanente,
julio de 2018. 

Diputadas: Hilda Miranda Miranda (rúbrica), Cristina Ismene

Gaytán Hernández, Tania Elizabeth Ramos Beltrán.

(Turnada a la Comisión de Gobernación. Julio 11 de 2018)

QUE ADICIONA UN PÁRRAFO SEGUNDO AL ARTÍCULO 35
DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, PRESENTADA POR EL

DIPUTADO JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ, EN

NOMBRE DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PVEM, EN

LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCO-
LES 11 DE JULIO DE 2018

Quien suscribe, diputado José Refugio Sandoval Ro-
dríguez, en nombre del Grupo Parlamentario del Parti-
do Verde Ecologista de México de la LXIII Legislatu-
ra del honorable Congreso de la Unión, con
fundamento en los artículos 71, fracción II, y 135 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos; así como en los artículos 77 y 78 del Reglamento
de la Cámara de Diputados, somete a consideración de
esta honorable asamblea la presente iniciativa con pro-
yecto de decreto que adiciona un párrafo segundo al
artículo 35 de la Ley Federal del Trabajo, al tenor de
la siguiente

Exposición de Motivos

El derecho al trabajo debe garantizarse para lograr for-
talecer a la fuerza laboral del país, privilegiando el es-
quema formal que permite una sinergia equilibrada en-
tre el gobierno y los ciudadanos, considerando el pacto
social en el cual ambos actores se relacionan perma-
nentemente para dar solidez al Estado.

Como parte del pacto mencionado, el gobierno debe
generar las condiciones óptimas para que las personas
accedan a fuentes de trabajo dignas que les permitan
obtener los recursos económicos necesarios para satis-
facer tanto las necesidades individuales como las co-
lectivas, incluyendo la manutención de una familia.

Para cumplir con esta premisa, en México contamos
con un marco normativo que abarca el tema laboral
comenzando por nuestra ley general: la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos (CPEUM),
la cual nos habla en su artículo 5o. acerca de la liber-
tad inherente a toda persona que desee ejercer una ac-
tividad laboral, siempre y cuando ésta se encuentre
dentro de los límites permitidos por la ley en los tér-
minos siguientes1:

“Artículo 5o. A ninguna persona podrá impedirse
que se dedique a la profesión, industria, comercio o
trabajo que le acomode, siendo lícitos. El ejercicio
de esta libertad sólo podrá vedarse por determina-
ción judicial, cuando se ataquen los derechos de ter-
cero, o por resolución gubernativa, dictada en los
términos que marque la ley, cuando se ofendan los
derechos de la sociedad. Nadie puede ser privado
del producto de su trabajo, sino por resolución judi-
cial. […]

Nadie podrá ser obligado a prestar trabajos perso-
nales sin la justa retribución y sin su pleno consen-
timiento, salvo el trabajo impuesto como pena por
la autoridad judicial, el cual se ajustará a lo dis-
puesto en las fracciones I y II del artículo 123. […]”

Como se observa, la libertad para ejercer una actividad
productiva lícita se encuentra necesariamente vincula-
da a la retribución del trabajo realizado en su justa me-
dida, de manera que ninguna persona pueda ser priva-
da de los ingresos generados gracias al propio
esfuerzo.
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La importancia del derecho al trabajo ha sido recono-
cida a nivel internacional, inclusive como elemento
central para el ejercicio pleno de otros derechos hu-
manos, constituyéndose como una parte inseparable e
inherente de la dignidad humana, es decir: toda perso-
na tiene derecho a trabajar para poder vivir con digni-
dad.2

Reflexionando sobre el tema, las personas consiguen
alcanzar la dignidad cuando satisfacen sus necesidades
vitales, avanzando con la obtención de bienes que les
permitan aumentar sus niveles de bienestar y esto re-
dunda en la mejora de los índices de calidad de vida,
demostrando la utilidad de la protección del empleo en
dos sentidos: población y gobierno, pues con ingresos
suficientes derivados de empleos formales, la recauda-
ción y la prestación de servicios públicos aumentan.

Retomando el artículo constitucional mencionado, po-
demos indicar que la defensa acerca del derecho al tra-
bajo se encuentra cubierto en dicho texto gracias a las
premisas vertidas en el texto constitucional desglosa-
do en los siguientes puntos centrales3:

El derecho al trabajo tiene tres elementos fundamenta-
les:

1) Libertad para ejercer cualquier profesión lícita
sin injerencia de alguna autoridad pública.

2) Derecho a tener un trabajo, que implica obliga-
ciones positivas para el Estado, a fin de fomentar
las circunstancias propicias para generar empleos.

3) Dignidad, toda vez que el trabajo debe cumplir
con un mínimo de condiciones justas.

Bajo estas condiciones, los actores mencionados (go-
bierno y pueblo) conviven en términos de convenien-
cia mutua como se puede observar en los avances en
cuanto a la población que se encuentra realizando al-
guna labor productiva en México.

El bienestar de las familias mexicanas ha sido una pre-
ocupación constante para la administración pública, la
cual se ha abordado con la aplicación de políticas pú-
blicas enfocadas a la ampliación de las oportunidades
laborales de los trabajadores tanto en el ámbito públi-
co como en la iniciativa privada.

Cabe destacar que se debe privilegiar la generación de
empleos formales y no el fomento a medidas asisten-
ciales que tienen la característica de ser temporales y
poco eficientes para elevar el nivel de vida de las fa-
milias, además de convertirse en cargas onerosas para
el erario.

En la actualidad la fuerza laboral mexicana cuenta con
un número importante de personas cuya edad se cuan-
tifica como adecuada para ejercer alguna actividad
económica, y que se subdividen las categorías que se
muestran a continuación4:

Si bien contamos con un andamiaje legal que permite
una defensa amplia del derecho al trabajo, se pueden
dar casos donde se abuse de las y los trabajadores al no
otorgarles la correspondiente contraprestación cuando
se encuentren, por ejemplo, en periodo de prueba.

Muchas veces esta situación puede ser localizada entre
los casos de despidos injustificados, en donde al no
cumplirse con el periodo de prueba sería posible dejar
de pagar lo acordado bajo argumentos poco claros pa-
ra el trabajador. Datos publicados en marzo de 2018
indican, por ejemplo, que han crecido las denuncias
por despidos injustificados de mujeres trabajadoras en
la Ciudad de México, dado que en dicha demarcación
se recibe un promedio de 120 denuncias diarias, de las
cuales 42 por ciento indican despido injustificado,
además de acoso5.

Por ello, creemos necesario agregar un párrafo al artí-
culo 35 de la Ley Federal del Trabajo para establecer
la remuneración obligatoria para las actividades reali-
zadas en periodo de capacitación o de prueba, de ma-
nera que se garantice el pago justo por el tiempo y es-
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fuerzo invertido por quienes desean ejercer una activi-
dad laboral legal y digna.

Es por lo anteriormente expuesto que someto a la con-
sideración de esta honorable asamblea, la siguiente
iniciativa con proyecto de 

Decreto que adiciona un párrafo segundo al artícu-
lo 35 de la Ley Federal del Trabajo

Único. Se adiciona un párrafo segundo al artículo 35
de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 35. Las relaciones de trabajo pueden ser pa-
ra obra o tiempo determinado, por temporada o por
tiempo indeterminado y, en su caso, podrá estar sujeto
a prueba o a capacitación inicial. A falta de estipula-
ciones expresas, la relación será por tiempo indetermi-
nado.

Los periodos de prueba o la capacitación inicial pa-
ra el trabajador deberán ser remunerados.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Artícu-

lo 5. Cámara de Diputados del H. Congreso dela Unión, pág. 9.

Disponible en: 

http://www.diputados.gob.mx/LeyesBiblio/pdf/1_150917.pdf

2 Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Obser-

vación General No 18, el Derecho al Trabajo, aprobada el 24 de

noviembre. Ginebra, Naciones Unidas, 2005. Disponible en:

https://tbinternet.ohchr.org/_layouts/treatybodyexternal/Downlo-

ad.aspx?symbolno=E%2fC.12%2fGC%-2f18Lang=

3 CNDH. Derecho humano al trabajo y derechos humanos en el

trabajo. México, 2016. Disponible en: http://www.cndh.org.mx/si-

tes/all/doc/cartillas/2015-2016/15-DH-trabajo.pdf

4 Subsecretaría de Empleo y Productividad Laboral. México: in-

formación laboral. STPS, México, junio de 2018, pág. 3. Disponi-

ble en: 

http://www.stps.gob.mx/gobmx/estadisticas/pdf/perfiles/per-

fil%20nacional.pdf

5 Perdomo, Sergio. Crecen denuncias de mujeres en CDMX por

despidos injustificados o acoso sexual. Enfoque Noticias, jueves 8

de marzo de 2018. Disponible en: 

http://www.enfoquenoticias.com.mx/noticias/crecen-denuncias-

de-mujeres-en-cdmx-por-despidos-injustificados-o-acoso-sexual

Senado de la República, sede de la 
Comisión Permanente, a 11 de julio de 2018.

Diputados: José Refugio Sandoval Rodríguez (rúbrica), Jesús

Sesma Suárez, Arturo Álvarez Angli, Rosa Alicia Álvarez Piñones,

José Antonio Arévalo González, Alma Lucía Arzaluz Alonso, Ma-

ría Ávila Serna, Omar Noé Bernardino Vargas, Paloma Canales

Suárez, Jesús Ricardo Canavati Tafich, Juan Manuel Celis Aguirre,

Eloísa Chavarrías Barajas, Lorena Corona Valdés, Andrés Fernán-

dez del Valle Laisequilla, Evelyng Soraya Flores Carranza, José de

Jesús Galindo Rosas, Daniela García Treviño, Edna González

Evia, Sofía González Torres, Jorge de Jesús Gordillo Sánchez, Ya-

ret Adriana Guevara Jiménez, Ricardo Guillén Rivera, Javier Oc-

tavio Herrera Borunda, Lía Limón García, Uberly López Roblero,

Ricardo López Montejo, Cesáreo Jorge Márquez Alvarado, Virgi-

lio Mendoza Amezcua, Samuel Rodríguez Torres, Ángel Santis

Espinoza, Miguel Ángel Sedas Castro, Francisco Alberto Torres

Rivas, Georgina Paola Villalpando Barrios, Claudia Villanueva

Huerta

(Turnada a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. Julio 11 de

2018.)
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QUE ADICIONA UNA FRACCIÓN XXX AL ARTÍCULO 132 DE

LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, SUSCRITA POR JOSÉ RE-
FUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ Y DIPUTADOS DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DEL PVEM, Y RECIBIDA EN LA SESIÓN

DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 11 DE JU-
LIO DE 2018

Quienes suscriben, diputado José Refugio Sandoval
Rodríguez y diputados federales del Partido Verde
Ecologista de México en la LXIII Legislatura del ho-
norable Congreso de la Unión, con fundamento en el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como en los artícu-
los 6, numeral 1, fracción I, 77, numeral 1, y 78 del
Reglamento de la Cámara de Diputados, sometemos a
la consideración de esta soberanía, la presente iniciati-
va con proyecto de decreto por el que se adiciona una
fracción XXX al artículo 132 de la Ley Federal del
Trabajo, al tenor de la siguiente:

Exposición de Motivos

Uno de los objetivos de la Organización Mundial de la
Salud (OMS) es lograr que en el 2020 todos los países
obtengan el suministro de sangre de donantes volunta-
rios no remunerados. En la actualidad, sólo hay 62
países en el mundo donde el suministro nacional de
sangre procede casi en su totalidad de donaciones vo-
luntarias no remuneradas, mientras que otras 40 nacio-
nes siguen dependiendo de donaciones procedentes de
familiares o incluso de donantes remunerados.

La sangre constituye alrededor del 7 por ciento del pe-
so corporal, es decir, aproximadamente el volumen to-
tal de sangre en un adulto es de cinco litros.

La donación de sangre, ya sea completa o de alguno de
sus componentes, es un tema sanitario relevante para
un país que busca preservar la vida y salvaguardar la
salud de sus ciudadanos. La sangre donada se utiliza
en pacientes sometidos a grandes cirugías, traumatis-
mos, sangrados gastrointestinales, en el parto, en el
tratamiento de la leucemia, en trasplantes, en quimio-
terapia o en el tratamiento contra el cáncer, siendo és-
tos sólo algunos de los múltiples ejemplos de poten-
ciales receptores de sangre que podrían mejorar su
calidad de vida gracias a la donación de sangre.

El Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS) defi-
ne a un donador altruista como: “una persona que pro-

porciona su sangre o componentes sanguíneos para
uso terapéutico de quien lo requiera, sin la intención
de beneficiar a alguien en particular; sin esperar retri-
bución a cambio y sin una solicitud específica por par-
te del personal de salud, familiares o amigos del pa-
ciente”.

A escala internacional anualmente se extraen poco
más de 100 millones de unidades de sangre al año, pe-
ro la mitad de éstas se extraen en los países de altos in-
gresos. En el caso de países de bajos ingresos resulta
necesaria una mayor cantidad de donantes, ya que los
principales receptores son los niños menores de cinco
años con padecimientos como la anemia grave. En
países con altos ingresos la tasa de donantes volunta-
rios es de 36.8 por cada mil habitantes, mientras que
en los países de ingresos medios, entre los que se en-
cuentra México, la tasa de donantes es de 11.7 por ca-
da mil habitantes; por su parte, en los países de bajos
ingresos la tasa es de 3.9 por cada mil habitantes.

En el caso particular de nuestro país, se donan diaria-
mente cinco mil unidades de sangre, sin embargo, la
mayoría se obtiene por reposición y solo el 2.7 por
ciento proviene de donaciones altruistas. Este porcen-
taje está muy por debajo de los estándares internacio-
nales, lo cual resulta alarmante.

Existe una necesidad constante de donadores volunta-
rios, ya que la sangre solamente puede ser almacenada
por un período de tiempo limitado y después debe ser
descartada. Un ejemplo de lo anterior son los glóbulos
rojos, uno de los componentes de la sangre, los cuales
tienen una caducidad de 42 días. Por ello, para garan-
tizar la disponibilidad de sangre en cualquier momen-
to, inclusive en el caso de una epidemia o desastre na-
tural, es necesaria la donación constante, voluntaria y
altruista por parte de personas sanas que reúnan los re-
quisitos para ello.

En este sentido, es evidente que se requiere generar las
condiciones necesarias para que aumente el número de
donantes voluntarios de sangre. La OMS recomienda
que los países cuenten con una organización eficaz y
redes de suministro integradas para coordinar a nivel
nacional todas las actividades relacionadas con la ex-
tracción, verificación, tratamiento, almacenamiento y
distribución de sangre. El sistema nacional de transfu-
siones debería estar regido por políticas y marcos le-
gislativos nacionales relativos a la transfusión de san-
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gre para promover la uniformidad de las normas y de
la cualidad y la seguridad de la sangre y los productos
derivados de la misma.

México cuenta con la Norma Oficial Mexicana NOM-
253-SSA1-2012, para la disposición de sangre huma-

na y sus componentes con fines terapéuticos, la cual
señala en el apartado de disposiciones generales que:
“Toda donación de sangre o componentes sanguíneos
deberá ser voluntaria, libre de coacción y no remune-
rada. No deberá otorgarse al donante pago alguno, ya
sea en dinero en efectivo o en formas equivalentes”.

Según la Norma Oficial Mexicana la donación de san-
gre voluntaria se debe hacer con los siguientes inter-
valos:

La donación recurrente supone una ventaja para los
donadores, pues les permite monitorear su salud san-
guínea y detectar a tiempo enfermedades ocultas (he-
patitis B y C, VIH, sífilis, etcétera).

En este orden de ideas, es importante recalcar que ade-
más de la sangre en su totalidad, los productos sanguí-
neos pueden utilizarse para donaciones, así como para
investigación científica diseñada para mejorar la salud
de las personas. Por ejemplo, la mayoría del plasma
utilizado para investigación en México es importado
de otros países, debido a la falta de donadores volun-
tarios, por ello es importante crear conciencia entre la
población respecto de los beneficios sociales que im-
plica la donación voluntaria.

El acto de donar sangre no es complicado, únicamen-
te es necesario cumplir con los requisitos mínimos y
tener tiempo disponible para hacerlo. Entre los reque-
rimientos se encuentran varias restricciones relaciona-
das al historial médico del paciente y a su estado físi-
co, pero, sin duda, uno de los requisitos más
importantes es la edad del donante, ya que debe tener

entre 18 y 65 años para ser aceptado. Es importante
hacer notar que la mayoría de personas que se encuen-
tran dentro de este rango de edad son parte de la po-
blación económicamente activa, cuya edad promedio
es de 39 años. Por este motivo, es imperativo encon-
trar la manera de fomentar la donación sin afectar las
percepciones salariales de los trabajadores.

Bajo la lógica anterior, es importante otorgar facilida-
des laborales para que las personas que acudan a donar
su sangre o algún componente de ésta tengan la segu-
ridad de que su salario no se verá afectado. Además,
atendiendo a que la donación de sangre es un acto al-
truista que nos beneficia a todos, no podemos permitir
que el donante sea penalizado por acudir a donar. Una
manera de incentivar este noble gesto es otorgar un
permiso laboral para los trabajadores que acudan a
realizar este acto, garantizando que se respeten sus
percepciones salariales y teniendo como límite el ha-
cer uso de este derecho solo por dos ocasiones al año.

Si analizamos el permiso que se propone otorgar, éste
no representaría una pérdida significativa para el pa-
trón, especialmente si se compara con los enormes be-
neficios que puede acarrear para nuestro sistema de sa-
lud.

Actualmente la infraestructura física y operativa para
la donación de sangre resulta insuficiente para los fi-
nes de semana, que es cuando la mayoría de los traba-
jadores pueden acudir a donar. Además, se debe seña-
lar que la demanda de sangre es constante y se requiere
todos los días, pues, como ya se indicó, ésta tiene un
tiempo de utilidad y después debe ser descartada. Por
ello, es necesario generar un cambio en la cultura de la
donación de sangre en nuestro país, transitando de un
sistema de donación por reposición a un sistema de
donadores voluntarios, de manera que la sangre nece-
saria siempre esté disponible para todos. Este objetivo
se puede lograr mediante un sistema estructurado de
donación voluntaria, con los incentivos adecuados pa-
ra que funcione correctamente.

Como se ha mencionado, la donación voluntaria de
sangre tiene el potencial de salvar miles de vidas
anualmente y de contribuir con el avance de la medi-
cina, siendo éstas las principales razones para promo-
ver la donación de sangre voluntaria y salvaguardar el
derecho a la salud de las y los mexicanos, consagrado
en el artículo 4o. de nuestra Carta Magna.
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Por otra parte, es bien sabido que después de donar
sangre una persona no se encuentra al 100 por ciento
de su capacidad física y por esta razón no puede reali-
zar sus actividades laborales de manera regular, máxi-
me si se trata de un trabajo cuya exigencia es física. La
recomendación de la Cruz Roja es no realizar activi-
dad física durante las cinco horas siguientes a la dona-
ción y debido a los mareos que causa la pérdida de
sangre, es recomendable tomar medidas precautorias.
Aunado a esto debemos contar el tiempo que toma
trasladarse hasta una institución de salud y el tiempo
requerido para llevar a cabo la donación de sangre. Por
esta razón, el objetivo de esta reforma es otorgar a los
trabajadores permiso con goce de sueldo por un máxi-
mo de 24 horas para acudir a donar sangre o cualquie-
ra de sus componentes de manera voluntaria.

Un ejemplo de la existencia de este tipo de concesio-
nes es Argentina, donde la Ley Nacional número

22990 de Sangre establece en su artículo 47 que: “to-

do donante tendrá justificación de inasistencia por el

plazo de 24 horas incluido el día de la donación”.

México se encuentra muy lejos de cumplir con el com-
promiso adquirido con la declaración de Melbourne,
publicada el 20 de mayo de 2014, donde la OMS esta-
blece como objetivo que para 2020 todos los países
obtengan suministros de sangre voluntarios, no remu-
nerados. Es por esto que se deben otorgar facilidades a
los trabajadores para poder donar voluntariamente.

Los beneficios de la donación voluntaria son muchos
y la necesidad de aumentar el número de donantes de
sangre y sus componentes es insoslayable. Para alcan-
zar esta meta, en concordancia con el compromiso na-
cional e internacional adquirido por México, es nece-
sario crear las condiciones óptimas para que los
trabajadores mexicanos cuenten con un incentivo para
realizar este acto de generosidad y solidaridad con la
sociedad en su conjunto.

Por lo anterior, presentamos esta iniciativa que tiene
por objeto proponer que los patrones tengan como
obligación otorgar a los trabajadores permiso con go-
ce de sueldo por un máximo de 24 horas para acudir a
donar sangre o cualquiera de sus componentes de ma-
nera voluntaria. Debiendo el trabajador presentar el
comprobante correspondiente, expedido por una insti-
tución del sector salud o por el banco de sangre. Sin
poder exceder de dos veces por año.

En razón de lo anterior, se somete a la consideración
de esta honorable asamblea la presente iniciativa con:

Proyecto de decreto por el que se adiciona la frac-
ción XXX al artículo 132 de la ley federal del tra-
bajo

Único. Se adiciona una fracción XXX al artículo 132
de la Ley Federal del Trabajo, para quedar como sigue:

Artículo 132. Son obligaciones de los patrones:

I. a XXIX. (…)

XXX. Permitir a los trabajadores faltar por un
día a su trabajo para acudir de manera volunta-
ria a donar sangre o cualquiera de sus compo-
nentes, siempre que den aviso con la oportuni-
dad debida y que su ausencia no perjudique la
buena marcha del establecimiento. Para justifi-
car su inasistencia el trabajador deberá presen-
tar el comprobante expedido por una institución
del sector salud o del banco de sangre corres-
pondiente. El trabajador solo podrá hacer uso de
este derecho dos veces al año como máximo.

Transitorio

Único. El presente Decreto entrará en vigor al día si-
guiente de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a los 11 días del mes de julio de 2018.

Diputados: José Refugio Sandoval Rodríguez (rúbrica), Jesús

Sesma Suárez, Arturo Álvarez Angli, Rosa Alicia Álvarez Piñones,

José Antonio Arévalo González, Alma Lucía Arzaluz Alonso, Ma-

ría Ávila Serna, Omar Noé Bernardino Vargas, Paloma Canales

Suárez, Jesús Ricardo Canavati Tafich, Juan Manuel Celis Aguirre,

Eloísa Chavarrías Barajas, Lorena Corona Valdés, José Alberto

Couttolenc Buentello, Sharon María Teresa Cuenca Ayala, Andrés

Fernández del Valle Laisequilla, Evelyng Soraya Flores Carranza,

José de Jesús Galindo Rosas, Daniela García Treviño, Edna Gon-

zález Evia, Sofía González Torres, Jorge de Jesús Gordillo Sán-

chez, Yaret Adriana Guevara Jiménez, Leonardo Rafael Guirao

Aguilar, Javier Octavio Herrera Borunda, Lía Limón García,

Uberly López Roblero, Mario Machuca Sánchez, Cesáreo Jorge

Márquez Alvarado, Virgilio Mendoza Amezcua, Cándido Ochoa

Rojas, Samuel Rodríguez Torres, Emilio Enrique Salazar Farías,
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Miguel Ángel Sedas Castro, Francisco Alberto Torres Rivas, Ge-

orgina Paola Villalpando Barrios, Claudia Villanueva Huerta y En-

rique Zamora Morlet.

(Turnada a la Comisión de Trabajo y Previsión Social. Julio 11 de

2018) 

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 33 Y 1006 DE LA LEY FE-
DERAL DEL TRABAJO, Y 244 Y 245 DEL CÓDIGO PENAL

FEDERAL, RECIBIDA DE LOS DIPUTADOS ROBERTO ALE-
JANDRO CAÑEDO JIMÉNEZ, ALICIA BARRIENTOS PANTOJA

Y VIRGILIO DANTE CABALLERO PEDRAZA, DEL GRUPO

PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA SESIÓN DE LA CO-
MISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 11 DE JULIO DE

2018

El proponente Roberto Alejandro Cañedo Jiménez, y
los suscritos diputados Alicia Barrientos Pantoja y Vir-
gilio Dante Caballero, integrantes de la LXIII Legisla-
tura del Congreso de la Unión y del Grupo Parlamen-
tario Morena, con fundamento en los artículos 71,
fracción II, de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, así como el artículo 55, fracción
II, del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
meten a la consideración de esta soberanía la siguien-
te iniciativa con proyecto de decreto que reforma los
artículos 33 y 1006 de la Ley Federal del Trabajo, así
como el 244 y el 245 del Código Penal Federal al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

La precarización del empleo en México, la flexibiliza-
ción de las garantías laborales fundamentales, la inefi-
cacia de las autoridades del trabajo y la legalización de

artimañas y maniobras abusivas que, siendo ilegales,
se ostentan hoy como la panacea del desarrollo, la
competitividad y la inversión, han dado pie a toda cla-
se de prácticas vejatorias que condicionan al trabaja-
dor el acceso a un empleo a la renuncia de sus dere-
chos más elementales.

Tales condicionamientos patronales pueden manifes-
tarse a través de la renuncia anticipada del trabajador
(renuncia en blanco), la firma de pagarés y otros títu-
los de crédito, de falsos reconocimientos de que el tra-
bajador no ha padecido accidentes de trabajo o enfer-
medades profesionales, o que se desiste de ejercer
cualquier acción legal en contra del patrón en el su-
puesto de que existiera alguna controversia derivada
de su relación laboral.

La problemática no es menor, pues, aunque resulte im-
posible determinar qué tan generalizada y sistemática
es esta práctica, los tribunales laborales desahogan ca-
sos idénticos diariamente. Expertos afirman que las re-
nuncias en blanco abarcan más de 40 por ciento de las
contrataciones, dato sumamente preocupante si toma-
mos en cuenta que las empresas que más acuden a es-
ta práctica son precisamente las menos reguladas y
que menores responsabilidades guardan frente a sus
trabajadores, específicamente las que operan bajo el
esquema de subcontratación (outsourcing), hoy flore-
cientes bajo el amparo de la ley. En razón de ello, con-
sideramos urgente prohibir de forma expresa en nues-
tra legislación laboral estas prácticas ultrajantes,
establecer garantías para que los trabajadores puedan
denunciar abusos de este tipo sin poner en riesgo su
contratación, y sancionar a los patrones que, abusando
de la necesidad y la vulnerabilidad de los trabajadores,
incurren en este injurioso delito.

Como su nombre lo indica, la firma en blanco es aque-
lla puesta de antemano por el trabajador sobre una ho-
ja de papel en blanco o un documento sin fecha deter-
minada, con el fin de que sea llenado posteriormente
por el patrón con declaraciones o renuncias de dere-
chos. Varias legislaciones penales en el mundo con-
templan específicamente el delito de abuso de firma en
blanco, o lo equiparan con el delito de falsificación de
documentos, entendiéndose tal acto como la inserción
fraudulenta, sobre la firma, de una obligación, de un
descargo o de cualquier otro acto perjudicial al fir-
mante.
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El Código Penal Federal, en el capítulo IV del Título
Decimotercero (relativo a la falsificación de documen-
tos), señala sanciones corporales de seis meses a cinco
años de prisión, y de 180 a 370 días de multa, a quien
aproveche indebidamente una firma o rúbrica en blan-
co ajena para extender una obligación, liberación o
cualquier otro documento que pueda comprometer los
bienes, la honra, la persona o la reputación de otro, o
causar un perjuicio a la sociedad, al Estado o a un ter-
cero (artículo 244).

A su vez, el artículo 245 establece los requisitos que
deben cumplirse para la configuración del delito de
falsificación de documentos, a saber: a) que el falsario
se proponga sacar algún provecho para sí o para otro,
o causar perjuicio a la sociedad, al Estado o a un ter-
cero; b) que resulte o pueda resultar perjuicio a la so-
ciedad, al Estado o a un particular, ya sea en los bien-
es de éste o ya en su persona, en su honra o en su
reputación, y; c) que el falsario haga la falsificación
sin consentimiento de la persona a quien resulte o pue-
da resultar perjuicio o sin el de aquella en cuyo nom-
bre se hizo el documento.

A la luz de nuestro ordenamiento penal, queda claro
que la renuncia en blanco puede reputarse como falsi-
ficación de documentos privados, toda vez que una li-
quidación no ratificada es una documental privada que
está sujeta de comprobarse con la ratificación de la
Junta de Conciliación y Arbitraje, de conformidad con
el artículo 33 de la Ley Federal del Trabajo, LFT.

El artículo 33 de la LFT contiene el principio de irre-
nunciabilidad de derechos en los convenios o liquida-
ciones en materia laboral, señalando que será “nula la
renuncia que los trabajadores hagan de los salarios de-
vengados, de las indemnizaciones y demás prestacio-
nes que deriven de los servicios prestados, cualquiera
que sea la forma o denominación que se le dé”. Asi-
mismo, establece la regla de que “todo convenio o li-
quidación, para ser válido, debe hacerse por escrito y
contener una relación circunstanciada de los hechos
que lo motiven y de los derechos comprendidos en él”.
Dicho convenio “deberá ser ratificado ante la Junta de
Conciliación y Arbitraje, la que lo aprobará siempre
que no contenga renuncia de los derechos de los tra-
bajadores”. De una interpretación conforme y de bue-
na fe es posible concluir que una renuncia en blanco
implica necesariamente la renuncia de derechos, entre
ellos el derecho a no ser despedido injustificadamente,

contenido en la fracción XXII del Apartado A del artí-
culo 123 constitucional, así como otras obligaciones
atribuibles al patrón, como el pago del finiquito y la
indemnización correspondiente.

Lamentablemente, la LFT es omisa en cuanto a las re-
nuncias en blanco debido a que presupone su ilegali-
dad por tratarse de un acto de simulación. Esta omi-
sión ha sido sumamente perjudicial para los
trabajadores que, careciendo de todo medio probatorio
para acreditar la simulación de una renuncia que con-
tiene firmas auténticas, desisten de hacer valer sus de-
rechos fundamentales por vía jurisdiccional en vista de
las dificultades técnicas y legales que ello implicaría.

Ante el silencio de la ley, es preciso acudir a otras
fuentes interpretativas. Sin embargo, nuestras autori-
dades jurisdiccionales se han enfrascado en razona-
mientos sumamente formalistas al momento de abor-
dar el problema de la renuncia al empleo por medio de
coacción, engaño o fraude, inclinando totalmente la
carga de la prueba al trabajador, argumento por demás
absurdo si se considera que la propia ley no ofrece me-
dios probatorios efectivos para que el trabajador acre-
dite la simulación y el fraude que, incluso consciente-
mente, fue obligado a asumir por patrones deshonestos
y oportunistas que lucran con la necesidad ajena1.

La jurisprudencia apunta a que un trabajador tiene la
carga de la prueba cuando “manifiesta que firmó la re-
nuncia al trabajo o un convenio finiquito mediante co-
acción o engaño”, y señala que “si el trabajador aduce
que el patrón, al inicio de la relación de trabajo, lo
obligó a estampar su firma en una hoja en blanco... y
dicho patrón, haciendo uso indebido de ese documen-
to, le confeccionó la renuncia voluntaria a su empleo,
razón por la que reclamó la nulidad de cualquier ele-
mento que implicara la pérdida o disminución de sus
derechos, ese extremo le corresponde demostrarlo, por
lo que si no lo hace es indudable que aquella renuncia
tiene plena eficacia probatoria”.2

Por otro lado, existen elementos dentro de la propia ju-
risprudencia que obligan a las Juntas de Conciliación
y Arbitraje a impedir estas prácticas ilegales. El tercer
Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo, en tesis ais-
lada, a cargo del magistrado Héctor Arturo Mercado
López, señaló que “cuando el trabajador demanda la
nulidad de la renuncia... y la reinstalación en su pues-
to bajo la premisa de que su voluntad no es válida por
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haber sido dada por error, arrancada por violencia o
sorprendida por dolo o mala fe, la Junta debe privile-
giar el estudio de la nulidad de la renuncia... Esto sig-
nifica que, si el trabajador acredita algún vicio en su
voluntad, pondrá en evidencia que ésta no se produjo
libre y consciente para dar por concluida la relación
del trabajo, sino que se trató de una imposición del pa-
trón, lo que se traduce en un despido injustificado”.3

Asimismo, en relación con el reclamo inverosímil de
tiempo extra, la Segunda Sala de la Suprema Corte de
Justicia apuntó que las Juntas “pueden válidamente
apartarse del resultado formal y resolver con base en la
apreciación en conciencia de esos hechos, además de
que en la valoración de las pruebas deberán actuar con
apego a la verdad material deducida de la razón... sin
que sea necesario que el patrón oponga una defensa
específica en el sentido de que no procede el reclamo
correspondiente por inverosímil”. Este criterio resulta
en extremo valioso en el caso concreto de las renun-
cias en blanco, pues también es inverosímil que un tra-
bajador renuncie voluntariamente y luego demande su
reinstalación, o que firme un pagaré excesivo cuando
su salario jamás sería suficiente para cubrir tal obliga-
ción.4

Consideramos necesario adecuar nuestra legislación
laboral y penal a fin de hacer efectivo el derecho de los
trabajadores a no ser despedidos injustificadamente,
así como garantizar medios probatorios adecuados en
caso de que sean víctimas de un despido simulado a
modo de renuncia voluntaria. Asimismo, creemos ne-
cesario incluir responsabilidades y sanciones para los
patrones que incurran en tales prácticas, y adecuar la
legislación penal en materia de falsificación de docu-
mentos a fin de clarificar y explicitar estos supuestos.

Por lo expuesto, sometemos a la consideración de esta
Comisión Permanente el siguiente proyecto de

Decreto

Primero. Se adiciona un párrafo segundo y se recorre
el contenido del actual párrafo segundo del artículo
33; se adiciona un párrafo segundo al artículo 1006,
ambos de la Ley Federal del Trabajo, para quedar co-
mo sigue:

Artículo 33. Es nula la renuncia que los trabajadores
hagan de los salarios devengados, de las indemniza-

ciones y demás prestaciones que deriven de los servi-
cios prestados, cualquiera que sea la forma o denomi-
nación que se le dé.

Queda prohibido obligar a los trabajadores a firmar
documentos en blanco, o sin fecha determinada, o que
mediante cualquier otra circunstancia implique renun-
cia de derechos o imponga obligaciones al trabajador.
En caso de que el trabajador sea obligado a la firma de
documento en blanco o sin fecha determinada, podrá
acudir ante la Procuraduría de la Defensa del Trabajo
o ante las oficinas de la Inspección del Trabajo local o
federal a denunciar el hecho. La Procuraduría de la
Defensa del Trabajo o la Inspección del Trabajo local
o federal conservará en secreto dicha denuncia para el
caso de que fuere necesario aportarla como elemento
probatorio pre constituido.

Todo convenio o liquidación, para ser válido, deberá
hacerse por escrito y contener una relación circunstan-
ciada de los hechos que lo motiven y de los derechos
comprendidos en él. Será ratificado ante la Junta de
Conciliación y Arbitraje, la que lo aprobará siempre
que no contenga renuncia de los derechos de los tra-
bajadores, o de que exista una denuncia en el sentido
del párrafo anterior. En este último caso, la Junta de
Conciliación y Arbitraje realizará las pruebas grafo-
técnicas idóneas para determinar la validez del docu-
mento previo a su ratificación.

Artículo 1006. A todo el que presente documentos o
testigos falsos se le impondrá una pena de seis meses
a cuatro años y multa de 125 a 1900 UMA vigente en
la Ciudad de México. Tratándose de trabajadores, la
multa será el salario que reciba el trabajador en una se-
mana.

Se considerarán documentos falsos aquellos que, a pe-
tición del patrón, hayan sido firmados en blanco o sin
fecha determinada por el trabajador. Las sanciones
previstas en el párrafo anterior se aplicarán sin perjui-
cio de la responsabilidad penal que pueda derivar de
estos hechos.

Segundo. Se reforman los artículos 244 Fracción se-
gunda y 245 Fracción segunda del Código Penal Fe-
deral para quedar como sigue:

Artículo 244. El delito de falsificación de documentos
se comete por alguno de los medios siguientes:
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I. …

II. Aprovechando indebidamente una firma o rúbri-
ca en blanco ajena, extendiendo una obligación, li-
beración o cualquier otro documento que pueda
comprometer los bienes, el empleo, la honra, la per-
sona o la reputación de otro, o causar un perjuicio a
la sociedad, al Estado o a un tercero;

…

Artículo 245. Para que el delito de falsificación de do-
cumentos sea sancionable como tal, se necesita que
concurran los requisitos siguientes:

I. …

II. Que resulte o pueda resultar perjuicio a la socie-
dad, al Estado o a un particular, ya sea en los bien-
es de éste o ya en su persona, en su empleo, en su
honra o en su reputación, y

III. …

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Jurisprudencia. Renuncia o convenio finiquito firmado bajo co-

acción o engaño. Corresponde al trabajador acreditar los hechos en

que lo sustenta: 10a. Época; TCC; SJF y su Gaceta; Libro XVIII,

marzo de 2013, Tomo 3; página 1786.

2 Tesis aislada. Renuncia. Tiene eficacia probatoria plena si el tra-

bajador afirma que estampó su firma en una hoja de papel en blan-

co al inicio de la relación laboral, y no lo prueba. 9a. Época; TCC;

SJF y su Gaceta; Tomo XIV, diciembre de 2001; página 1800.

3 Tesis aislada. Nulidad de renuncia al empleo y reinstalación en

el puesto. Aquélla constituye la acción principal cuando se deman-

da su invalidez por vicios en la voluntad del trabajador. 10a. Épo-

ca; TCC; SJF y su Gaceta; Libro XVI, enero de 2013, Tomo 3; pá-

gina 2101.

4 Jurisprudencia. Horas extras. Es legal que tanto la junta como el

tribunal de amparo procedan al estudio de la razonabilidad del

tiempo extraordinario de trabajo cuando se advierta que la dura-

ción de la jornada es inverosímil. 9a. Época; 2a. Sala; SJF, y su Ga-

ceta; Tomo XXIII, febrero de 2006; página 708.

Dado en la sede de la Comisión Permanente,
a 11 de julio del 2018.

Diputado Roberto Alejandro Cañedo Jiménez (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Trabajo y Previsión social. Julio 11 de

2018.)

QUE REFORMA Y ADICIONA LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCU-
LO 31 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS

UNIDOS MEXICANOS, RECIBIDA DE LA DIPUTADA CECILIA

SOTO GONZÁLEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL

PRD, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL

MIÉRCOLES 11 DE JULIO DE 2018

La suscrita, diputada federal del grupo parlamentario
del Partido de la Revolución Democrática, de la LXIII
Legislatura de la Cámara de Diputados, con funda-
mento en los artículos 71, fracción II, de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; y 55,
fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos presenta ante esta soberanía iniciativa con proyec-
to de decreto por el que se reforma y adiciona la frac-
ción IV del artículo 31 de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, de acuerdo con las si-
guientes consideraciones:

Un buen sistema tributario se caracteriza por ser efi-
ciente, sencillo, flexible, justo y con responsabilidad
política. Stiglitz1
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Los principios de la justicia tributaria en México

La Constitución mexicana, establece en su artículo 31,
fracción IV, varias limitaciones al Estado legislador
para imponer a las personas el pago de contribuciones,
las cuales en el derecho tributario mexicano se han es-
tablecido como los principios tributarios de proporcio-
nalidad, equidad, legalidad y destino –gasto público–,
y contienen los derechos fundamentales de capacidad
contributiva, igualdad tributaria y reserva de Ley.

Gasto público

Las contribuciones habrían de ser establecidas para
que el Estado haga del gasto público el instrumento
decisivo para el cumplimiento de sus fines, por lo que
las erogaciones públicas únicamente estarán dirigidas
a cubrir los servicios públicos y atender las necesida-
des del Estado; es decir, que el deber de contribuir no
podrá encontrar más razón que la de atender el bien
común: “...El principio de justicia fiscal de que los tri-
butos que se paguen se destinarán a cubrir el gasto pú-
blico, conlleva que el Estado al recaudarlos los aplique
para cubrir las necesidades colectivas, sociales o pú-
blicas a través de gastos específicos o generales...ya
que de acuerdo con el principio de eficiencia -inma-
nente en el gasto público- la elección del destino del
recurso debe de dirigirse a cumplir las obligaciones as-
piraciones que en ese ámbito describe la Carta Funda-
mental ...”2

Proporcionalidad Tributaria

La proporcionalidad tributaria radica medularmente en
que los sujetos pasivos deben contribuir a los gastos
públicos en función de su capacidad económica, de-
biendo aportar una parte justa y adecuada de sus in-
gresos, utilidades y rendimientos. Conforme a este
principio, los gravámenes deben fijarse de acuerdo a la
capacidad económica del sujeto, de manera que las
personas que obtengan ingresos elevados tributen en
mayor cuantía.3

Un ejemplo claro de un tributo proporcional es el im-
puesto sobre la renta aplicado actualmente a las perso-
nas morales; pagan el 30 por ciento sobre la utilidad
fiscal anual;4 dado que la tasa del gravamen se man-
tiene fija, el importe a pagar se modifica en la medida
en que lo hace la base gravable sobre la cual se aplica
la tasa imponible; queda claro que la proporción del

ingreso pagada es proporcional para todos los causan-
tes de esa contribución.

Equidad tributaria

La equidad tributaria contiene tanto la equidad hori-
zontal como la equidad vertical; donde la equidad ho-
rizontal establece que aquellos que son esencialmente
iguales deben ser tratados de igual manera, es decir,
los contribuyentes que tienen la misma capacidad con-
tributiva deben pagar los mismos impuestos; en tanto
que la equidad vertical se ocupa del trato que se les da
a las personas con diferentes niveles de ingresos res-
pecto de la tributación, o sea, las personas que no es-
tán en igualdad de circunstancias deberán ser tratados
de manera diferente y justa: “ ... los contribuyentes de
un impuesto que se encuentran en una misma hipóte-
sis de causación, deben guardar una idéntica situación
frente a la norma jurídica que lo regula, lo que a la vez
implica que las disposiciones tributarias deben tratar
de manera igual a quienes se encuentren en una misma
situación y de manera desigual a los sujetos del grava-
men que se ubiquen en una situación diversa.”5

Legalidad tributaria

El texto normativo que aquí se analiza, concluye su
enunciado con la frase que dispongan las leyes de don-
de se desprende el llamado principio de legalidad tri-
butaria, que no es otro que el de reserva de ley en el
derecho tributario, traducido en que los elementos
esenciales del tributo deban estar contenidos en un ac-
to formal y materialmente legislativo, es decir, en una
ley.

Sólo mediante la Ley debe establecerse un impuesto,
definir quiénes son los contribuyentes, fijar la alícuota
o monto del tributo (un máximo y un mínimo) conce-
der exenciones y reducciones, tipificar las infracciones
y establecer sanciones.6

Progresividad tributaria

Samuelson (2002) refiere que hay tres tipos de im-
puestos: proporcional, progresivo y regresivo. Un im-
puesto es proporcional cuando todos los contribuyen-
tes pagan la misma proporción de su ingreso.

Un impuesto es regresivo cuando grava en la misma
intensidad a los que tienen mayor capacidad económi-
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ca y a los que tienen menos; pero no obstante que la ta-
sa es igual, la proporción del ingreso que paga la per-
sona con menos recursos es mayor. Un ejemplo de im-
puesto regresivo es el impuesto al valor agregado

La progresividad tributaria puede aplicarse al sistema
tributario como un todo, o bien a las implicaciones de
los impuestos individuales para tal sistema analizado
en contexto y se deduce del principio de equidad ver-
tical; es esa proporción de mayor cuantía con la que
cada contribuyente de renta superior aporta más ingre-
sos al Estado para el financiamiento del gasto público;
consiste en aplicar un porcentaje impositivo mayor, a
medida que aumenta la base gravable.

Se puede decir que la progresividad es la variación del
impuesto pagado por unidad de base gravable, es de-
cir, mide el cambio del impuesto pagado por cambio
unitario de la base gravable, como lo establece el Po-
der Judicial de la Federación: “...así la progresividad
de la tarifa (impuesto) no se traduce solamente en el
incremento de la alícuota al cambiar al renglón si-
guiente, sino también en que el aumento de aquélla sea
proporcional con el ingreso...”7

En efecto, el gravamen de los impuestos de las perso-
nas en función de su capacidad contributiva se logra a
través de tarifas progresivas, como es el caso del im-
puesto sobre la renta, siendo necesario que exista un
mecanismo de progresividad que no solamente consi-
dere el incremento de la alícuota al cambiar el renglón
siguiente, sino también en el que el aumento de aque-
lla sea proporcional con el ingreso. En la aplicación
de un impuesto progresivo, no sólo se paga una ma-
yor cantidad de impuesto por el aumento del ingre-
so, sino que se paga una mayor proporción de ese
ingreso.

Se puede decir que la progresividad tributaria es la va-
riación del impuesto pagado por unidad de base gra-
vable, es decir, mide el cambio del impuesto pagado
por cambio unitario de la base gravable, generalmente
se expresa como un cociente.

El ejemplo clásico de un impuesto directo progresivo
es el impuesto sobre la renta, al establecer una tarifa
creciente para la determinación del impuesto de las
personas físicas; regularmente en este tipo de tarifas,
la tasa impositiva es baja en las primeras fracciones de
renta y gradualmente más alta a medida que éstas

avanzan hasta llegar a las superiores, como se muestra
en la siguiente tabla.

El principio de progresividad implica que la carga tri-
butaria será soportada en mayor medida por aquellos
que mayores recursos poseen... Actualmente la progre-
sividad es considerada como una de las técnicas más
eficaces en la lucha por acceder a sistemas tributarios
que permitan una justa distribución de las cargas pú-
blicas...Así el principio de progresividad adquiere re-
levancia como un instrumento eficaz en la redistribu-
ción de la riqueza, que es sin duda un aspecto
fundamental para lograr un sistema tributario que de-
note verdadera justicia.8

De suerte que la proporcionalidad establece que a ma-
yor ingreso se contribuye en mayor cuantía a la ha-
cienda pública, la progresividad establece que los gru-
pos o los deciles con mayor ingreso contribuyen a la
hacienda pública con un porcentaje mayor a que se
aplica a los grupos o deciles de menores ingresos.
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La tarifa del impuesto sobre la renta para personas fí-
sicas que se aplica a partir del Ejercicio Fiscal de 2014
es progresiva en términos absolutos y relativos.9 El de-
cil superior aportó el 76.6 por ciento de la recaudación
total, mientras que el decil más bajo tuvo una contri-
bución de cero, debido al subsidio al empleo para los
asalariados de menores ingresos, así lo muestran la ta-
bla y la gráfica.

Cabe resaltar que en la llamada Reforma Hacendaria
aprobada por el Congreso de la Unión en octubre de
2013, y que entró en vigencia el 1 de enero de 2014, se
expide la Ley del Impuesto sobre la Renta, en la que
los legisladores fueron más allá de la propuesta del
Ejecutivo Federal, al determinar tasas progresivas a
este impuesto en los diferentes deciles de ingreso.

Así en la exposición de motivos del dictamen que se
refiere, se expresa la necesidad de dotar de mayor pro-
gresividad al sistema impositivo y en particular al ISR
de las personas físicas. Sin embargo, considera nece-
sario modificar la propuesta del Ejecutivo para que las
personas con ingresos mayores de 500 mil pesos tri-
buten a una tasa de 31 por ciento, los ingresos supe-
riores a 750 mil pesos enfrenten una tasa de 32 por
ciento, quienes obtengan ingresos por encima de 1 mi-
llón de pesos anuales sean gravados con la tasa de 34
por ciento y los que perciban ingresos superiores a 3
millones de pesos contribuyan a la tasa máxima de 35
por ciento. Los niveles de tasas propuestos se conside-
ran adecuados puesto que se ubican por debajo del
promedio que aplican los países miembros de la
OCOE, donde en promedio la tasa marginal máxima
es de 42.6 por ciento.

Esta medida tiene el propósito de aumentar la progre-
sividad del impuesto y lograr que las personas que se
ubican en el extremo medio y superior del último de-
cil de ingresos contribuyan en mayor medida al finan-
ciamiento del gasto público, logrando que la tributa-
ción sea más justa y equitativa.10

En 2008 al Organización para la Cooperación y el De-
sarrollo Económico (OCDE) efectuó un estudio sobre
la distribución del ingreso y la pobreza en los países
miembros y demostró que los niveles de progresividad
del sistema tributario dependen, entre otros factores,
de la desigualdad de la distribución del ingreso grava-
ble.11

Debilidad tributaria mexicana

Una de las características que debe tener un buen sis-
tema tributario, entre otras, de acuerdo al economista
Joseph Stiglitz, Premio Nobel de Economía 2001, es la
responsabilidad política, que se resume en un manejo
transparente de los recursos fiscales y su correcta apli-
cación en el gasto público.

Elizondo (2014), al referirse al Pacto Fiscal Mexicano,
dice: “El pacto fiscal, entendido como la relación en-
tre los ciudadanos y el gobierno federal que especifica
quién paga cuánto en impuestos y cómo se gastan es-
tos recursos, es la relación más importante entre socie-
dad y gobierno.”12

En nuestro país, la insuficiencia de recursos del go-
bierno federal es crónica, no sólo porque su ingreso
por contribuciones es bajo en relación al PIB, sino por-
que el que tiene lo gasta mal, tanto por corrupción, in-
eficacia y por estar mal dirigido en términos de su pro-
gresividad.

Marcelo Bergman, citado por Elizondo (2014) asegu-
ra que: “Los causantes deciden cuánto pagar no sólo a
partir de un cálculo de la probabilidad que tiene su fal-
ta de pago de ser detectada y la sanción correspon-
diente en su caso, sino en función de un aprendizaje
social respecto al valor que tiene pagar impuestos. En
su decisión de pago importa a dónde se van esos im-
puestos y qué tan justo es percibido el sistema, tanto
en materia de impuestos como de gasto público. En las
sociedades donde el pago de impuestos es alto, el ciu-
dadano ha internalizado las normas fiscales porque
percibe que se le regresan con bienes y servicios pú-
blicos sus impuestos.”13

La relación porcentual entre los ingresos tributarios en
relación al Producto Interno Bruto de nuestro país en
2015 ascendió al 17.4 por ciento; es el porcentaje más
bajo del promedio de los países miembros de la Orga-
nización para la Cooperación y el Desarrollo (OCDE)
que se cuantificó en 34.3 en ese año, con todo y que,
con la reforma hacendaria aprobada en 2013, y en vi-
gor desde 2014 ha permitido una recaudación mayor al
Estado mexicano.
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El principio de progresividad compensa la insuficien-
cia del principio de proporcionalidad en el sistema tri-
butario pues como en este ámbito no basta con mante-
ner en todos los niveles una relación simplemente
porcentual entre la capacidad económica del contribu-
yente y el monto de los impuestos a su cargo, el con-
tribuyente ha superado esa deficiencia disponiendo de
quienes tienen mayor patrimonio y perciben mayores
ingresos aportan en mayor proporción al financia-
miento de los gastos del Estado; es decir, se trata de
que la carga tributaria sea mayor entre mayores sean
los ingresos y el patrimonio del contribuyente.

Por lo anterior, considero pertinente que el principio
de progresividad tributaria se integre al texto de la
fracción IV del artículo 31 de la Constitución Federal
con el fin de robustecer el Sistema Fiscal Mexicano, al
tiempo de hacerlo más justo, y lograr así una mejor re-
distribución de la riqueza nacional.

Por lo expuesto y fundado se somete a consideración
de esta honorable asamblea la siguiente iniciativa con
proyecto de

Decreto por el que se reforma y adiciona la fracción
IV del artículo 31 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos para queda como sigue:

Artículo único. Se reforma y adiciona la fracción IV
del artículo 31 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

Artículo 31. ...

I a III. ...

IV. Contribuir con los gastos públicos, así de la Fe-
deración, como de las entidades federativas y del
municipio en que residan, de la manera proporcio-
nal, equitativa y progresiva que dispongan las leyes.

Transitorio. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 Stiglitz (2000) define estos principios. La eficacia económica

consiste en que los impuestos no deben interferir en la asignación

eficiente de los recursos. La sencillez administrativa se refiere a

que los costos de administración y de cumplimiento deben ser ba-

jos. La flexibilidad consiste en que el sistema debe poder adaptar-

se fácilmente a los cambios en las circunstancias económicas. Un

sistema tributario es justo cuando trata de forma similar a los que

se encuentran en circunstancias parecidas y obliga a pagar más im-

puestos a los que pueden soportar mejor la carga tributaria. Y tie-

ne responsabilidad política cuando es transparente.

2 La jurisprudencia 167496 del rubro “Gasto público. El principio

de justicia fiscal...”

3 La jurisprudencia 232,197 del rubro “Impuestos. Proporcionali-

dad y equidad de los”. El artículo 31, fracción IV, de la Constitu-

ción, establece los principios de proporcionalidad y equidad en los

tributos. La proporcionalidad radica, medularmente, en que los su-

jetos pasivos deben contribuir a los gastos públicos en función de

su respectiva capacidad económica, debiendo aportar una parte

justa y adecuada de sus ingresos, utilidades o rendimientos. Con-

forme a este principio los gravámenes deben fijarse de acuerdo con

la capacidad económica de cada sujeto pasivo, de manera que las

personas que obtengan ingresos elevados tributen en forma cuali-

tativamente superior a los de medianos y reducidos recursos. El

cumplimiento de este principio se realiza través de tarifas progre-

sivas, pues mediante ellas se consigue que cubran un impuesto en-

monto superior los contribuyentes de más elevados recursos y uno

inferior los de menores ingresos.

4 Artículo 9 de la Ley del Impuesto sobre la Renta

5 Jurisprudencia 192,290 del rubro “Impuestos. Principio de equi-

dad tributaria”.

6 Jurisprudencia 186,581 “Exenciones fiscales. Corresponde al

Poder Legislativo establecerlas en ley”. Este principio de reserva

de ley se expresa también en el artículo 28, párrafo primero, cons-

titucional, en cuanto señala que están prohibidas las exenciones

“en los términos y condiciones que fijan las leyes”. Por tanto, si la

exención en materia tributaria consiste en que, conservándose los

elementos de la relación jurídico-tributaria, se libera de las obliga-

ciones fiscales a determinados sujetos, por razones de equidad,

conveniencia o política económica, lo que afecta el nacimiento y
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cuantía de dichas obligaciones. se concluye que la exención se in-

tegra al sistema del tributo, de modo que su aprobación, configu-

ración y alcance debe realizarse sólo por normas con jerarquía de

ley formal y material.

7 Jurisprudencia 171,934, rubro: “Renta. El mecanismo de progre-

sividad aplicado en la tarifa del impuesto relativo”. Una mejor

adaptación de la carga tributaria a la capacidad contributiva de las

personas físicas obligadas a su pago, tratándose de un gravamen

directo como el impuesto sobre la renta, que grava una manifesta-

ción inmediata de dicha capacidad, se cumple a través de las tari-

fas progresivas. Ahora bien, para que exista un mecanismo de pro-

gresividad es necesario que además de establecerse una estructura

de rangos, con cuotas y tasas aplicables sobre el límite inferior, se

analice su efectividad con la aplicación de la tarifa, ya que una rup-

tura con la proporcionalidad de la tarifa implicaría no expresar la

real capacidad contributiva apreciada por el legislador para impo-

ner un tributo. Así, la progresivídad de la tarifa no se traduce sola-

mente en el incremento en la alícuota al cambiar al renglón si-

guiente, sino también en que el aumento de aquélla sea

proporcional con el ingreso.

8 http://catarina.udlap.mx/u_dl_a/tales/documentos/ledf/cam-

pos_h_nd/capitulo4.pdf

9 Artículo 152 de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

10 http://gaceta.diputados.gob.mx/PDF/62/2013/oct/20131017-

IX.pdf Dictamen de la Comisión de Hacienda y Crédito Público.

11 http://finanzaspublicas.hacienda.gob.mx/work/models/Finan-

zas_Publicas/docs/congreso/infoanual/2016/ig_2016.pdf

12 Elizondo, Carlos (2014) Progresividad y eficacia del gasto pú-

blico en México: Precondición para la política recaudatoria efecti-

va. Wilson Center Latin American Program.

13 Op. Cit.

Dado en la sede de la Comisión Permanente
del Congreso de la Unión, a 4 de julio de 2018.

Diputada Cecilia Soto González (rúbrica)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 109 Y ADICIONA UN INCISO

B AL 34 DE LA LEY FEDERAL DE PRESUPUESTO Y RES-
PONSABILIDAD HACENDARIA, RECIBIDA DE LOS DIPUTA-
DOS JUAN ROMERO TENORIO Y ALICIA BARRIENTOS PAN-
TOJA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA, EN LA

SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES

11 DE JULIO DE 2018

Quienes suscriben, diputados Alicia Barrientos Panto-
ja y Juan Romero Tenorio, integrantes del Grupo Par-
lamentario de Morena en la LXIII Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispues-
to en los artículos 71, fracción II, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como
por el artículo 55, fracción II, del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someten a la consideración de es-
ta soberanía la iniciativa con proyecto de decreto por
el que se reforma el artículo 109 y se adiciona el inci-
so b) al artículo 34 de la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria, al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Propósito de la iniciativa

Uno de los problemas que enfrentamos los mexicanos,
se encuentra en la urgente necesidad de hacer un me-
jor uso de todos los recursos disponibles, en particular
los que se destinan a inversión física, que son los que
pueden crear la infraestructura para mejorar de mane-
ra sostenida las condiciones de vida de los ciudadanos
y propiciar mayor eficiencia en la operación de las em-
presas.

Con ese propósito, se requiere que la Cámara de Di-
putados, en cumplimiento de su facultad exclusiva, de
aprobar anualmente el Presupuesto de Egresos de la
Federación, contribuya responsablemente a establecer
el marco legal, la norma para que las decisiones rela-
cionadas con la inversión que utiliza recursos presu-
puestales de la federación en proyectos de escala esta-
tal y municipal, se adopten con criterios de prioridad y
la mayor transparencia en beneficio de los ciudadanos.

No debe continuar lo que se ha hecho en los últimos
años, en los que esos recursos se distribuyen en medio
de una rebatinga de ver quién lleva más obras a sus es-
tados y municipios, en un ejercicio que busca presen-
cia, imagen política y no resolver problemas.
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Esta propuesta pretende que la Cámara de Diputados
cuente con los elementos básicos para ejercer su fa-
cultad exclusiva, así como establecer las condiciones
para que haya una mayor transparencia a disposición
de la sociedad, acerca del uso de recursos públicos en
proyectos de esta escala, por parte de los diferentes ni-
veles de gobierno.

Sin duda, esto contribuiría a elevar la competitividad
de la economía nacional, permitirá una mejor relación
de los gobiernos con sus ciudadanos y con los empre-
sarios de los sectores social y privado, como usuarios,
como contratistas o como proveedores e incluso como
consultores para respaldar y ofertar transparentemente
servicios de diseño de proyectos. Se requiere estable-
cer un nuevo esquema de asignación de recursos pre-
supuestales para inversión en entidades, municipios y
alcaldías de la Ciudad de México, que permitan que su
ejercicio se concrete realmente en mejores condicio-
nes de vida para la población.

Problemática

A pesar de que se encuentra establecido en la Consti-
tución la función que le corresponde a la Cámara de
Diputados en la aprobación del Presupuesto de Egre-
sos, no cabe duda que esa responsabilidad es uno de
los aspectos más complejos de la relación entre el Eje-
cutivo y el Poder Legislativo.

Todo indica que un parteaguas de la relación entre el
Ejecutivo y el Legislativo en este campo, fue la deci-
sión de la Cámara de Diputados de modificar la ini-
ciativa de Presupuesto para 2005, ante lo cual la Presi-
dencia de la República interpuso una controversia
constitucional. Ese diferendo se resolvió a favor del
Ejecutivo que, no obstante, en los hechos puso en
práctica algunas de las propuestas del presupuesto mo-
dificado por la mayoría de diputados.

Aunque ese diferendo se dio en el contexto de una de-
terminada correlación de fuerzas, posterior a la gran
movilización de El Campo no Aguanta Más, es posible
afirmar que desde entonces la relación entre los dos
Poderes siguió un proceso de perversión progresiva.
Sea por necesidad o como resultado de una estrategia
deliberada para evitar que nuevamente el Legislativo
se atreviera a modificar el presupuesto, cada vez fue
más clara la decisión del Ejecutivo de limitar la potes-
tad constitucional de la Cámara de Diputados.

Si bien la negociación por separado con las distintas
fracciones es una práctica regular en los procesos po-
líticos, negociando ventajas y coincidencias, lo cierto
es que en México ese proceso se pervirtió mediante la
aplicación de esquemas de distribución de recursos
que adquieren la forma de sobornos encubiertos, los
cuales han sido calificados como “moches”.

Desafortunadamente, por las carencias de los munici-
pios de nuestro país, ante los rezagos que sufren las di-
ferentes regiones, cada año, en los meses de septiem-
bre, octubre y noviembre, cuando se hace el análisis
del paquete económico y se pone a discusión el presu-
puesto de Egresos del siguiente ejercicio, a la Cámara
de Diputados llegan funcionarios estatales, municipa-
les y todo tipo de representantes de sectores y de orga-
nizaciones sociales, que con muchos documentos lle-
gan a gestionar recursos para sus estados, sus
municipios o sus representados: una carretera, la pavi-
mentación de calles, obras de agua potable o de drena-
je, plantas de tratamientos de aguas o de potabilización
y hasta recursos para concluir presas o estadios, es-
cuelas, hospitales, clínicas, mercados, auditorios, de-
portivos.

Sin duda, todas ellas son obras necesarias, pero con di-
ferentes prioridades. El problema está en que, consi-
derando el conjunto de solicitudes e ignorando los an-
tecedentes de cada uno de los proyectos, no es posible
evaluar en poco más de un mes cuál es más necesario
o cómo aprovechar mejor el impacto de la realización
de cada uno de esos proyectos.

En general, los demandantes de recursos presentan los
proyectos de manera aislada, sin considerar la integra-
lidad de su problemática. Los peticionarios acompa-
ñan sus proyectos con una estimación del impacto so-
cioeconómico, que fundamentalmente explica que la
obra va a proporcionar beneficios a un grupo de la po-
blación, pero los eventuales beneficios de estos pro-
yectos no trascienden el corto plazo, porque en los
ejercicios trianuales carecen de una visión de mediano
y largo plazo de las prioridades y sus proyecciones, y
no explican si forma parte de un programa progresivo
de desarrollo integral.

En esas circunstancias, hay casos en que, por ejemplo,
la solicitud de recursos no considera la necesidad de
construir primero el drenaje y sus conexiones, así co-
mo la red de agua potable, y otros servicios que re-
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quieran estar instalados antes de poner banquetas y el
tendido del asfalto o el concreto hidráulico. En conse-
cuencia, muchas veces las inversiones no alcanzan a
cumplir sus objetivos cabalmente. Lo más grave es
que, como ya se mencionó antes, en el esquema actual
las obras sólo se solicitan por parte de los funcionarios
locales, como una demostración de su capacidad de
gestión, de su amistad con algún diputado, de la “fuer-
za” de su fracción parlamentaria, como una justifica-
ción ante sus electores o de lo “atinado” que fueron al
haberlo elegido. Eso, sin considerar si la obra en cues-
tión es la que mejor propuesta para cambiar de mane-
ra sostenida las condiciones de vida de esos ciudada-
nos.

El problema se agudiza porque la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público aprovechó esas circunstan-
cias para medrar políticamente con las necesidades de
estados y municipios. En las negociaciones que pro-
mueven o en las consultas que se les hacen, los fun-
cionarios de Hacienda antes que argumentar a favor de
dar racionalidad al gasto, anteponen la necesidad de
mantener los “equilibrios” como criterio que ajusta los
montos a asignar; al final de cuentas terminan gastan-
do con toda discrecionalidad.

Así, las obras que se logran gestionar ante esa Secre-
taría, difícilmente resuelven los problemas de fondo y
se caracterizan por ser, por ejemplo, centros de salud
sin concluir, carreteras que no llegan a su destino, pro-
gramas que nunca se ejercen, escuelas sin baños.

Y lo grave es que ese esquema de administrar el pre-
supuesto para inversión no garantizaba el mejor uso de
los recursos. No se preocupaba por identificar dónde
urgen más y por qué razón, ya sea en servicios públi-
cos, en salud, en educación, en agua. No había una es-
trategia para superar definitivamente los rezagos y
construir para el futuro.

Con ese esquema siempre quedaba la posibilidad de
condicionar la asignación de recursos a la obtención
de votos de legisladores a favor de iniciativas del Eje-
cutivo. Era un ejercicio perverso de la administración
pública, que no se comprometía con toda la población
por igual, sino sólo con los que apoyaban. “Despen-
sas” a cambio de votos al más alto nivel, aunque la de-
cisión del votante, en este caso el legislador, sólo pro-
piciaba más deterioro.

En contraste, muchos de quienes llegaban a solicitar
recursos a la Cámara en los últimos meses del año, re-
gresaban a sus estados, municipios y comunidades con
las manos vacías, frustrados. Muy pocos lograban su
objetivo para que se asignaran recursos para sus pro-
yectos y, como señalamos, eso se debe básicamente a
su relación con el legislador de su distrito y de las ne-
gociaciones de éste o de su grupo parlamentario con la
Secretaría de Hacienda, sin tener, ninguno de los acto-
res participantes en ese proceso, un criterio para eva-
luar las prioridades o la importancia socioeconómica
real de los diferentes proyectos.

También había muchos que llegaban y se regresaban
sin saber si las gestiones que realizaban tendrían algún
resultado positivo, si serían tomadas en cuenta al mo-
mento de consolidar el presupuesto y si, en su tiempo,
podrían ejercer los recursos que habían solicitado.

Era un tortuoso proceso que no tenía un resultado
constructivo, sino que generaba una competencia entre
necesidades no atendidas a fondo y en el que Hacien-
da sólo repartía compresas, soluciones superficiales,
de modo que no hay un esquema de asignación res-
ponsable y el seguimiento de lo que debe y puede ser
una mejor distribución presupuestal de los recursos
públicos.

Propuesta de solución

Por lo anterior, la presente iniciativa tiene el propósito
de fortalecer el programa de registro de proyectos de
inversión pública federal, estatal y municipal, con el
objetivo de contar con un registro de las necesidades
de inversión por sectores, por nivel de gobierno y en
términos de prioridades.

Este registro deberá aportar información que permita
llevar a cabo una mejor planeación del uso de los re-
cursos para inversión pública en los sectores estratégi-
cos de petróleo, electricidad y agua, como ya se en-
cuentra en la Ley Federal de Presupuesto y
Responsabilidad Hacendaria, así como infraestructura
carretera, portuaria, aeroportuaria y de riego. La idea
es que mejore la información y los criterios de deci-
sión en proyectos urbanos y de desarrollo regionales,
en los estados, municipios y alcaldías de la Ciudad de
México. Su publicación deberá permitir evaluar el or-
den de prioridades en la asignación de recursos, así co-
mo ejercerlos con transparencia y eficiencia.
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Para ello se deberá hacer público el diseño de un pa-
drón de proyectos estatales y municipales, que combi-
ne información como:

a) Ubicación geográfica de cada proyecto.

b) Su evaluación, según sea el caso, en lo relativo a
mejora productiva, ganancia competitiva, integra-
ción sectorial, protección o mejora del medio am-
biente, atención a la marginalidad.

c) Costo.

d) Esquema de financiamiento.

e) Participación presupuestal y, en su caso, distribu-
ción de la participación entre público, social y privado.

f) Tiempo de construcción.

g) Porcentaje de avance en el cumplimiento de re-
quisitos para su construcción: técnicos, derechos de
vía, impacto social y económico, así como su cos-
to-beneficio.

h) Proceso de construcción: Tiempo de construc-
ción, etapa y avance en la construcción, conside-
rando el cumplimiento de las metas anuales, según
los plazos de inversión.

i) Evaluación de la operación.

j) Vida útil previsible de las inversiones, señalando
las características físicas de la construcción y creci-
miento esperado de las necesidades de la población
que serán atendidas con dicha inversión.

k) Resultado esperado del proyecto en términos de
beneficios, su eficacia respecto a sus objetivos di-
rectos y evaluación respecto del impacto relativo.
Para ello se puede considerar tiempo de transporte,
facilidad para obtener el suministro del bien o ser-
vicio y su calidad, reducción de costos directos e in-
directos para los usuarios.

l) Operatividad y evolución del uso de los proyec-
tos terminados.

Este padrón permitirá, progresivamente, generar la in-
formación útil para que los legisladores, en cumpli-

miento de sus obligaciones, decidan, basados en infor-
mación sobre los beneficios reales y con antecedentes
históricos de las necesidades, acerca del uso que se de-
be dar a los recursos comprometidos en los proyectos
de inversión presupuestales en beneficio de la produc-
tividad, la competitividad y el bienestar de los ciuda-
danos en el país, en los estados, municipios y alcaldí-
as de la Ciudad de México, aunque en su solicitud
también pueden participar organizaciones civiles.

Como ya sucede a escala federal, dependiendo del sec-
tor al que corresponda –agua, trasporte, energía, edu-
cación, salud–, el seguimiento y actualización se pue-
de realizar por parte de las respectivas Secretarías de
Estado, en coordinación con la Secretaría de Hacienda
y Crédito Público, como lo señala el artículo 109 de la
Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacen-
daria. Y es de esperar que ese seguimiento se haga más
estricto por parte de las instancias legislativas.

En donde se observan deficiencias es en la informa-
ción, la asignación de recursos y seguimiento de los
proyectos de inversión para estados y municipios, así
como las alcaldías de la Ciudad de México.

La propuesta es que las áreas especializada de la Se-
cretaría de Hacienda Comisión y de la Comisión de
Presupuesto y Cuenta Pública puedan recibir en línea
las solicitudes que a su vez reciban las comisiones co-
rrespondientes, y la transferirá a la base de datos que
administra la Secretaría, la cual, después de pasar los
filtros convenientes, será registrada en la base que
opera la propia secretaría.

En ese proceso, con la información básica previamen-
te establecida, el área de la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública hará una revisión preliminar del pro-
yecto y recomendará correcciones o mejoras. En ese
momento lo registrará en la base general, con las ob-
servaciones que hizo, mismas que enviará a la comi-
sión ordinaria correspondiente al tipo de proyecto; al
solicitante también le entregará el comprobante de re-
gistro con las observaciones para que las solvente
oportunamente, tomando en cuenta que ese es un re-
quisito para recibir recursos presupuestales.

El registro también considerará campos para identifi-
car aquéllos proyectos que se ingresen por primera
vez, cuya solicitud esté en proceso de revisión, y para
conocer los requisitos faltantes para lograr el registro
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definitivo y, en su caso, cuál fue la fecha de aproba-
ción. Así se podrá saber a qué proyectos les falta cum-
plir con algún requisito establecido en las reglas de
operación generales que se diseñarán para este propó-
sito, y las específicas de cada ramo administrativo, que
estarán en un campo específico de la base de datos en
el que las áreas involucradas deberán dar su opinión
sobre la propuesta. La estructura del padrón debe per-
mitir conocer las características de cada proyecto y có-
mo se comparan con los otros.

La Secretaría de Hacienda y Crédito Público será res-
ponsable de mantener actualizado el Padrón Nacional
de Proyectos de Inversión, que incluirá cualquier pro-
yecto de inversión que involucre bienes o recursos
presupuestales, en respuesta a solicitudes de gobiernos
estatales, municipales, de las alcaldías o de organiza-
ciones de la sociedad civil registrados por sus promo-
tores.

Respecto al esquema de registro, se establecerán los
requisitos mínimos necesarios para tener un registro
definitivo, como condición para recibir recursos pre-
supuestales para proyectos estatales y municipales o
de las alcaldías de la Ciudad de México. En este ren-
glón, se deberá tomar en cuenta la importancia y la
respuesta a las prioridades que se propongan, para or-
denar su propuesta de asignación. Y también, indepen-
dientemente de la calidad de prioridad que tengan, de-
be establecerse que sólo recibirán recursos los
proyectos que cuenten con el registro completo.

Los proyectos que cumplan esos requisitos pasarán au-
tomáticamente al campo de proyectos completos, en el
que se podrán analizar cada uno de ellos, mediante la
aportación por parte de los estados y municipios de
bienes o recursos para inversión en las obras con re-
cursos del presupuesto de egresos de la federación.

En la asignación de bienes públicos y recursos presu-
puestales sólo se considerarán los proyectos registra-
dos en el padrón hasta antes del 30 de junio de cada
año. No serán un factor a consideración las inversiones
que estados y municipios hayan iniciado con recursos
propios y requieran complemento federal, a menos
que estén debidamente registrados y dicha aportación
haya sido acordada previamente.

La Secretaría de Hacienda informará a la Cámara de
las prioridades del gobierno federal que ejercerá direc-

tamente y, por su parte, los gobiernos estatales y mu-
nicipales, así como las alcaldías de la Ciudad de Mé-
xico, harán lo propio, siempre en referencia a los pro-
yectos que se hayan registrado en el padrón.

Para garantizar la calidad y el registro de los proyectos,
los promoventes, gobiernos estatales, municipales y or-
ganizaciones sociales, contarán, si lo requieren, con
apoyo profesional en los ramos correspondientes en sus
respectivos estados, en la Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública de la Cámara de Diputados o en la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público. Las instancias
públicas de apoyo profesional contarán con certifica-
ción sobre este tema, con el propósito de contar opor-
tunamente con proyectos completos de calidad.

El registro de proyectos estará abierto todo el año en la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público y la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara,
con apoyo de la Subsecretaría de Egresos de la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público. El 30 de junio
concluirá la recepción de proyectos registrados para
ejercerse al siguiente año, con la condición de que
cumplan con todos los requisitos, señalando el ramo
administrativo correspondiente, el orden de priorida-
des y al término harán pública la información conteni-
da en el padrón y su propuesta de prioridades, para
asignar el total de recursos disponibles en orden des-
cendente, lo cual sucederá hasta que se tenga la esti-
mación del monto de recursos a distribuir de esta for-
ma, a principios de noviembre.

A más tardar el 31 de agosto, la Comisión de Presu-
puesto y Cuenta Pública de la Cámara de Diputados,
con apoyo de la Subsecretaría de Egresos de la Secre-
taría de Hacienda y Crédito Público deberán presentar
su propuesta definitiva, estableciendo además de la in-
formación del padrón, el criterio para priorizar, por
segmentos, los proyectos de magnitud estatal y muni-
cipal.

Entre el 1 de septiembre y el 15 de ese mes, la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública de la Cámara de
Diputados con apoyo de la Subsecretaría de Egresos
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, podrán
recibir y analizar las opiniones de quienes, habiendo
cumplido antes del 30 de junio con todos los requisi-
tos establecidos para el registro definitivo en el pa-
drón, consideren que la prioridad de sus proyectos no
fue debidamente evaluado.

Gaceta Parlamentaria Lunes 16 de julio de 201828



En la preparación del Presupuesto de Egresos para el
año fiscal siguiente, la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público considerará el resultado de esa coordina-
ción, especificando los proyectos de inversión que se
atenderán con recursos presupuestales en función de
los ingresos esperados. El padrón que se presente el 31
de agosto será público, además de que se actualizará
constantemente, quedando claro que sólo se incluirán
en el Presupuesto del año siguiente los proyectos que
hayan cumplido con todos los requisitos hasta el 30 de
junio. Considerando que es un trabajo de la Comisión
y de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, sal-
vo observaciones o información adicional que presen-
ten al pleno los integrantes de la Comisión, que pudie-
ran fortalecer o debilitar algún proyecto, el Padrón
será un insumo en la elaboración final del presupues-
to.

Consideramos que parte fundamental de ese esfuerzo
es la calidad de la información y el establecimiento de
criterios que deben ser aprobados por los diputados,
para que la asignación de recursos presupuestales se
haga de manera transparente, en función de dar la me-
jor atención a las necesidades de los diferentes estados
y municipios demandantes.

El padrón será complementario, adicional al padrón de
proyectos de inversión que debe publicar y actualizar
cada mes la Secretaría de Hacienda y Crédito Público,
el cual a partir de esta reforma deberá registrar sólo
aquellos cuya ejecución sea responsabilidad directa,
parcial o total, de las instancias federales en los Pode-
res Ejecutivo, Legislativo y Judicial.

Proponemos las siguientes modificaciones del artículo
34 de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabili-
dad Hacendaria.

Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Ha-
cendaria

Artículo 34. Para la programación de los recursos des-
tinados a programas y proyectos de inversión, las de-
pendencias y entidades deberán observar el siguiente
procedimiento, sujetándose a lo establecido en el Re-
glamento:

I. Contar con un mecanismo de planeación de las
inversiones, en el cual:

a) Se identifiquen los programas y proyectos de
inversión en proceso de realización, así como
aquéllos que se consideren susceptibles de reali-
zar en años futuros;

b) Se establezcan las necesidades de inversión a
corto, mediano y largo plazo, mediante criterios
de evaluación que permitan establecer priorida-
des entre los proyectos.

Los mecanismos de planeación a que hace refe-
rencia esta fracción serán normados y evaluados
por la Secretaría;

II. Presentar a la secretaría la evaluación costo y be-
neficio de los programas y proyectos de inversión
que tengan a su cargo, en donde se muestre que di-
chos programas y proyectos son susceptibles de ge-
nerar, en cada caso, un beneficio social neto bajo
supuestos razonables. La Secretaría, en los términos
que establezca el Reglamento, podrá solicitar a las
dependencias y entidades que dicha evaluación esté
dictaminada por un experto independiente. La eva-
luación no se requerirá en el caso del gasto de in-
versión que se destine a la atención prioritaria e in-
mediata de desastres naturales;

III. Registrar cada programa y proyecto de inver-
sión en la cartera que integra la Secretaría, para lo
cual se deberá presentar la evaluación costo y bene-
ficio correspondiente. Las dependencias y entida-
des deberán mantener actualizada la información
contenida en la cartera. Sólo los programas y pro-
yectos de inversión registrados en la cartera se po-
drán incluir en el proyecto de Presupuesto de Egre-
sos. La Secretaría podrá negar o cancelar el registro
si un programa o proyecto de inversión no cumple
con las disposiciones aplicables, y

IV. Los programas y proyectos registrados en la
cartera de inversión serán analizados por la Comi-
sión Intersecretarial de Gasto Financiamiento, la
cual determinará la prelación para su inclusión en el
proyecto de Presupuesto de Egresos, así como el or-
den de su ejecución, para establecer un orden de los
programas y proyectos de inversión en su conjunto
y maximizar el impacto que puedan tener para in-
crementar el beneficio social, observando principal-
mente los criterios siguientes:
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a) Rentabilidad socioeconómica;

b) Reducción de la pobreza extrema;

c) Desarrollo Regional, y

d) Concurrencia con otros programas y proyec-
tos de inversión.

…

Artículo 109. La información de la cartera de progra-
mas y proyectos de inversión, así como la relativa a los
análisis costo y beneficio, a que se refiere el artículo
34 de esta ley, se pondrá a disposición del público en
general a través de medios electrónicos, con excepción
de aquélla que, por su naturaleza, la dependencia o en-
tidad considere como reservada. En todo caso, se ob-
servarán las disposiciones contenidas en la Ley Fede-
ral de Transparencia y Acceso a la Información
Pública Gubernamental.

La secretaría emitirá las reglas de carácter general
para el manejo de información de los activos finan-
cieros disponibles de las dependencias y entidades de
la administración pública federal. El órgano interno
de control de cada dependencia o entidad será el en-
cargado de vigilar que se cumpla con las reglas seña-
ladas.

Propuesta de decreto por el que se reforma el artí-
culo 109 y se adiciona un inciso B al artículo 34 de
la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad
Hacendaria, para quedar como sigue:

Artículo 34. Para la programación de los recursos
destinados a programas y proyectos de inversión, la
Secretaría administrará dos padrones distintos:
A. La cartera de programas y proyectos de inver-
sión que promueven, programan, acuerdan, eje-
cutan, contratan, asignan o concesionan directa-
mente las dependencias y entidades del gobierno
federal y, B. El padrón de los programas y pro-
yectos de inversión que con recursos presupuesta-
les, incluyendo aportaciones y participaciones,
promueven y gestionan para llevar a cabo o con-
tratar las entidades, municipios y alcaldías de la
Ciudad de México, que acepten participar en este
esquema.

A. Para ser incluidos en el padrón que registra la
cartera de programas y proyectos de inversión de las
dependencias y entidades federales deberán observar
el siguiente procedimiento, sujetándose a lo estableci-
do en el reglamento:

I. a IV. …

B. Para el registro y seguimiento de los proyectos
de inversión de alcance estatal o municipal, organi-
zará el Padrón Nacional de Proyectos de Inversión
Estatales, Municipales y de las Alcaldías de la Ciu-
dad de México.

I. Éste deberá ser un instrumento de informa-
ción que permita planificar las inversiones que
se realicen con respaldo de recursos federales en
entidades, municipios y alcaldías de la Ciudad de
México. Su publicación deberá permitir evaluar
el respeto del orden de prioridades en la asigna-
ción de recursos para inversión por parte de la
federación.

II. Deberá contener

a) Costo total y monto de recursos a ejercer
cada año; sector y ramo administrativo co-
rrespondiente; dependencia, institución o
persona física o moral responsable de des-
arrollarlo; ubicación de cada proyecto, su si-
tuación e impacto social y económico, así co-
mo su costo-beneficio;

b) A partir de los informes que deben presen-
tar los beneficiarios, establecer avance en la
construcción, la transparencia y eficiencia en
la aplicación de los recursos, considerando el
cumplimiento de las metas anuales, según los
plazos de inversión.

c) Resultados del proyecto, su eficacia respec-
to a sus objetivos directos y evaluación res-
pecto del impacto esperado. La vida útil pre-
visible de las inversiones, señalando las
necesidades de la población que serán atendi-
das con dicha inversión.

d) Esquema de financiamiento, participación
presupuestal, y, en su caso, distribución de la
participación entre público y privado
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e) Sector o ramo administrativo al que co-
rresponde el proyecto de inversión y opinión
del área correspondiente.

f) Criterios de prioridades, con información
sobre población beneficiada, condiciones de
vida, entorno, vinculación con otras inversio-
nes, así como su importancia estatal o regio-
nal. 

Los mecanismos de planeación a que hace re-
ferencia esta fracción serán normados y eva-
luados por la Secretaría;

III. En el proceso de registro la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público contará con el apoyo de
la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de
la Cámara de Diputados.

IV. El registro definitivo en el Padrón es condi-
ción sin la cual no se les podrán asignar recursos
presupuestales de carácter federal. Los proyec-
tos que no tengan el registro definitivo antes del
30 de junio no se deberán considerar para el pre-
supuesto de egresos de la federación del año si-
guiente. Los proyectos que no reciban asignación
de recursos no se eliminarán del padrón y po-
drán ser mejorados o no, pero si se podrán con-
siderar para que se les asignen recursos en el
ejercicio siguiente.

V. El Padrón Nacional de Proyectos de Inversión
Estatales, Municipales y de las Alcaldías de la
Ciudad de México, deberá permitir a la Comi-
sión de Presupuesto y Cuenta Pública definir en
función de las prioridades los proyectos que de-
berán recibir recursos.

VI. El 1 de septiembre se darán  conocer los pro-
yectos que, habiendo cubierto los requisitos y el
criterio de prioridad, podrán recibir recursos del
presupuesto el año siguiente.

VII. Entre el 1 de septiembre y el día 15 de ese
mes, la Subsecretaría de Egresos de la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público en coordinación
con la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca de la Cámara de Diputados, podrán recibir y
analizar las opiniones de quienes, habiendo cum-
plido antes del 30 de junio con todos los requisi-

tos establecidos para el registro definitivo en el
padrón, consideren que la prioridad de sus pro-
yectos no fue debidamente evaluado. A más tar-
dar el 31 de agosto, la Subsecretaría de Egresos
de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público
en coordinación con el área especializada de la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la
Cámara de Diputados deberán presentar su pro-
puesta definitiva, estableciendo además de la in-
formación del padrón, el criterio para priorizar,
por segmentos, los proyectos de magnitud estatal
y municipal.

En la preparación del Presupuesto de Egresos
para el año fiscal siguiente, la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público considerará el resulta-
do de esa coordinación, especificando los proyec-
tos de inversión que se atenderán con recursos
presupuestales en función de los ingresos espera-
dos. La Comisión de Presupuesto y Cuenta Pú-
blica de la Cámara de Diputados deberá conocer
y analizar la propuesta que se presente el 31 de
agosto, porque salvo observaciones o informa-
ción adicional que presenten al pleno los inte-
grantes de la Comisión, que pudieran fortalecer
o debilitar algún proyecto, el Padrón será un in-
sumo definitivo en la elaboración final del presu-
puesto.

Artículo 109. La información de la cartera de progra-
mas y proyectos de inversión de las dependencias y
entidades federales y del Padrón Nacional de Pro-
yectos de Inversión Estatales, Municipales y de las
Alcaldías de la Ciudad de México, así como la rela-
tiva a los análisis costo y beneficio, a que se refiere el
artículo 34 de esta ley, se pondrá a disposición del pú-
blico en general a través de medios electrónicos, con
excepción de aquélla que, por su naturaleza, la depen-
dencia o entidad considere como reservada. En todo
caso, se observarán las disposiciones contenidas en la
Ley General de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública.

…

Asimismo, para las dos carteras de inversión, la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito incorporará evaluacio-
nes costo-beneficio en el corto y largo plazo, tomando
en cuenta el impacto que tiene la falta o la insuficien-
cia de servicios o el uso de esquemas con participación
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privada, el costo social, contra el costo financiero de
atender esas necesidades. En todo caso, la decisión
que se adopte, deberá justificarse en el informe corres-
pondiente.

La información actualizada con cifras de cierre de
cuenta pública, correspondiente a este artículo, por
proyecto, estará disponible para su consulta, en la pá-
gina web de la Secretaría, en la que se deberá señalar
porcentaje de avance, recursos invertidos y faltantes,
así como la fecha de inicio y de conclusión.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Para efectos del presupuesto del ejercicio
2020, la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de
la Cámara de Diputados deberá aprobar el procedi-
miento de participación de las comisiones ordinarias
en el examen y discusión del proyecto de presupuesto
de egresos de la federación para el ejercicio fiscal
2020, así como la apertura del Padrón Nacional de
Proyectos de Inversión Estatales, Municipales y de
las Alcaldías de la Ciudad de México para el regis-
tro de los proyectos para el ejercicio fiscal 2020.

Tercero. la Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca de la Cámara de Diputados deberá aprobar el pro-
cedimiento de participación de las comisiones ordina-
rias en el examen y discusión del proyecto de
presupuesto de egresos de la federación para el ejerci-
cio fiscal 2019, tomando en cuenta las solicitudes pro-
puestas por los legisladores y la sociedad para el ejer-
cicio fiscal 2019, a más tardar el 15 de octubre del
2018, para efectos de las modificaciones pertinentes al
proyecto de presupuesto atendiendo a dichas solicitu-
des de recursos de estados, ayuntamientos de los esta-
dos y de las delegaciones de la Ciudad de México.

Consideramos que el Padrón Nacional de Proyectos de
Inversión Estatales, Municipales y de las Alcaldías de
la Ciudad de México puede ser una solución al esque-
ma que opera actualmente, en el que sólo hasta algu-
nas semanas antes de la aprobación del Presupuesto
los Diputados cuentan con alguna idea de lo que van a
aprobar para inversión en las entidades federativas,
municipios y alcaldías de la Ciudad de México.

Por lo expuesto se somete a consideración la siguiente
iniciativa con proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 109 y se
adiciona un inciso B al 34 de la Ley Federal de Pre-
supuesto y Responsabilidad Hacendaria

Artículo 34. Para la programación de los recursos des-
tinados a programas y proyectos de inversión, la Se-
cretaría administrará dos padrones distintos: A. La car-
tera de programas y proyectos de inversión que
promueven, programan, acuerdan, ejecutan, contratan,
asignan o concesionan directamente las dependencias y
entidades del gobierno federal y, B. El padrón de los
programas y proyectos de inversión que con recursos
presupuestales, incluyendo aportaciones y participacio-
nes, promueven y gestionan para llevar a cabo o con-
tratar las entidades, municipios y alcaldías de la Ciudad
de México, que acepten participar en este esquema.

A. Para ser incluidos en el padrón que registra la car-
tera de programas y proyectos de inversión de las de-
pendencias y entidades federales deberán observar el
siguiente procedimiento, sujetándose a lo establecido
en el reglamento:

I. a IV. …

B. Para el registro y seguimiento de los proyectos
de inversión de alcance estatal o municipal, organi-
zará el Padrón Nacional de Proyectos de Inversión
Estatales, Municipales y de las Alcaldías de la Ciu-
dad de México.

I. Éste deberá ser un instrumento de información
que permita planificar las inversiones que se reali-
cen con respaldo de recursos federales en entidades,
municipios y alcaldías de la Ciudad de México. Su
publicación deberá permitir evaluar el respeto del
orden de prioridades en la asignación de recursos
para inversión por parte de la federación.

II. Deberá contener

a) Costo total y monto de recursos a ejercer ca-
da año; sector y ramo administrativo correspon-
diente; dependencia, institución o persona física
o moral responsable de desarrollarlo; ubicación
de cada proyecto, su situación e impacto social y
económico, así como su costo-beneficio;
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b) A partir de los informes que deben presentar
los beneficiarios, establecer avance en la cons-
trucción, la transparencia y eficiencia en la apli-
cación de los recursos, considerando el cumpli-
miento de las metas anuales, según los plazos de
inversión.

c) Resultados del proyecto, su eficacia respecto
a sus objetivos directos y evaluación respecto
del impacto esperado. La vida útil previsible de
las inversiones, señalando las necesidades de la
población que serán atendidas con dicha inver-
sión.

d) Esquema de financiamiento, participación
presupuestal, y, en su caso, distribución de la
participación entre público y privado

e) Sector o ramo administrativo al que corres-
ponde el proyecto de inversión y opinión del
área correspondiente.

f) Criterios de prioridades, con información so-
bre población beneficiada, condiciones de vida,
entorno, vinculación con otras inversiones, así
como su importancia estatal o regional.

Los mecanismos de planeación a que hace referen-
cia esta fracción serán normados y evaluados por la
secretaría;

III. En el proceso de registro la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público contará con el apoyo de la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la
Cámara de Diputados.

IV. El registro definitivo en el Padrón es condición
sin la cual no se les podrán asignar recursos presu-
puestales de carácter federal. Los proyectos que no
tengan el registro definitivo antes del 30 de junio no
se deberán considerar para el presupuesto de egre-
sos de la federación del año siguiente. Los proyec-
tos que no reciban asignación de recursos no se eli-
minarán del padrón y podrán ser mejorados o no,
pero si se podrán considerar para que se les asignen
recursos en el ejercicio siguiente.

V. El Padrón Nacional de Proyectos de Inversión
Estatales, Municipales y de las Alcaldías de la Ciu-
dad de México, deberá permitir a la Comisión de

Presupuesto y Cuenta Pública definir en función de
las prioridades los proyectos que deberán recibir re-
cursos.

VI. El 1 de septiembre se darán  conocer los pro-
yectos que, habiendo cubierto los requisitos y el cri-
terio de prioridad, podrán recibir recursos del pre-
supuesto el año siguiente.

VII. Entre el 1 de septiembre y el 15 de ese mes, la
Subsecretaría de Egresos de la Secretaría de Ha-
cienda y Crédito Público en coordinación con la
Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de la
Cámara de Diputados, podrán recibir y analizar las
opiniones de quienes, habiendo cumplido antes del
30 de junio con todos los requisitos establecidos pa-
ra el registro definitivo en el padrón, consideren que
la prioridad de sus proyectos no fue debidamente
evaluado. A más tardar el 31 de agosto, la Subse-
cretaría de Egresos de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público en coordinación con el área espe-
cializada de la Comisión de Presupuesto y Cuenta
Pública de la Cámara de Diputados deberán presen-
tar su propuesta definitiva, estableciendo además de
la información del padrón, el criterio para priorizar,
por segmentos, los proyectos de magnitud estatal y
municipal.

En la preparación del Presupuesto de Egresos para el
año fiscal siguiente, la Secretaría de Hacienda y Cré-
dito Público considerará el resultado de esa coordina-
ción, especificando los proyectos de inversión que se
atenderán con recursos presupuestales en función de
los ingresos esperados. La Comisión de Presupuesto y
Cuenta Pública de la Cámara de Diputados deberá co-
nocer y analizar la propuesta que se presente el 31 de
agosto, porque salvo observaciones o información adi-
cional que presenten al pleno los integrantes de la Co-
misión, que pudieran fortalecer o debilitar algún pro-
yecto, el Padrón será un insumo vinculatorio en la
elaboración final del presupuesto.

Artículo 109. La información de la cartera de progra-
mas y proyectos de inversión de las dependencias y
entidades federales y del Padrón Nacional de Proyec-
tos de Inversión Estatales, Municipales y de las Alcal-
días de la Ciudad de México, así como la relativa a los
análisis costo y beneficio, a que se refiere el artículo
34 de esta ley, se pondrá a disposición del público en
general a través de medios electrónicos, con excepción

Lunes 16 de julio de 2018 Gaceta Parlamentaria33



de aquélla que, por su naturaleza, la dependencia o en-
tidad considere como reservada. En todo caso, se ob-
servarán las disposiciones contenidas en la Ley Gene-
ral de Transparencia y Acceso a la Información
Pública.

…

Asimismo, para las dos carteras de inversión, la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito incorporará evaluacio-
nes costo-beneficio en el corto y largo plazo, tomando
en cuenta el impacto que tiene la falta o la insuficien-
cia de servicios o el uso de esquemas con participación
privada, el costo social, contra el costo financiero de
atender esas necesidades. En todo caso, la decisión
que se adopte, deberá justificarse en el informe corres-
pondiente.

La información actualizada con cifras de cierre de
cuenta pública, correspondiente a este artículo, por
proyecto, estará disponible para su consulta, en la pá-
gina web de la secretaría, en la que se deberá señalar
porcentaje de avance, recursos invertidos y faltantes,
así como la fecha de inicio y de conclusión.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Para efectos del presupuesto del ejercicio
2020, la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública de
la Cámara de Diputados deberá aprobar el procedi-
miento de participación de las comisiones ordinarias
en el examen y discusión del proyecto de presupuesto
de egresos de la federación para el ejercicio fiscal
2020, así como la apertura del Padrón Nacional de
Proyectos de Inversión Estatales, Municipales y de las
Alcaldías de la Ciudad de México para el registro de
los proyectos para el ejercicio fiscal 2020.

Tercero. La Comisión de Presupuesto y Cuenta Públi-
ca de la Cámara de Diputados deberá aprobar el pro-
cedimiento de participación de las comisiones ordina-
rias en el examen y discusión del proyecto de
presupuesto de egresos de la federación para el ejerci-
cio fiscal 2019, tomando en cuenta las solicitudes pro-
puestas por los legisladores y la sociedad para el ejer-
cicio fiscal 2019, a más tardar el 15 de octubre del

2018, para efectos de las modificaciones pertinentes al
proyecto de presupuesto atendiendo a dichas solicitu-
des de recursos de estados, ayuntamientos de los esta-
dos y de las delegaciones de la Ciudad de México.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente, 
a 11 de julio de 2018.

Diputados: Juan Romero Tenorio (rúbrica) y Alicia Barrientos

Pantoja.

(Turnada a la Comisión de Presupuesto y Cuenta Pública. Julio 11

de 2018.)

QUE REFORMA Y ADICIONA UN PÁRRAFO A LA LEY GENE-
RAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS, PRESEN-
TADA POR EL DIPUTADO JORGE LÓPEZ MARTÍN, DEL GRU-
PO PARLAMENTARIO DEL PAN, EN LA SESIÓN DE LA

COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 11 DE JULIO DE

2018

El que suscribe, Jorge López Martín, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional en
la Cámara de Diputados de la LXIII Legislatura del
Congreso de la Unión, con fundamento en los artícu-
los 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos; y 6, numeral 1, fracción I,
77, numeral 1, 78, 102, numeral 2, y demás aplicables
del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a
consideración del pleno de la Comisión Permanente
del Congreso de la Unión la presente iniciativa con
proyecto de decreto, por el que se reforma y adiciona
un párrafo a la Ley General De Responsabilidades Ad-
ministrativas
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Planteamiento del problema

La actual Constitución establece en el artículo 108 que
los servidores públicos son los representantes de elec-
ción popular, a los miembros del Poder Judicial de la
Federación, los funcionarios y empleados, y, en gene-
ral toda persona que desempeñe un empleo, cargo o
comisión de cualquier naturaleza en la administración
pública federal.

El artículo 2o. de la ley Federal de Responsabilidades
de los Servidores Públicos establece que son sujetos
de ella los servidores públicos mencionados en el pá-
rrafo primero y el tercero del artículo 108 constitucio-
nal y todas las personas que manejen o apliquen re-
cursos económicos federales. Además, en las
constituciones de los estados precisarán, para efectos
de sus responsabilidades, el carácter de servidores pú-
blicos de quienes desempeñen empleo, cargo o comi-
sión en los estados y municipios.

Para comprender lo que es un servidor público, la doc-
trina ha dado diferentes concepciones de este mismo
término, pero todas nos llevan al mismo resultado,
aclarando que el término servidor público va más allá
que decir “funcionario”, “empleado” u otros, pues se
refiere no sólo a éstos: acoge a cualquier persona a la
que el Estado le haya conferido un cargo o una comi-
sión de cualquier índole, entre los que se ubicarían los
individuos que hayan sido designados como funciona-
rios electorales, o bien para contribuir al levantamien-
to de los censos, entre otros. Además, es el término uti-
lizado en la Constitución federal.

Exposición de Motivos

Para desarrollar con mayor presión el proyecto en
cuestión es necesario tener en cuenta la naturaleza ju-
rídica de los siguientes términos:

Servidor público. Toda persona física que realiza una
función pública de cualquier naturaleza. Aquí es im-
portante atender a lo establecido en las constituciones
tanto Federal como las locales.

El funcionario público es un servidor del Estado, de-
signado por disposición de la ley, por elección popular
o por nombramiento de autoridad competente, para
ocupar grados superiores de la estructura orgánica y
para asumir funciones de representatividad, iniciativa,

decisión y mando. Este concepto que se sustenta en el
criterio de jerarquía y potestad pública que da origen
al carácter de autoridad que reviste a los funcionarios
públicos para distinguirlos de los demás empleados y
personas que prestan sus servicios al Estado, bajo cir-
cunstancias opuestas, es decir, ejecutan ordenes de la
superioridad, y no tiene representatividad del órgano
al que están adscritos.

Empleados públicos. Órganos personales de la activi-
dad administrativa, efecto a un servidor público deter-
minado, en cuya realización participa, con carácter
permanente y profesional, mediante una retribución
(sueldo).

Considero que también es importante que tengamos
claro que empleo es la acción y efecto de “emplear.//
Ocupación, oficio, profesión”.

Cargo. Función, oficio, empleo o dignidad.

Comisión. Encargo conferido a una persona por
otra para que realice una o varias cosas o uno o va-
rios servicios //. Persona o personas investidas de la
facultad de realizar alguna gestión o trabajo de ca-
rácter público o privado.

Atendiendo a lo establecido en el artículo 5o., donde
se hace referencia al artículo 110 de la Carta Magna,
entendemos que son sujetos de juicio político los ser-
vidores públicos que en él se mencionan. Los gober-
nadores, los diputados a las legislaturas locales y los
magistrados de los tribunales superiores de justicia lo-
cales podrán ser sujetos de juicio político por viola-
ciones graves a la Constitución General de la Repúbli-
ca, a las leyes federales que de ella emanen, así como
por el manejo indebido de fondos y recursos federales.

En noticias recientes hemos visto que algunos servi-
dores públicos hacen mal uso de los fondos y recursos
federales, sin embargo, no se han hecho investigacio-
nes pertinentes en donde hemos visto helicópteros y
aviones que han sido utilizados para fines distintos de
los que en un principio fueron adquiridos. Por ello se
menciona lo siguiente:

El senador Emilio Gamboa Patrón fue captado subien-
do a un helicóptero de la Fuerza Aérea Mexicana en el
Campo Marte, la matrícula de dicha aeronave es XC-
LNR, el cual es uno de los 11 helicópteros de la Coor-
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dinación General de Transportes Aéreos Presidencia-
les, dependiente del Estado Mayor. Además de que
producto de este abuso se tuvieron que interrumpir la
práctica de las concursantes a un campeonato Mundial
de Arquería.

En otra ocasión, este senador, acompañado de Guiller-
mo Ruiz Teresa, quien fuera funcionario en la Secreta-
ría de Comunicaciones y Transportes, y el presidente de
Grupo Dicas, Emilio Díaz Castellanos, aterrizaron en
una de las zonas protegidas tras recibir una invitación de
Díaz Castellanos a un paseo en helicóptero y en yate 

Otro de los eventos fue el de David Korenfeld, quien
fuera titular de la Conagua: utilizó como “taxi” heli-
cópteros oficiales para un viaje con la familia, lo que
ocasionara que renunciase al cargo.

Uno de los hijos de Andrés Granier Melo, gobernador
de Tabasco, también estuvo involucrado en el mal uso
de los recursos: Fabián Granier, junto con quien fuera
su novia, Fabiola Castro, utilizó un avión propiedad
del gobierno.

Hay gran número de referencias al respecto, estas son
solo por mencionar algunas. Por ello es claro que cier-
tos funcionarios públicos aprovechan los recursos de
formas que no son apropiadas y se dan lujos que no de-
berían, ya que estos se mantienen de los distintos im-
puestos que pagan nuestros ciudadanos, por otro lado,
sabemos que también son gastos exagerados y no ne-
cesarios por ejemplo los vehículos en los que se trans-
portan tanto terrestres como aéreos.

Dadas las razones anteriores es importante que tomemos
medidas para evitar gastos innecesarios, atender a la aus-
teridad y contar con lo necesario para poder realizar las
funciones que como servidores públicos se tienen.

Por lo expuesto y fundado someto a consideración del
pleno de la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión el siguiente proyecto de

Decreto por el que se adiciona un párrafo al artícu-
lo 54 de la Ley General de Responsabilidades Ad-
ministrativas

Único. Se adiciona un párrafo al artículo 54 de la Ley
General de Responsabilidades Administrativas para
quedar como sigue:

Artículo 54. …

Así como aquel servidor público que utilice automóvi-
les con un valor superior a los trescientos mil pesos
M/N y que utilice vuelos privados para el ejercicio de
sus funciones.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Sede de la Comisión Permanente, 
a 11 de julio de 2018.

Diputado Jorge López Martín (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Transparencia y Anticorrupción. Julio

11 de 2018.)

QUE DEROGA EL ARTÍCULO 37 DE LA LEY DEL INSTITUTO

DEL FONDO NACIONAL DE LA VIVIENDA PARA LOS TRA-
BAJADORES, SUSCRITA POR LOS DIPUTADOS ROBERTO

ALEJANDRO CAÑEDO JIMÉNEZ, VIRGILIO DANTE CABA-
LLERO PEDRAZA Y ALICIA BARRIENTOS PANTOJA, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DE MORENA, Y RECIBIDA EN LA

SESIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES

11 DE JULIO DE 2018

El proponente, Roberto Alejandro Cañedo Jiménez, y
los suscritos, Alicia Barrientos Pantoja y Virgilio Dan-
te Caballero, integrantes de la LXIII Legislatura del
Congreso de la Unión y del Grupo Parlamentario Mo-
rena, con fundamento en los artículos 71, fracción II,
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de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, y 55, fracción II, del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someten a consideración de esta
soberanía iniciativa con proyecto de decreto que dero-
ga el artículo 37 de la Ley del Instituto del Fondo Na-
cional de la Vivienda para los Trabajadores (Infona-
vit), al tenor de la siguiente

Exposición de Motivos

Contra lo que muchos pueden creer, la justicia y las
prestaciones sociales que el Estado otorga a la pobla-
ción no son una dádiva o una regalía: se trata de un de-
recho fundamental y una de las más grandes responsa-
bilidades, insoslayable para cualquier gobierno.

El país, a principios del siglo XX, estableció la seguri-
dad y prestaciones sociales de manera implícita en el
artículo 123 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

En el espectro de la seguridad social encontrarnos ser-
vicios de salud, el pago de pensiones al término de la
actividad productiva, el acceso a créditos para la vi-
vienda y otros derechos para el trabajador.

La Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos establece en el artículo 123, Apartado A, frac-
ción XII:

Toda empresa agrícola, industrial, minera o de cual-
quier otra clase de trabajo, estará obligada, según lo
determinen las leyes reglamentarias, a proporcionar a
los trabajadores habitaciones cómodas e higiénicas.
Esta obligación se cumplirá mediante las aportaciones
que las empresas hagan a un fondo nacional de la vi-
vienda a fin de constituir depósitos en favor de sus tra-
bajadores y establecer un sistema de financiamiento
que permita otorgar a éstos crédito barato y suficiente
para que adquieran en propiedad tales habitaciones.

Con base en lo anterior debe resaltarse una cuestión
fundamental: la Carta Magna pone especial énfasis en
que los créditos otorgados a los trabajadores, a través
del organismo que se cree a partir de la expedición de
la ley que administre los recursos del Fondo Nacional
de la Vivienda, deben tener carácter de “utilidad so-
cial”, y en ningún momento perseguirán fines de lucro.

Sin embargo, este precepto es violado por el artículo
37 de la Ley del Infonavit, pues tal artículo establece:

El derecho del trabajador y, en su caso, de los benefi-
ciarios, a recibir los recursos de la subcuenta de vi-
vienda en los términos descritos en el artículo 40, pres-
cribe a favor del Fondo Nacional de la Vivienda a los
diez años de que sean exigibles.

Esto es una expropiación injusta que el Infonavit ejer-
ce contra los trabajadores o, en su caso, contra sus be-
neficiarios, al término de diez años de ser exigible el
fondo de la subcuenta de vivienda.

Ello no debería ser así, pues en la mayoría de los ca-
sos la gente que tiene derecho a este tipo de recursos
no está bien informada del tiempo con el que cuenta
para retirar su dinero; asimismo, resulta una acción
abusiva que el instituto se quede con el dinero que el
propio trabajador ahorra; no hay razón alguna que sus-
tente tal proceder ya que actuando de esta manera no
se respeta la seguridad social.

Es decir, los recursos de la subcuenta de vivienda de-
berían ser permanentes para los trabajadores y, en su
caso, para sus beneficiarios, porque son producto de
los ahorros que se obtuvieron durante la vida laboral;
en dado caso únicamente deberían pasar a manos del
Infonavit cuando el trabajador muera y éste no tenga
beneficiario alguno al cual heredárselos.

Si la redacción del artículo 37 de la Ley del Instituto
del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabaja-
dores permanece como hasta el momento, estaremos
solapando el abuso de autoridad, pues es la más clara
expresión y la prueba más fiel del descaro y arbitrarie-
dad que caracteriza a esta normatividad, con la com-
plicidad gubernamental, lo cual resulta inaceptable ya
que el trabajador está generando ingresos que no le de-
ben ser arrebatados.

Recordemos que la Constitución Política ordena en el
artículo 14 como una de las garantías fundamentales
para la seguridad jurídica de todo individuo: “Nadie
podrá ser privado de la libertad o de sus propiedades,
posesiones o derechos, sino mediante juicio seguido
ante los tribunales previamente establecidos, en el que
se cumplan las formalidades esenciales del procedi-
miento y conforme a las leyes expedidas con anterio-
ridad al hecho”.
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Sin embargo, en abierta violación de esta garantía in-
dividual, el multirreferido artículo 37 de la Ley del In-
fonavit autoriza que después de una década los recur-
sos de la subcuenta de vivienda pasarán a ser parte del
Fondo Nacional de la Vivienda.

Por lo mismo proponemos derogar este artículo tan le-
sivo para la clase trabajadora; ello lo hacemos porque
sólo en la justicia social, como se desprende de la De-
claración Universal de los Derechos Humanos, puede
florecer una paz social duradera.

El destino y origen de estos recursos no deben ser la
ganancia y el lucro descarnado, antípodas de la
esencia y objetivo de la seguridad social, prohibidos
por el artículo 123 constitucional, así como por los
convenios de la Organización Internacional del Tra-
bajo.

Derivado de lo anterior someto a consideración de la
Comisión Permanente el siguiente proyecto de

Decreto por el que se deroga el artículo 37 de la Ley
del Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda de
los Trabajadores

Único. Se deroga el artículo 37 de la Ley del Institu-
to del Fondo Nacional de la Vivienda de los Trabaja-
dores, para quedar como sigue:

Artículo 37. El derecho del trabajador y, en su caso,
de los beneficiarios, a recibir los recursos de la sub-
cuenta de vivienda en los términos descritos en el artí-
culo 40, prescribe a favor del fondo nacional de la vi-
vienda a los diez años de que sean exigibles.

Texto vigente

Artículo 37. El derecho del trabajador y, en su ca-
so, de los beneficiarios, a recibir los recursos de la
subcuenta de vivienda en los términos descritos
en el artículo 40, prescribe a favor del fondo na-
cional de la vivienda a los diez años de que sean
exigibles.

Texto propuesto

Artículo 37. Se deroga.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. Las personas que se encuentren en el su-
puesto del artículo que se deroga, tendrán un plazo no
mayor a 1 año contados a partir de la entrada en vigor
del presente decreto, para solicitar al instituto el rein-
tegro de la subcuenta.

Sede de la Comisión Permanente,
a 11 de julio de 2018.

Diputado Roberto Alejandro Cañedo Jiménez (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Vivienda. Julio 11 de 2018.)

QUE REFORMA EL ARTÍCULO 7O. DE LA CONSTITUCIÓN

POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, RECIBI-
DA DE LA DIPUTADA HILDA MIRANDA MIRANDA, DEL

GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD, EN LA SESIÓN DE LA

COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 11 DE JULIO DE

2018

Con fundamento en los artículos 71, fracción II, 78 y
135 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, y el artículo 55, fracción II, la suscrita, di-
putada Hilda Miranda Miranda, integrante del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Democrá-
tica en la LXII Legislatura de la Cámara de Diputados,
presenta ante esta asamblea iniciativa que contiene
proyecto de decreto por el que se adicionan un tercer y
cuarto párrafo al artículo 7o. de la Constitución Políti-
ca de los Estados Unidos Mexicanos.
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Exposición de Motivos

El artículo 7o. de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos plasma una de las libertades
esenciales de las personas en sociedad, históricamente
conocida como la libertad de imprenta. Actualmente
ya no sólo es una libertad fundamental, ni una garan-
tía constitucional, sino que se concibe como una parte
esencial de los derechos humanos; así está plasmada
en la Constitución Política. Obviamente, en la actuali-
dad ya no sólo se trata de la libertad de imprenta, sino
que se define en la Carta Magna como el derecho in-
violable de difundir libremente opiniones, informa-
ción e ideas, a través de cualquier medio.

Sin embargo, el órgano difusor de los documentos ofi-
ciales, léase reformas constitucionales, leyes y regla-
mentos, se encuentra bajo la tutela del Poder Ejecuti-
vo. Efectivamente, el Diario Oficial de la Federación,
que fue y sigue siendo la imprenta oficial del Estado
mexicano, está resguardado en uno de los Poderes de
la Unión, que es el Ejecutivo, y en particular, como
una dependencia de la Secretaría de Gobernación.

Todavía hoy, el Diario Oficial es controlado y admi-
nistrado por el Ejecutivo, el cual mantiene una capaci-
dad discrecional para demorar, a conveniencia, las pu-
blicaciones de ciertos ordenamientos, conculcando
injustamente los preceptos esenciales establecidos en
los artículos 7o. y 72 constitucionales.

El presidente de la República tiene la facultad de pro-
mulgar las leyes y los decretos de reforma que aprue-
ba el legislativo, establecida en la fracción primera del
artículo 89 de la Carta Magna, y tiene la facultad de
observar las leyes o decretos de acuerdo a lo estable-
cido en el artículo 72 constitucional.

El presidente ha tenido la facultad de vetar cualquier
ley o decreto, no sólo haciendo las observaciones en
tiempo y forma, sino que haciendo uso de una facultad
“metaconstitucional”; es decir, que las leyes o decretos
que le resultaban incómodos simplemente se los guar-
daba en el cajón, o, como se conoció coloquialmente
esta mala práctica durante décadas, se los guardaba en
el “bolsillo”. El conocido “veto de bolsillo” fue supe-
rado hace algunos años, cuando el Constituyente Per-
manente concretó una trascendente reforma al artículo
72, estableciendo que, si el presidente no observaba la
ley o el decreto en cuestión, dentro de los treinta días

naturales siguientes a su recepción, se entendería que
el presidente no tuvo observación alguna y entonces,
el Ejecutivo tendría diez días naturales para promulgar
y publicar la ley o decreto.

El presidente quedó obligado a promulgar y a ordenar
la publicación, es decir, ya no puede guardarse la ley o
la reforma en el “bolsillo”. Más aún, el Constituyente
Permanente disipó cualquier duda al respecto al plas-
mar en ese Apartado B del artículo 72 en comento lo si-
guiente: “transcurrido este segundo plazo -el de los
diez días para que el Ejecutivo ordene la publicación de
la ley o decreto en el Diario Oficial- la ley o decreto se-
rá considerado promulgado y el presidente de la Cáma-
ra de origen ordenará dentro de los diez días naturales
siguientes su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración, sin que se requiera refrendo. Los plazos a que
se refiere esta fracción no se interrumpirán si el Con-
greso cierra o suspende sus sesiones, en cuyo caso la
devolución deberá hacerse a la Comisión Permanente.”

Queda claro que, en el supuesto de que el Ejecutivo
sea omiso con sus plazos para observar, promulgar y
publicar una ley o decreto, la propia Constitución Je
suspende - para tal caso- la facultad establecida en la
fracción primera del artículo 89 de la Constitución y
activa un procedimiento de contrapeso esencial -entre
Poderes- confiriendo tal facultad al presidente de la
Cámara de origen de la ley o decreto con reforma al
ordenamiento del cual se trate. Por lo tanto, es el pre-
sidente de la Cámara de origen el que tiene la facultad
constitucional plena de ordenar la publicación de la
ley o decreto al Diario Oficial de la Federación.

Sin embargo, el hecho de que la oficina del Diario Ofi-
cial de la Federación, que tiene por encargo publicar
por un lado las reformas constitucionales, las leyes y
decretos; y también tiene que publicar los reglamentos
no sólo del Ejecutivo, sino los reglamentos, acuerdos,
órdenes, circulares de los tres Poderes de la Unión, de
los órganos desconcentrados y de los organismos au-
tónomos del Estado, esté supeditada a la Secretaría de
Gobernación y por tanto al Poder Ejecutivo, y en par-
ticular al secretario de la dependencia y al presidente
de la República, es una reminiscencia de un esquema
del pasado que debemos de superar con urgencia.

Aún hoy el titular del Diario Oficial de la Federación
tiene una conducta de subordinación absoluta con res-
pecto al secretario de Gobernación y al presidente de
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la República, lo cual compromete el acatamiento a una
orden de un poder diverso al Ejecutivo, en este caso, al
del presidente de la Cámara de Origen de la ley o el
decreto para que ésta se publique, una vez que el Eje-
cutivo no haya ejercido su facultad constitucional es-
tablecida en el artículo 89 en los plazos que marca la
disposición del artículo 72 de la Constitución Política.

El Ejecutivo, al tener bajo su mando al Diario Oficial
de la Federación, y al no ordenar la publicación de una
ley o decreto y al presionar para que no se acate una
orden del presidente de la Cámara de origen de tal or-
denamiento, lesiona el derecho y la garantía constitu-
cional consagrada en el artículo 7o., ya que conculca
la libertad de difusión y la obligación jurídica de la pu-
blicación de un ordenamiento legal que atañe a la so-
ciedad en su conjunto.

Es más, los ordenamientos y documentos oficiales de
los órganos autónomos del Estado, hoy por hoy, se pu-
blican de igual forma en el Diario Oficial de la Fede-
ración, apéndice de la Secretaría de Gobernación y ob-
viamente, dependiente del Ejecutivo federal. Esto
sucede así aún sin que esté debidamente normado en la
Ley del Diario Oficial de la Federación y gacetas gu-
bernamentales. Este diseño es erróneo, es una herencia
del pasado que no corresponde al diseño republicano
de equilibrio entre los Poderes que nos hemos empe-
ñado en construir en estos últimos años.

La reforma que propongo a esta asamblea es muy sen-
cilla, aunque sil implicación constitucional es muy re-
levante. Se trata de retirar la oficina del Diario Oficial
de la Federación del ámbito del Poder Ejecutivo, ha-
ciendo de éste un organismo autónomo. Pero no pen-
semos en un monstruo burocrático con numerosos fun-
cionarios con grandes sueldos y pensiones vitalicias,
se trata simplemente de trasladar lo que hoy es esa Di-
rección General Adjunta del Diario Oficial de la Fede-
ración, con sus recursos materiales y humanos, a un
ámbito que no sea el del Ejecutivo, un ámbito que ten-
ga la sobriedad republicana de lo que implicara tener
como función principal no solo atender el mandato de
un solo poder, sino de los tres poderes de la Unión y
de los órganos autónomos del Estado.

Propongo que el titular del Diario Oficial de la Fede-
ración sea propuesto y nombrado por la Cámara de Se-
nadores y ratificado por mayoría en esta Cámara de
Diputados, y que su gestión dure siete años.

No le escatimamos al titular del Ejecutivo su facultad
constitucional para promulgar y publicar leyes y de-
cretos, pero lo tendrá que hacer directamente a través
de este órgano del Estado, y ya no a través del secre-
tario de Gobernación, y tendrá que observar estricta-
mente los plazos constitucionales que tiene para ejer-
cer esta facultad. De igual forma, tampoco
escatimamos la facultad de refrendo que les confiere la
Constitución a los secretarios de despacho en el artí-
culo 92, para que sean obedecidos los reglamentos, de-
cretos, acuerdos y órdenes del presidente, pero ahora
enviarán los documentos firmados al órgano autóno-
mo responsable y encargado de garantizar la publica-
ción y difusión de tales ordenamientos, observando
con precisión los plazos legales

Un Diario Oficial de la Federación autónomo, dará
certeza a los Poderes de la Unión, pero sobretodo da-
rá certeza a la sociedad al salvaguardar el precepto de
la libertad, de la garantía y del derecho a la informa-
ción, y de la difusión por cualquier medio, de los
acuerdos, circulares, y reglamentos, de los órganos
autónomos, de los tres Poderes de la Unión, y de las
leyes y decretos que configuran el marco jurídico me-
xicano.

Por lo expuesto, someto a consideración de esta asam-
blea el siguiente proyecto de

Decreto por el que se reforma el artículo 7o. de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos

Artículo Único. Se adicionan los párrafos tercero y
cuarto al artículo 7o. de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue:

Artículo 7o. ...

...

La difusión y publicación de los acuerdos, órdenes,
circulares, reglamentos y demás actos expedidos
por los órganos autónomos del Estado y por los Po-
deres de la federación, en sus respectivos ámbitos
de competencia, así como de las leyes y decretos, se-
rán responsabilidad del Diario Oficial de la Fede-
ración, a fin de que éstos sean aplicados y observa-
dos debidamente.
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El Diario Oficial de la Federación será un organismo
público autónomo, dotado de personalidad jurídica
y patrimonio propios. La Cámara de Senadores
nombrará al titular del Diario Oficial de la Federa-
ción, por el voto de las dos terceras partes de los
miembros presentes, con la ratificación de la Cáma-
ra de Diputados, en los mismos términos. Durará en
su cargo siete años, podrá ser reelecto por una sola
vez y sólo podrá ser removido de sus funciones en los
términos del Título Cuarto de esta Constitución.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación, una vez agotado el procedimiento previs-
to en el artículo 135 constitucional.

Segundo. El Congreso de la Unión expedirá la Ley del
Diario Oficial Autónomo de la Federación, a más tar-
dar en un plazo de noventa días naturales contando a
partir de la fecha de publicación del presente decreto.

En tanto el Congreso de la Unión expide la Ley del
Diario Oficial Autónomo de la Federación, los acuer-
dos, órdenes, circulares, reglamentos, así como leyes y
decretos de publicación iniciados antes de la publica-
ción de este decreto, continuarán su trámite en térmi-
nos de la legislación aplicable al momento de su ini-
cio.

Tercero. Los recursos materiales y financieros, así co-
mo los trabajadores adscritos a la dirección general del
Diario Oficial de la Federación dependiente de la Se-
cretaría de Gobernación, pasan a formar parte del or-
ganismo público autónomo que se crea en los términos
del presente decreto.

Cuarto. Se derogan todas aquellas disposiciones que
se opongan al presente decreto.

Dado en la sede de la Comisión Permanente, 
a 27 de junio de 2018.

Diputada Hilda Miranda Miranda (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Julio 11 de

2018.)

QUE REFORMA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LAS LEYES

DEL BANCO DE MÉXICO, Y ORGÁNICA DEL TRIBUNAL FE-
DERAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA, RECIBIDA DE LA DI-
PUTADA HILDA MIRANDA MIRANDA, DEL GRUPO PARLA-
MENTARIO DEL PRD, EN LA SESIÓN DE LA COMISIÓN

PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 11 DE JULIO DE 2018

Planteamiento del problema

Con la reforma constitucional en materia de combate a
la corrupción se establecieron una serie de disposicio-
nes para crear un sistema nacional anticorrupción y pa-
ra instaurar órganos internos de control al interior de ca-
da uno de los órganos constitucionales autónomos y fue
así que el Congreso expidió el 27 de enero de 2017, una
reforma para establecer la creación de éstos nuevos ór-
ganos internos en la Comisión Federal de Competencia
Económica, en la Comisión Nacional de Derechos Hu-
manos, en el Instituto Nacional de Estadística y Geo-
grafía, en el Instituto Nacional de Transparencia, Acce-
so a la Información y Protección de Datos Personales,
en el Instituto Nacional para la Educación y en el Insti-
tuto Nacional Electoral, sin embargo existen dos impor-
tantes omisiones en tal reforma, ya que por ejemplo
aunque el Banco de México goza de autonomía consti-
tucional, no fue considerado dentro de la reforma.

Otra enorme pifia que se originó desde que se expidió
la Ley Orgánica por la que se crea el nuevo Tribunal
Federal de Justicia Administrativa, tiene que ver con la
inclusión de un Órgano Interno de Control cuyo titular
es designado por el pleno del tribunal, a propuesta de
su presidente. Lo cual no sólo contraviene lo dispues-
to por la fracción VIII del artículo 74 de la Constitu-
ción, sino que genera un muy mal precedente para un
nuevo órgano que debiera dar el ejemplo de honesti-
dad frente a los. demás órganos autónomos y demás
dependencias del gobierno federal, dado que se trata
de uno de los pilares más relevantes del Sistema Na-
cional Anticorrupción.

Por lo anterior, planteo subsanar en esta iniciativa el
descuido legislativo plasmado en la nueva Ley Orgá-
nica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa
con el objeto de armonizar la designación del titular
del Órgano Interno de Control de este importante tri-
bunal con los preceptos constitucionales para que sea
la Cámara de Diputados y no el pleno del propio tri-
bunal, quien lleve a cabo tal designación por el voto de
las dos terceras partes de sus miembros presentes.
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Argumentos

Con la reforma constitucional expedida el 27 de mayo
de 2015 en materia de combate a la corrupción se es-
tablecieron nuevas disposiciones para establecer un
nuevo régimen de responsabilidades administrativas
que incluye no solamente a los servidores públicos, si-
no también a los particulares y todo aquel que utilice
recursos públicos y participe en actos relacionados con
faltas administrativas graves.

Esta reforma constitucional prevé la creación de un
andamiaje institucional muy sólido para prevenir, co-
rregir, investigar y sancionar los actos y omisiones en
los que pudieran intervenir los servidores públicos y
particulares y que además pudiesen representar res-
ponsabilidades administrativas o delitos de corrup-
ción.

Para ello, se planteó la creación de un Sistema Nacio-
nal Anticorrupción, con lo cual se fortalecieron insti-
tuciones. como la Auditoría Superior de la Federación,
la Fiscalía Anticorrupción y se crearon nuevas institu-
ciones como la Secretaría de Control Interno del Eje-
cutivo, el Tribunal Federal de Justicia Administrativa,
así como los órganos internos de control de los órga-
nos constitucionales autónomos.

Para estos órganos internos de control, la reforma
constitucional anticorrupción estableció en el artículo
74, la siguiente disposición:

“Artículo 74. Son facultades exclusivas de la Cá-
mara de Diputados:

VIII Designar, por el voto de las dos terceras partes
de sus miembros presentes, a los titulares de los ór-
ganos internos de control de los organismos con au-
tonomía reconocida en esta Constitución que ejer-
zan recursos del Presupuesto de Egresos de la
Federación.”

Con esta reforma quedaron incluidos los siguientes ór-
ganos autónomos:

• Comisión Federal de Competencia Económica

• Comisión Nacional de Derechos Humanos

• Instituto Nacional de Estadística y Geografía

• Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la
Información y Protección de

Datos Personales

• Instituto Nacional para la Educación

• Instituto Nacional Electoral

• Banco de México

• Tribunal Federal de Justicia Administrativa

La Fiscalía General de la República también es consi-
derada en el texto constitucional como un órgano au-
tónomo, no obstante, derivado a lo que establece el ré-
gimen transitorio de la llamada reforma política,
expedida el 1 O de febrero de 2014, por la que se creó
la Fiscalía, aún es necesario que se expida la legisla-
ción secundaria para que cobre vigencia la disposición
por la que se le otorga autonomía. constitucional al ór-
gano de procuración de justicia.

El 17 de enero de 2017, el Congreso emitió una serie
de reformas para crear Órganos Internos de Control al
interior de distintos órganos autónomos, sin embargo,
dicha reforma omitió incorporar tanto las reformas a la
Ley del Banco de México como a la Ley Orgánica del
Tribunal Federal de Justicia Administrativa, de tal for-
ma que los dos órganos autónomos que aún están pen-
dientes de armonizar sus disposiciones legales con la
reforma constitucional anticorrupción son el Banco de
México y el Tribunal Federal de Justicia Administrati-
va.

A este respecto es importante recordar que la base
constitucional que le otorga autonomía al Banco de
México se encuentra en el párrafo sexto del artículo
28, tal como se muestra a continuación:

“Artículo 28. (...)

El Estado tendrá un banco central que será autóno-
mo en el ejercicio de sus funciones y en su admi-
nistración. Su objetivo prioritario será procurar la
estabilidad del poder adquisitivo de la moneda na-
cional, fortaleciendo con ello la rectoría del desa-
rrollo nacional que corresponde al Estado. Ninguna
autoridad podrá ordenar al banco conceder finan-
ciamiento. El Estado contará con un fideicomiso
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público denominado Fondo Mexicano del Petróleo
para la Estabilización y el Desarrollo, cuya Institu-
ción Fiduciaria será el banco central y tendrá por
objeto, en los términos que establezca la ley, recibir,
administrar y distribuir los ingresos derivados de
las asignaciones y contratos a que se refiere el pá-
rrafo séptimo del artículo 27 de esta Constitución,
con excepción de los impuestos...”

Por otro lado, el recién creado Tribunal Federal de Jus-
ticia Administrativa goza de autonomía constitucional,
tal como lo establece el artículo 73 en su fracción
XXIX-H, el cual se ilustra a continuación:

“Artículo 73.

XXIX-H Para expedir la ley que instituya el Tribu-
nal Federal de Justicia Administrativa, dotado de
plena autonomía para dictar sus fallos, y que esta-
blezca su organización, su funcionamiento y los re-
cursos para impugnar sus resoluciones.

El Tribunal tendrá a su cargo dirimir las controver-
sias que se susciten entre la administración pública
federal y los particulares.

Asimismo, será el órgano competente para imponer
las sanciones a los servidores públicos por las res-
ponsabilidades administrativas que la ley determine
como graves y a los particulares que participen en
actos vinculados con dichas responsabilidades, así
como fincar a los responsables el pago de las in-
demnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven
de los daños y perjuicios que afecten a la Hacienda
Pública Federal o al patrimonio de los entes públi-
cos federales.

El Tribunal funcionará en Pleno o en Salas Regio-
nales.

La Sala Superior del Tribunal se compondrá de die-
ciséis Magistrados y actuará en Pleno o en Seccio-
nes, de las cuales a una corresponderá la resolución
de los procedimientos a que se refiere el párrafo ter-
cero de la presente fracción.

Los Magistrados de la Sala Superior serán designa-
dos por el Presidente de la República y ratificados
por el voto de las dos terceras partes de los miem-
bros presentes del Senado de la República o, en sus

recesos, por la Comisión Permanente. Durarán en
su encargo quince años improrrogables.

Los Magistrados de Sala Regional serán designa-
dos por el Presidente de la República y ratificados
por mayoría de los miembros presentes del Sena-
do de la República o, en sus recesos, por la Comi-
sión Permanente. Durarán en su encargo diez años
pudiendo ser considerados para nuevos nombra-
mientos.

Los Magistrados sólo podrán ser removidos de sus
cargos por las causas graves que señale la ley.”

Dicho todo lo anterior, esta iniciativa plantea reformar
la Ley del Banco de México y la ley Orgánica del Tri-
bunal Federal de Justicia Administrativa con el objeto
de establecer la creación de los Órganos Internos de
Control en los órganos pendientes de hacerlo e incluir
la participación de la Cámara de Diputados en la de-
signación de sus titulares, a fin de armonizar este pro-
cedimiento con nuestra Constitución.

A continuación, se ilustra en un cuadro comparado, la
propuesta de reforma a la Ley del Banco de México
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A continuación, se ilustra la propuesta de reforma a la
Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa:
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Fundamento legal

Por lo anteriormente expuesto, y con fundamento en el
artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, y de los artículos 6,
numeral 1, 77 y 78 del Reglamento de la Cámara de
Diputados, someto a consideración de esta soberanía
la siguiente iniciativa con proyecto de:

Decreto por el que se reforman y adicionan diver-
sas disposiciones de la Ley del Banco de México y
de la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia
Administrativa

Primero. Se reforman los artículos 36 Bis 1, 36 Bis 2,
36 Bis 3, 50 y 61 de la Ley del Banco de México para
quedar como sigue:

Artículo 36 Bis 1. Los intermediarios y entidades fi-
nancieras, por conducto de su director general o equi-
valente y con la opinión del Órgano Interno de Con-
trol, podrán someter a la autorización del Banco de
México un programa de autocorrección cuando estas
en la realización de sus actividades, o el Órgano In-
terno de Control como resultado de las funciones que
tienen conferidas, detecten irregularidades o incumpli-
mientos a lo previsto en esta Ley y demás disposicio-
nes aplicables.

(...)

I. III. (...)

Artículo 36 Bis 2. Los programas de autocorrección a
que se refiere el artículo anterior, se sujetarán a las dis-
posiciones de carácter general que emita el Banco de
México. Adicionalmente, deberán ser firmados por el
titular del Órgano Interno de Control de los inter-
mediarios y entidades financieras, y ser presentados al
Consejo de Administración u órgano equivalente en la
sesión inmediata posterior a la solicitud de autoriza-
ción presentada al Banco de México. Igualmente, de-
berá contener las irregularidades o incumplimientos
cometidos indicando al efecto las disposiciones que se
hayan considerado contravenidas; las circunstancias
que originaron la irregularidad o incumplimiento co-
metido, así como señalar las acciones adoptadas o que
se pretendan adoptar por parte de los intermediarios y
entidades financieras para corregir la irregularidad o
incumplimiento que motivó el programa.

(…)

(…)

(…)

(…)

Artículo 36 Bis 3. (...)

El Órgano Interno de Control en los intermediarios
y entidades financieras estará obligado a dar segui-
miento a la instrumentación del programa de autoco-
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rrección autorizado e informar de su avance tanto al
Consejo de Administración y al director general o los
órganos o personas equivalentes, así como al Banco de
México en la forma y términos que éste establezca en
las disposiciones de carácter general a que se refiere el
artículo 36 Bis 2 de esta Ley. Lo anterior, con inde-
pendencia de la facultad del Banco de México para su-
pervisar, en cualquier momento, el grado de avance y
cumplimiento del programa de autocorrección.

Si como resultado de los informes del Órgano Inter-
no de Control o de las labores de inspección y vigi-
lancia del Banco de México, éste determina que no se
subsanaron las irregularidades o incumplimientos ob-
jeto del programa de autocorrección en el plazo pre-
visto, impondrá la sanción correspondiente aumentan-
do el monto de ésta hasta en un cuarenta por ciento;
siendo actualizable dicho monto en términos de las
disposiciones fiscales aplicables.

(...)

Artículo 50. El titular del Órgano Interno de Con-
trol será designado por la Cámara de Diputados del
Congreso de la Unión, con el voto de las dos terce-
ras partes de sus miembros presentes, conforme al
procedimiento establecido en la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos y durará en su encargo cuatro años y podrá ser
designado por un periodo inmediato posterior al
que se haya desempeñado, previa postulación.

El titular del Órgano Interno de Control tendrá las
más amplias facultades para examinar y dictaminar los
estados financieros del Banco, así como para revisar la
contabilidad y demás documentación relacionada con
ésta, debiendo enviar al Ejecutivo Federal y al Con-
greso de .la Unión copia de los dictámenes que pre-
sente a la Junta de Gobierno, y un informe sobre el
ejercicio del presupuesto de gasto corriente e inversión
física.

Artículo 61. (...)

l. La aplicación de dicha Ley y el proveer a su es-
tricta observancia, salvo en lo tocante al Juicio Po-
lítico al que podrán ser sujetos los integrantes de la
Junta de Gobierno, competerán a una Comisión de
Responsabilidades integrada por el miembro de la
Junta de Gobierno que ésta designe y por los titula-

res de las áreas jurídica y del Órgano Interno de
Control del Banco.

Tratándose de infracciones cometidas por miem-
bros de la Junta de Gobierno o por funcionarios que
ocupen puestos comprendidos en los tres niveles
más altos del personal, se aplicará la Ley General
de Responsabilidades Administrativas.

II. Las personas sujetas a presentar declaración de si-
tuación patrimonial, serán los miembros de la Junta
de Gobierno y quienes ocupen en la Institución pues-
tos de subgerente o superior, así como aquéllas que
por la naturaleza de sus funciones se señalen en el Re-
glamento Interior. Esta declaración deberá presentar-
se ante el Órgano Interno de Control del Banco, la
cual llevará el registro y seguimiento de la evolución
de la mencionada situación patrimonial, informando a
la Comisión de Responsabilidades o a la Junta de Go-
bierno, según corresponda, las observaciones que, en
su caso, resulten de dicho seguimiento.

Contra las resoluciones a que se refiere este artícu-
lo no procederá medio de defensa alguno ante el
Tribunal Federal de Justicia Administrativa.

Segundo. Se reforman los artículos 16, 23 y 62 de la
Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Admi-
nistrativa para quedar como sigue:

Artículo 16. Son facultades del Pleno General las si-
guientes:

I. VII. (...)

VIII. Designar al Secretario General de Acuerdos a
propuesta del Presidente del Tribunal;

IX. XII. (...)

XIII. Recibir del titular del Órgano Interno de
Control los informes de las revisiones y auditorí-
as que se realicen para verificar la correcta y le-
gal aplicación de los recursos y bienes del Tribu-
nal.

(...)

Artículo 23. Son facultades de la Junta de Gobierno y
Administración, las siguientes:
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I. XX. (...)

XXI. Conceder licencias pre pensionarías con goce
de sueldo a los Magistrados, Secretario General
de Acuerdos, Secretario Técnico y Secretarios Ad-
juntos de las Secciones, hasta por tres meses;

XXII. XXXIX. (...)

Artículo 62. (...)

El titular del Órgano Interno de Control será de-
signado por la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión, con el voto de las dos terceras partes
de sus miembros presentes, conforme al procedi-
miento establecido en la Ley Orgánica del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos.

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Segundo. La Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión, dentro de los 180 días siguien-
tes a la publicación de este Decreto, iniciará los proce-
sos de designación de los titulares de los Órganos In-
ternos de Control del Banco de México y del Tribunal
Federal de Justicia Administrativa.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente,
julio de 2018.

Diputada Hilda Miranda Miranda (rúbrica)

(Turnada a la Comisión de Hacienda y Crédito Público. Julio 11 de

2018).

QUE REFORMA LOS ARTÍCULOS 102 CONSTITUCIONAL Y

DÉCIMO SEXTO Y DÉCIMO NOVENO TRANSITORIOS DEL DE-
CRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN

DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA

DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, EN MATERIA POLÍ-
TICO-ELECTORAL, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE

LA FEDERACIÓN EL 10 DE FEBRERO DE 2014, PRESENTA-
DA POR CRISTINA ISMENE GAYTÁN HERNÁNDEZ, EN

NOMBRE PROPIO Y DE JESÚS ZAMBRANO GRIJALVA, DIPU-
TADOS DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD, EN LA SE-
SIÓN DE LA COMISIÓN PERMANENTE DEL MIÉRCOLES 11
DE JULIO DE 2018

Quienes suscriben, diputados integrantes del Grupo
Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática a la LXIII Legislatura del Congreso de la
Unión en la Cámara de Diputados, en ejercicio de la
facultad que nos confieren los artículos 71, fracción
11, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 55, fracción II, del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos por lo que se refiere al fun-
cionamiento de la Comisión Permanente, someter-
nos a la consideración de esta soberanía la siguiente
iniciativa con proyecto de decreto por el que se re-
forma el artículo 102 y los artículos décimo sexto y
décimo noveno transitorios del decreto por el que se
reforman, adicionan y derogan diversas disposicio-
nes de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, en materia política electoral, publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación el 10 de
febrero de 2014, ambos de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

El Grupo Parlamentario del PRD en la Cámara de Di-
putados, como parte del Frente Legislativo por Méxi-
co ha empeñado sus esfuerzos, en múltiples ocasiones,
en la construcción de una Fiscalía autónoma, cuyas
funciones sean desempeñadas de manera libre y exen-
ta de cualquier condicionamiento. Como Frente, fre-
namos el intento autoritario de nombrar un #Fiscal-
Carnal y que éste asumiera estas funciones para
encubrir al actual régimen. En consecuencia, no pode-
mos permitir que sea nombrado ningún fiscal sin que
antes haya sido reformada la Constitución para dotar
al Congreso de un procedimiento claro y transparente
que permita que el nuevo fiscal goce del reconoci-
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miento y apoyo social que le permitan desempeñar sus
labores de manera equitativa e imparcial.

No es posible rehuir la realidad de que este plantea-
miento haya sido sostenido por múltiples organizacio-
nes de la sociedad civil y que, en un ámbito de con-
gruencia, de frente al inminente nombramiento de un
fiscal carnal, hallamos sostenido que más allá del
nombramiento de una persona, que puede ser honora-
ble y reconocida, lo que México necesita es la recons-
trucción de la institución del Ministerio Público como
representante de la sociedad y de la libertad que otor-
ga la autonomía para que, incluso, el Presidente pueda
ser juzgado por conductas delictivas.

Este planteamiento ampliamente respaldado, ha sido
soslayado por quien hoy es el candidato ganador de la
elección presidencial llevada a cabo el pasado domin-
go 1 de julio. Debemos ser enfáticos, en el Grupo Par-
lamentario del PRD nos encontramos plenamente con-
vencidos de que el derecho de acceso a la justicia que
nos ha sido negado consuetudinariamente por el régi-
men priísta que destruyó nuestras instituciones, no de-
pende del nombramiento de una persona sino de la re-
construcción de la arquitectura que nos hemos dado.

Es por ello que hoy refrendamos, en sus términos, la
iniciativa que en su momento surgió de la sociedad ci-
vil respecto al procedimiento de nombramiento del
Fiscal General de la República y la planteamos de nue-
va cuenta para su consideración, porque nos encontra-
mos plenamente convencidos de que, sin una Fiscalía
que sirva, le negaremos a todas y todos los mexicanos
el derecho de acceso a la justicia, el derecho a la segu-
ridad, no serán abatidos los índices de impunidad tan
altos en nuestro país y, desde luego, no superaremos la
crisis humanitaria en la que nos encontramos ni tam-
poco alcanzaremos la paz social.

Es por lo anterior que, convencidos de la necesidad de
contar con una Fiscalía General de la República ple-
namente autónoma, reivindicamos y volvemos a pro-
poner la siguiente Iniciativa con proyecto de decreto
por el que se reforma el artículo 102 y los artículos Dé-
cimo Sexto y Décimo Noveno Transitorios del Decre-
to por el que se reforman, adicionan y derogan diver-
sas disposiciones de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, en materia político electo-
ral, publicado en el Diario Oficial de la Federación el
10 de febrero de 2014, ambos de la Constitución Polí-

tica de los Estados Unidos Mexicanos, a efecto de es-
tablecer un nuevo procedimiento para el nombramien-
to del Fiscal General de la República.

Esta iniciativa fue presentada al pleno de la Cámara de
Senadores el 18 de abril· de 2017 y fue suscrita por las
senadoras Angélica de·la Peña Gómez, María del Pilar
Ortega Martínez, Cristina Díaz Salazar y Dolores Pa-
dierna Luna, entre otros.

En aquella ocasión se indicaba que

La presente iniciativa ha sido elaborada por un núme-
ro significativo y representativo de personas que se de-
dican a la academia y de colectivos que agrupan a di-
versas organizaciones de la sociedad civil, las cuales
han decidido impulsar una campaña bajo el lema “Por
una Fiscalía que Sirva”.1 En el marco de esta campa-
ña, dichas personas y organizaciones nos han hecho
llegar su propuesta de reforma constitucional, por lo
que las senadoras abajo firmantes, hemos decidido
suscribirla en sus términos, a efecto de incluirla for-
malmente para enriquecer el debate legislativo que ha-
brá de tener lugar próximamente. A continuación se re-
producen las consideraciones que le dan sustento.

Las directrices de Naciones Unidas sobre la función de
los fiscales2 establecen que las personas con el cargo
de fiscal desempeñan un papel fundamental en la ad-
ministración de justicia, y que las normas que rigen el
desempeño de sus importantes funciones deben fo-
mentar el respeto y el cumplimiento de los principios
de igualdad ante la ley, la presunción de inocencia y el
derecho de toda persona a ser oída públicamente y con
justicia por un tribunal independiente e imparcial y
contribuir de esa manera a un sistema penal justo y
equitativo; así como con la protección eficaz de las y
los ciudadanos contra la delincuencia. De acuerdo con
los principios antes mencionados, la persona que sea
fiscal debe ser proba e idónea, con formación y califi-
caciones adecuadas. Por ello, los Estados se encuen-
tran obligados a adoptar las medidas necesarias para
que:

1. Los criterios de selección contengan salvaguar-
dias contra designaciones basadas en predilecciones
o prejuicios y excluyan toda discriminación en con-
tra de una persona por motivos de raza, color, sexo,
idioma, religión, opinión- política o de otra índole,
procedencia nacional, social o étnica, patrimonio,
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nacimiento, situación económica u otra condición,
con la excepción de que no se considerará discrimi-
natorio exigir que la persona candidata que se pos-
tule al cargo de fiscal sea nacional del país;

2. La persona con el cargo de fiscal tenga una for-
mación y capacitación adecuadas y sea conscientes
de los ideales y obligaciones éticas correspondien-
tes a su cargo, de la protección que la Constitución
y las leyes brindan a los derechos de la persona im-
putada y de la víctima, y de los derechos humanos
y libertades fundamentales reconocidos por el orde-
namiento jurídico nacional e internacional.

A pesar de que el derecho internacional no contiene
una disposición que garantice la independencia ins-
titucional de las fiscalías, los Estados siempre tie-
nen el deber de proporcionar garantías para que las
personas que funjan como fiscales puedan realizar
investigaciones en forma imparcial y objetiva.3

3. El Comité de Ministros del Consejo de Europa a
través de la Recomendación 19 a los Estados
Miembros “Sobre el papel del Ministerio Fiscal en
el Sistema de Justicia Penal”4 establece que se en-
tiende por “fiscal” a la autoridad encargada de vigi-
lar en nombre de la sociedad y en interés general la
aplicación de las leyes con sanciones penales, te-
niendo en cuenta, por una parte, los derechos indi-
viduales y por otra, la necesaria eficacia del sistema
de justicia penal.

Aunque se permite una pluralidad de modelos, que van
de sistemas en los que la fiscalía es independiente del
gobierno hasta otros donde está subordinada a la rama
ejecutiva, la realidad de México requiere el fortaleci-
miento de una institución de procuración de justicia
autónoma. La recomendación establece que es esen-
cial que, a nivel del caso individual, la Fiscalía tenga
suficiente autonomía para tomar decisiones indepen-
dientes de la dirección ejecutiva o gubernamental, o
que cuando se puedan dar instrucciones, el proceso sea
plenamente transparente. Dejando a un lado el modelo
existente, es crucial para la confianza pública que la
incoación de una acción sea, y parezca, imparcial, ob-
jetiva y exenta de toda influencia indebida, en especial
de naturaleza política.5

Además, esta recomendación insta a que los Estados
deben adoptar todas las medidas necesarias para per-

mitir a las y los integrantes de la fiscalía que cumplan
con sus deberes y responsabilidades profesionales de
acuerdo con su estatuto, organización y medios sobre
todo presupuestarios. Estas condiciones deberán deter-
minarse en estricto acuerdo con las y los representan-
tes de la Fiscalía. De acuerdo con esta recomendación,
los Estados adoptarán medidas encaminadas a que:

• El reclutamiento, promoción y cambios de destino
de las y los trabajadores de la Fiscalía se efectúen
según procedimientos justos e imparciales, que per-
mitan evitar cualquier elemento de parcialidad o
corporativista y que excluyan toda discriminación
fundada en especial sobre sexo, raza, color de piel,
idioma, religión, opiniones políticas o cualesquiera
otras opiniones, origen nacional o social, pertenen-
cia a una minoría nacional, fortuna, nacimiento o
cualquier otra situación;

• El desarrollo de la carrera, ascensos y movilidad
de las y los trabajadores de la Fiscalía se funden en
criterios conocidos y objetivos, tales como compe-
tencia y experiencia;

• La movilidad de las y los trabajadores de la Fisca-
lía se funde igualmente en las necesidades del ser-
vicio;

• La ley garantice, para el ejercicio de esas funcio-
nes condiciones razonables, y establezca en particu-
lar un estatuto, una remuneración y unas pensiones
adecuadas a la importancia de las funciones ejerci-
das, así como una edad apropiada para la jubilación;

• La ley prevea un procedimiento disciplinario para
de las y los trabajadores de la Fiscalía que les ga-
rantice una valoración y decisiones justas y objeti-
vas y susceptibles de un control independiente e im-
parcial;

• De las y los trabajadores de la Fiscalía tengan tam-
bién acceso a un procedimiento satisfactorio de re-
curso y, en su caso, derecho a elevar el asunto ante
un tribunal siempre que sea afectado su estatuto ju-
rídico;

• Y de las y los trabajadores de la Fiscalía y su fa-
milia sean protegidos físicamente por las autorida-
des cuando su seguridad personal sea amenazada
por razón de sus funciones.
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Por lo que hace al Sistema Interamericano de Protec-
ción de los Derechos Humanos, el informe de la Co-
misión Interamericana de Derechos Humanos (en ade-
lante, CIDH) “Garantías para la Independencia de las
y los Operadores de Justicia. Hacia el fortalecimiento
del Acceso a la Justicia y el Estado de Derecho en las
Américas”6 establece que las y los fiscales, tienen en
términos generales entre sus funciones la investiga-
ción de delitos, la supervisión de la legalidad de esas
investigaciones y ejecución de fallos judiciales como
representantes del interés público, las cuales son indis-
pensables para contribuir a la eliminación de la impu-
nidad de casos de violaciones de derechos humanos y
brindar un recurso efectivo a las personas que han si-
do afectadas en sus derechos por los crímenes cometi-
dos en su contra.

En este informe la Comisión Interamericana considera
que la relación de dependencia que puedan tener las
fiscalías respecto de otros órganos puede tener un im-
pacto en su actuación independiente, tanto en la efec-
tividad e impulso en las investigaciones como en la
decisión de ejercicio de la acción penal o archivo de la
investigación, así como las implicaciones que tenga en
el debido proceso. Es por ello que en el derecho inter-
nacional existen algunos criterios generales que per-
miten identificar la autonomía de la cual deben gozar
las fiscalías públicas para garantizar que realicen de
manera efectiva, y compatible con los estándares de
derechos humanos su respectivo rol en el acceso a la
justicia y garantía del debido proceso.

De acuerdo con la CIDH la falta de independencia ins-
titucional de la Fiscalía puede minar la credibilidad de
la autoridad investigadora y socavar la confianza pú-
blica en la administración de justicia. La Comisión
Interamericana es de la opinión de que al efecto de evi-
tar los riesgos para una actuación independiente las
fiscalías en principio, no deberían formar parte de nin-
gún otro Poder y dicha independencia debería ser ase-
gurada constitucionalmente. En este sentido, la Comi-
sión Interamericana reitera lo señalado ya en su
segundo Informe sobre la Situación de las Defensores
y Defensores de Derechos Humanos, instando a los
Estados a garantizar la independencia institucional de
la Fiscalía respecto de otros poderes.7

En el contexto de México, la Comisión Interamerica-
na de Derechos Humanos se refirió al tema de la inde-
pendencia de las y los fiscales, donde reiteró la pro-

puesta de que “el Ministerio Público debe ser un órga-
no independiente del poder ejecutivo y gozar de las
prerrogativas de inmovilidad y demás garantías cons-
titucionales reconocida a los miembros del poder judi-
cial”.8

La Comisión también afirmó que el ejercicio adecuado
de las funciones acusatorias requiere “independencia y
autonomía de las demás ramas del poder público”.9

Es por ello, que de acuerdo con la CIDH un proceso
adecuado de nombramiento y Selección constituye un
presupuesto esencial para garantizar la independencia
de las y los operadores de justicia. El derecho interna-
cional ha establecido algunos criterios mínimos para
que los procedimientos para el nombramiento de las y
los operadores de justicia seleccionados se verifiquen
que reúnan condiciones que se traduzcan en un verda-
dero régimen independiente que permita el acceso a la
justicia. La Comisión considera que, si no se respetan
ciertos parámetros básicos, J el régimen de selección y
nombramiento podría facilitar un alto grado de discre-
cionalidad por parte de las autoridades que participan
en el proceso, en virtud de lo cual, las personas esco-
gidas no serían, necesariamente, las más idóneas”.10

Particularmente, la CIDH llama la atención sobre que
uno de los principales problemas en algunos países de
la región es el elevado grado de politización de los sis-
temas de selección, nombramiento o elección de las y
los operadores de justicia, el cual se inicia en muchos
casos en los procesos de selección de las más altas je-
rarquías en cabeza de las entidades de justicia y se
traslada al nombramiento de las demás instancias afec-
tando el funcionamiento de todo el aparato de justi-
cia”.11

Es por lo anterior, que la Comisión Interamericana ha
establecido las siguientes recomendaciones sobre los
procesos de selección y nombramiento:

• Establecer normativamente procesos de selección
y nombramiento que tengan por propósito seleccio-
nar y designar a las y los operadores con base en el
mérito y las capacidades profesionales. Tales proce-
sos deben establecer criterios objetivos de selección
y designación que tengan requisitos y procedimien-
tos previsibles para toda persona que deseen parti-
cipar. Asimismo, deben asegurar la igualdad y no
discriminación en el acceso a las funciones públicas
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y procurar una representación adecuada a de géne-
ro, de los grupos étnicos y de las minorías en los ór-
ganos del Poder Judicial, Fiscalía General y Defen-
soría Pública. La CIDH considera que los concursos
públicos de oposición y de mérito que prevean mé-
todos, como los exámenes, permiten evaluar objeti-
vamente y calificar la capacidad profesional y los
méritos de las candidatas y candidatos a los cargos.
La CIDH recomienda que tales procesos estén pre-
ferentemente administrados por órganos indepen-
dientes. Asimismo, con el fin de fortalecer la inde-
pendencia de las y los operadores de justicia que
integrarán los más altos puestos dentro del poder ju-
dicial, fiscalía o defensoría pública la Comisión
Interamericana considera conveniente la celebra-
ción de audiencias o de entrevistas públicas, ade-
cuadamente preparadas, en las que la ciudadanía,
las organizaciones no gubernamentales y otras per-
sonas interesadas tuvieran la posibilidad de conocer
los criterios de selección, así como a impugnar a las
candidatas y candidatos y expresar sus inquietudes
o su apoyo.

• Revisar y eliminar todas las normas que pudieran
traducirse en una discriminación de las y los candi-
datos que aspiren a un cargo en las entidades de jus-
ticia, tanto de aquellas que claramente establezcan
una discriminación como de aquellas que por su va-
guedad o amplitud puedan generar situaciones de
discriminación de facto.

• Adoptar medidas legislativas necesarias para ga-
rantizar un nombramiento adecuado de las y los
operadores de justicia. Lo anterior implica garanti-
zar un período de duración previamente definido y
suficiente que permita al operador y operadora de
justicia contar con la estabilidad necesaria para rea-
lizar con independencia y autonomía sus labores.

• Fijar con precisión los períodos de los nombra-
mientos o condición a las que se encuentran sujetos
los periodos de provisionalidad de las y los opera-
dores de justicia y garantizar durante tales períodos
garantías de estabilidad, evitando su libre remoción.
La Comisión reitera que los nombramientos en pro-
visionalidad de las y los operadores de justicia de-
ben constituir una situación excepcional.

Es en este sentido que se propone que, a través de es-
ta iniciativa, se reforme el artículo 102 de la Constitu-

ción Política de los Estados Unidos Mexicanos a fin de
incorporar en los requisitos para ocupar el cargo de ti-
tular de la Fiscalía General de la República, los si-
guientes criterios de selección: independencia, honra-
dez, alta calidad moral y compromiso con la
protección de los derechos humanos.

Además, se considera de suma importancia que se es-
tablezca un proceso de selección transparente y públi-
co en cual se garantice la participación de la sociedad
civil. Deberán establecerse criterios objetivos para la
evaluación de las propuestas y para que se garantice
un escrutinio público que permita que quien ocupe el
cargo, garantice el funcionamiento óptimo de la insti-
tución con criterios acordes a los derechos humanos.

Por otra parte, dado que la creación de una institución
autónoma requiere algunas modificaciones para que el
modelo de procuración de justicia sea acorde a los es-
tándares internacionales y a la realidad del país, se
proponen adiciones al artículo 102 a fin de que existan
bases mínimas a ser atendidas en la legislación secun-
daria. Tales elementos son:

- Clarificación de competencia y facultades de
atracción por parte de la Fiscalía General de la Re-
pública;

- El deber de realizar una investigación efectiva y
con debida diligencia

- Un área especializada en graves violaciones a de-
rechos humanos.

- La obligación del Fiscal de contar con un plan de
persecución penal acorde a la competencia de la Fe-
deración.

- Mecanismos de evaluación y control disciplinario
que garanticen un adecuado y transparente ejercicio
de la función con la supervisión adecuada.

- La autonomía de servicios periciales.

Si bien el establecimiento del modelo de procuración
de justicia dependerá de la realidad que enfrenta cada
uno de los estados de la República, el Senado tiene una
responsabilidad para establecer el modelo que corres-
ponda también a su propia competencia. Los elemen-
tos que se establecen en esta propuesta, darán pie para
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la discusión más profunda que requiere establecerse en
la ley secundaria y en la normatividad correspondien-
te.

Estamos conscientes de que la transformación de la
Procuraduría General de la República hacia la Fisca-
lía, representa uno de los cambios institucionales más
importantes para este país. Es ésta una oportunidad
histórica para combatir de fondo, bajo un nuevo mo-
delo la corrupción, la impunidad y los delitos que im-
plican graves violaciones a derechos humanos.

Por lo anteriormente expuesto, plenamente compro-
metidos con la transparencia, la justicia y la igualdad,
nos permitimos someter a consideración de esta sobe-
ranía, la siguiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Único. Se reforma el artículo 102 y los artí-
culos décimo sexto y décimo noveno transitorios del
decreto por el que se reforman, adicionan y derogan
diversas disposiciones de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, en materia política-
electoral, publicado en el Diario Oficial de la Federa-
ción el 10 de febrero de 2014, ambos de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, para
quedar como sigue:

Artículo 102. Para ser Fiscal General de la República
se requiere: ser ciudadano mexicano por nacimiento;
tener cuando menos treinta y cinco años cumplidos el
día de la designación; contar, con antigüedad mínima
de diez años, con título profesional de licenciado en
derecho; gozar, entre otros, de buena reputación, in-
dependencia, honradez, alta calidad moral, com-
promiso con la protección de los derechos humanos
y no haber sido condenado por delito doloso. La ley
establecerá criterios objetivos para la evaluación
del perfil.

El Fiscal General durará en su encargo nueve años, y
será designado y removido conforme a lo siguiente:

I. A partir de la ausencia definitiva del Fiscal Gene-
ral, el Senado de la República contará con veinte
días para integrar una lista de al menos diez candi-
datos al cargo, la cual deberá integrarse median-
te un proceso transparente y público, con parti-
cipación de la sociedad civil, que evalúe la

idoneidad para el cargo. La lista, junto con la
evaluación, deberá ser aprobada por las dos ter-
ceras partes de los miembros presentes, y ambas
serán enviadas al Ejecutivo Federal.

II. Recibida la lista de candidatos a que se refiere
la fracción anterior, dentro de los diez días siguien-
tes el Ejecutivo, formulará una terna y la enviará a
la consideración del Senado.

…

III. El Senado, con base en la terna debidamente
fundamentada y previa comparecencia pública de
las personas propuestas, designará al Fiscal General
con el voto de las dos terceras partes de los miem-
bros presentes dentro del plazo de diez días.

En caso de que el Ejecutivo no envíe la terna a que
se refiere la fracción anterior, el Senado podrá de-
signar al Fiscal General de entre los candidatos de
la lista que señala la fracción 1, en un plazo de diez
días desde las comparecencias públicas.

…

IV. El Fiscal General podrá ser removido de sus
funciones en los términos del Título Cuarto de es-
ta Constitución. La remoción podrá ser objetada
por el voto de la mayoría de los miembros presentes
de la Cámara de Senadores dentro de un plazo de
diez días hábiles, en cuyo caso el Fiscal General se-
rá restituido en el ejercicio de sus funciones. Si el
Senado no se pronuncia al respecto, se entenderá
que no existe objeción. La ley regulará el proceso
de formulación de terna, designación y remoción.

…

V. …

VI. …

Corresponde al Ministerio Público la persecución,
ante los tribunales, de todos los delitos del orden fe-
deral y aquellos del orden común que guarden
conexidad con delitos del orden federal o cuando
el hecho constitutivo del delito trascienda el ám-
bito de una o más entidades federativas. Ade-
más, ejercerá la facultad de atracción a solicitud
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de la víctima del delito cuando las Fiscalías de las
entidades federativas no inicien de forma inme-
diata, imparcial y exhaustiva la investigación,
por defecto u omisión en la persecución o enjui-
ciamiento en el ámbito local o cuando exista sen-
tencia o resolución de un órgano previsto en tra-
tado internacional; y, por lo mismo, solicitará las
medidas cautelares para los imputados; buscará y
presentará las pruebas que acrediten la participa-
ción de éstos en hechos que las leyes señalen como
delito garantizará una investigación efectiva y
con la debida diligencia sobre los hechos y el con-
texto en que ocurrieron; asegurará que los juicios
federales en materia penal se sigan con toda regula-
ridad para que la impartición de justicia sea pronta
y expedita; pedirá la aplicación de las penas, e in-
tervendrá en todos los asuntos que la ley determine;
presentará al Senado su plan de persecución pe-
nal y rendirá cuentas sobre el mismo.

La Fiscalía General contará, al menos, con las fis-
calías especializadas en materia de delitos electora-
les, delitos que implican graves violaciones a los
derechos humanos y de combate a la corrupción,”
cuyos titulares serán nombrados y removidos por el
Fiscal General de la República. El nombramiento y
remoción de los fiscales especializados antes referi-
dos podrán ser objetados por el Senado de la Repú-
blica por el voto de las dos terceras partes de los
miembros presentes, en el plazo que fije la ley; si el
Senado no se pronunciare en este plazo, se entende-
rá que no tiene objeción.

La ley establecerá las bases para la formación y ac-
tualización de los servidores públicos de la Fiscalía,
así como para el desarrollo de la carrera profesional
de los mismos, la cual se regirá por los principios de
legalidad, objetividad, eficiencia, profesionalismo,
honradez y respeto a los derechos. Asimismo, esta-
blecerán mecanismos de evaluación y control
disciplinario para un adecuado y transparente
ejercicio de la función que permita una supervi-
sión ciudadana.

…

…

Se establecerá la autonomía de los servicios peri-
ciales.

B. ...

Transitorios

Primero a Décimo Quinto. ...

Decimosexto. ...

Al cumplirse un año de su entrada en funciones, el
Fiscal General presentará a la comisión que para
tal efecto designe el pleno del Senado, un plan de
transición institucional, en el que especifiquen los
programas de depuración de causas del sistema in-
quisitivo mixto, el de reorganización institucional,
de servicio profesional de carrera, presupuestario y
de cumplimiento de recomendaciones de la· Comi-
sión Nacional de Derechos Humanos, resoluciones
federales e internacionales por graves violaciones a
derechos humanos. Deberá también presentar su
plan de persecución penal.

El Congreso de la Unión expedirá la Ley Orgánica
de la Fiscalía General de la República y las demás
normas secundarias. Una vez promulgadas, el Con-
greso emitirá la declaratoria expresa de entrada en
vigor de la autonomía constitucional de la Fiscalía
General de la República en un plazo de 60 días.

Una vez que las reformas hayan sido promulgadas,
el o la titular de la Fiscalía General de la Nación se-
rá nombrado/a conforme al procedimiento estable-
cido en el artículo 102, apartado A, en un plazo de
60 días.

Décimo Octavo. ...

…

…

Décimo Noveno. A partir de la entrada en vigor de las
reformas a que se refiere el transitorio Décimo Sexto
anterior, los recursos presupuéstales, financieros y ma-
teriales de la Procuraduría General de la República pa-
sarán al órgano autónomo que el propio Decreto esta-
blece. En cuanto a los recursos humanos se regirán
por el sistema de servicio profesional de carrera.
Para su ingreso a la institución, toda persona debe-
rá, someterse al concurso de méritos regulado en la
Ley Orgánica de la Fiscalía General de la Repúbli-
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ca y sus antecedentes serán verificados para garan-
tizar su honradez, capacidad e idoneidad.

Vigésimo. ...

Vigésimo Primero. ...

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Notas

1 http://imco.org. mx/wp-content/uploads/2016/10/2016-Fisca-

lia_General_sirva-Boletin.pdf

2 Directrices de Naciones Unidas sobre la función de los fiscales,

Octavo Congreso de las Naciones Unidas sobre Prevención del

Delito y Tratamiento del Delincuente, celebrado en La Habana

(Cuba), del 27 de agosto al 7 de septiembre de 1990, ONU Doc.

A/CONF.144/28/Rev1

3 Recomendación (2000)19 a los Estados Miembros sobre el papel

del Ministerio Fiscal en el Sistema de Justicia Penal, Comité de

Ministros del Consejo de Europa, adoptada 6 de octubre 2000, du-

rante la 724º reunión de delegados de los Ministros.

4 Principios internacionales sobre la independencia y responsabi-

lidad de jueces, abogados y fiscales, Comisión Internacional de

Justicia, Ginebra, Suiza, 2007, p. 93.

5 Ídem.

6 La Comisión ha utilizado la noción de operador de justicia para

referirse a las y los funcionarios del Estado que intervienen en los

sistemas de justicia y desempeñan funciones esenciales para el res-

peto y garantía de los derechos de protección y debido proceso.

Desde tal perspectiva a los efectos del informe citado, la CIDH

consideró incluir tanto jueces y juezas, que de manera primordial

les compete la función jurisdiccional, como a los fiscales, y las de-

fensoras y defensores públicos que, desde sus respectivos roles, es-

tán vinculados a los procesos en los cuales el Estado realiza fun-

ciones dirigidas a garantizar el acceso a la justicia. Véase.

Garantías para la Independencia de la.: y los Operadores de Justi-

cia. Hacia el fortalecimiento del Acceso a la Justicia y el Estado de

Derecho en las Américas, CIDH, OEA/Ser.L/V/11. Doc. 44, 5 di-

ciembre 2013 párr. 15.

7 Garantías para la Independencia de las y los Operadores de Jus-

ticia. Hacia el fortalecimiento del Acceso a la

Justicia y el Estado de Derecho en las Américas, CIDH, OEA/Ser

L/V/11 Doc 44 5 diciembre 2013, párr. 44.

8 Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre

la situación de los Derechos Humanos en · México, Documento de

la OEA/Ser.L/V/11.100, Doc. 7 rev. 1, párr. 372. Citado en Princi-

pios internacionales sobre la independencia y responsabilidad de

jueces, abogados y fiscales, Comisión Internacional de Justicia,

Ginebra, Suiza, 2007, p. 94.

9 ídem.

10 Garantías para la Independencia de las y los Operadores de Jus-

ticia. Hacia el fortalecimiento del Acceso a la Justicia y el Estado

de Derecho en las Américas, CIDH, OEA/Ser L/V/11 Doc 44 5 di-

ciembre 2013, párr. 56.

11 Op. Cit. Garantías para la Independencia de las y los Operado-

res de Justicia. Hacia el fortalecimiento del Acceso a la Justicia y

el Estado de Derecho en las Américas, párr. 57.

Dado en la sede de la Comisión Permanente del Con-
greso de la Unión, a los 10 días del mes de julio de
2018.

Diputados: Jesús Zambrano Grijalva, Cristina Ismene Gaytán

Hernández (rúbrica).

(Turnada a la Comisión de Puntos Constitucionales. Julio 11 de

2018.)
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Actas

DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS DE LA FRONTERA SUR-SU-
RESTE, CORRESPONDIENTE A UNDÉCIMA REUNIÓN ORDI-
NARIA, LLEVADA A CABO EL MIÉRCOLES 4 DE ABRIL DE

2018

A las 16:30 horas del miércoles 4 de abril 2018, en el
salón E del edificio G de la Cámara de Diputados, ubi-
cada en avenida Congreso de la Unión número 66, co-
lonia El Parque; se reunieron los legisladores inte-
grantes de la Comisión de Asuntos de la Frontera Sur
Sureste; contando con la presencia de los siguientes
diputados: Guevara Jiménez Yaret Adriana (presiden-
ta), Érick Arturo Figueroa Ovando, Guadalupe Her-
nández Correa, Dalia María Rocha Ladrón de Gueva-
ra, Liborio Vidal Aguilar, secretarios; Erubiel Lorenzo
Alonso Que, Domitilo Carballo Cámara, Arlet Mólgo-
ra Glover, Patricia Sánchez Carrillo, Guillermo Rafael
Santiago Rodríguez.

La presidenta, diputada Yaret Adriana Guevara Jimé-
nez: bienvenidos a esta reunión de la Comisión de
Asuntos de la Frontera Sur Sureste. Quiero darles la
bienvenida y presentarme como presidenta de esta co-
misión, que sustituye al diputado Enrique Zamora
Morlet. Agradezco a todos por su puntual asistencia
tanto a la reunión de la mañana de la junta directiva y
en este momento a esta reunión.

Solicito a la secretaría nos informe el cómputo del
quórum para esta sesión.

1. Lista de asistencia y declaración del quórum

La secretaria, diputada Dalia María Rocha Ladrón de
Guevara: se informa a la presidencia que tenemos un
registro previo de diez firmas de los legisladores. Por
lo tanto, hay quórum, señora presidenta.

La diputada Yaret Adriana Guevara Jiménez: sí. Gra-
cias, secretaria. Se abre la sesión, a las 16 horas con 30
minutos. Estimados diputados y diputadas, doy a uste-
des la más cordial bienvenida a la undécima reunión
ordinaria de esta comisión. Por otra parte, solicito a la
secretaría dar lectura al orden del día y consultar si es
de aprobarse.

2. Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del
orden del día

La secretaria, diputada Dalia María Rocha Ladrón de
Guevara: por instrucciones de la presidencia, doy lec-
tura al orden del día.

Orden del Día

1. Lista de asistencia y declaración del quórum.

2. Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del
orden del día.

3. Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del
acta de la décima reunión ordinaria.

4. Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del
primer informe semestral de actividades legislati-
vas, correspondiente al periodo de septiembre 2017
a febrero 2018, del tercer año de ejercicio de la
LXIII Legislatura de esta comisión.

5. Asuntos generales.

6. Clausura.

Está a discusión el orden del día. No habiendo quién
haga uso de la palabra, se consulta, en votación eco-
nómica, si se aprueba el orden del día. Los legisla-
dores que estén por la afirmativa sírvanse manifes-
tarlo (votación). Los legisladores que estén por la
negativa sírvanse manifestarlo (votación). Señora
presidenta, se aprueba por unanimidad el orden del
día.

3. Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del
acta de la décima reunión ordinaria

La diputada Yaret Adriana Guevara Jiménez: sí. Gra-
cias, secretaria. Se aprueba el orden del día. Una vez
que ha sido aprobado por unanimidad el orden del día,
instruyó a la secretaría para que dé cuenta con los si-
guientes puntos.

El siguiente punto del orden del día es la lectura, dis-
cusión y, en su caso, aprobación del acta de la décima
reunión ordinaria de la Comisión de Asuntos de la
Frontera Sur Sureste. Solicito a la secretaría consultar
si se dispensa la lectura del acta de la décima reunión
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ordinaria, toda vez que fueron distribuidas con ante-
rioridad para su análisis a sus oficinas.

La diputada Dalia María Rocha Ladrón de Guevara:
por instrucciones de la presidencia, se consulta, en vo-
tación económica, si se aprueba se dispense la lectura
del acta de la décima reunión ordinaria. Por favor, los
legisladores que estén por la afirmativa sírvanse mani-
festarlo (votación). Los legisladores que estén por la
negativa sírvanse manifestarlo (votación). Señora pre-
sidenta, se aprueba por unanimidad.

La diputada Yaret Adriana Guevara Jiménez: sí. Una
vez que ha sido aprobada la dispensa de la lectura, so-
licito a la secretaría consultar si es de aprobarse el ac-
ta de la décima reunión ordinaria de la Comisión de
Asuntos de la Frontera Sur Sureste.

La diputada Dalia María Rocha Ladrón de Guevara:
por instrucciones de la presidencia, se consulta, en vo-
tación económica, si se aprueba el acta de la décima
reunión ordinaria. Los legisladores que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo (votación). Los legis-
ladores que estén por la negativa sírvanse manifestar-
lo (votación). Señora presidenta, se aprueba por una-
nimidad.

La diputada Yaret Adriana Guevara Jiménez: se aprue-
ba el acta de la décima reunión ordinaria de la Comi-
sión de Asuntos de la Frontera Sur Sureste. Sí, una vez
que ha sido aprobada, pido a la secretaría que someta
el siguiente punto.

4. Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del
primer informe semestral de actividades, corres-
pondiente al periodo de septiembre 2017 a febrero
2018, del tercer año de ejercicio de la LXIII Legis-
latura

La diputada Dalia María Rocha Ladrón de Guevara:
por instrucciones de la presidencia, se consulta si al-
guna diputada o diputado quiere hacer uso de la pala-
bra. El siguiente punto del orden del día es la lectura,
discusión y, en su caso, aprobación del primer informe
semestral de actividades legislativas, correspondiente
al periodo de septiembre 2017 a febrero 2018, del ter-
cer año de ejercicio de la LXIII Legislatura.

Cabe mencionar que el mismo fue enviado a sus ofici-
nas con antelación para el análisis correspondiente. En

consecuencia, el documento que tienen en sus carpetas
se encuentra integrado con todas las opiniones vertidas
por los legisladores que integran esta comisión.

La diputada Yaret Adriana Guevara Jiménez: solicito a
la secretaría tomar nota de las diputadas y de los dipu-
tados que quieran hacer uso de la palabra para desaho-
gar el tema hasta por tres minutos.

La diputada Dalia María Rocha Ladrón de Guevara:
por instrucciones de la presidencia se consulta si algu-
na diputada o diputado quiere hacer uso de la palabra
sobre el tema.

La diputada Yaret Adriana Guevara Jiménez: solicito a
la secretaría consultar si es de aprobarse.

La diputada Dalia María Rocha Ladrón de Guevara:
por instrucciones de la presidencia, se consulta, en vo-
tación económica, si se aprueba el primer informe se-
mestral de actividades legislativas, correspondiente al
periodo de septiembre 2017 a febrero 2018, del tercer
año de ejercicio de la LXIII Legislatura de la Comi-
sión de Asuntos de la Frontera Sur-Sureste. Los legis-
ladores que estén por la afirmativa sírvanse manifes-
tarlo (votación). Los legisladores que estén por la
negativa sírvanse manifestarlo (votación). Se aprueba
por unanimidad, señora presidenta.

La diputada Yaret Adriana Guevara Jiménez: se aprue-
ba el primer informe semestral de actividades legisla-
tivas, correspondiente al periodo de septiembre 2017 a
febrero 2018, del tercer año de ejercicio de la LXIII
Legislatura de la Comisión de Asuntos de la Frontera
Sur-Sureste.

5. Asuntos generales

La diputada Yaret Adriana Guevara Jiménez: el si-
guiente punto del orden del día se refiere a asuntos ge-
nerales. Antes de tomar el uso de la palabra, consulte
la secretaría si alguien quiere hacer uso de la palabra
en esto.

La diputada Dalia María Rocha Ladrón de Guevara:
¿Algún diputado que quiera hacer uso de la palabra?

La diputada Dalia María Rocha Ladrón de Guevara:
Dígame.
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La diputada Yaret Adriana Guevara Jiménez: sí. Com-
pañeros, comentarles que hoy por la mañana tuvimos
ya reunión con la junta directiva de esta comisión y se
dieron a conocer algunos temas que comparto –la di-
putada Patricia– para si es de su interés participar.

Nos llegó un correo a esta comisión para –por parte
del jefe de la Unidad de Política Migratoria de la Se-
gob– el foro Migración y desastres de origen natural

en México: retos y perspectivas. Inclusión de las per-
sonas migrantes en la preparación, respuesta y recu-
peración. Este evento se va a desarrollar el próximo
lunes 9 de abril y, en caso de que quieran asistir, hay
que registrarse en la dirección. Y ya la invitación fue
ingresada a su carpeta de trabajo para que puedan ha-
cerlo.

Ya registré mi participación, porque hoy también estu-
vimos comentando que no hemos trabajado muy a la
par con el gobierno federal en los temas que atañen a
esta comisión y por ello también se sociabilizó la pro-
puesta de poder modificar el nombre de esta comisión
y se las va a hacer llegar mañana, el secretario técnico
se las va a hacer llegar para... no sé si a nosotros nos
dé tiempo poder promover el cambio de nombre, pero
sí dejarlo para la próxima legislatura precisamente, pa-
ra que esta comisión se involucre más en los asuntos
de la Región Sur Sureste y poder nosotros dar res-
puesta a los representados de esta región.

Entonces mañana, a más tardar, el secretario técnico
hará llegar a sus correos, a sus asesores, para que us-
tedes puedan hacer alguna observación y sí es su vo-
luntad y manejarlo como una propuesta, como una ini-
ciativa y trabajarlo con nuestras respectivas fracciones
para que podamos lograr un consenso y se logré votar
antes del 30 de abril.

La diputada Patricia Sánchez Carrillo: sí me gustaría
hacer el uso de la voz. Muchas gracias, presidenta.

La verdad es que debo de reconocer y felicitar a su
equipo de trabajo porque esta comisión de alguna ma-
nera ha resultado un poco difícil la integración por la
misma conformación que tiene. Sin embargo, he visto
que hay un verdadero afán de que nosotros conozca-
mos los temas que se están tratando al interior de la
comisión y muchas veces, aunque alguno no llegue
oportunamente recibimos la información por parte de
la secretaría técnica y bueno que esto no sea ninguna

inhibición para tratar de impulsar ahorita este cambio
de nombre socializarlo a ver si podemos lograr que ya
quede, porque sería un gran avance y, además, creo
que esta comisión se lo merece.

Bienvenida, porque usted está aquí, a los tres ¿ver-
dad?, son nuevecitos, estamos estrenando, vel rosita.
Bienvenidos y muchísimas gracias y también a su per-
sonal de la secretaría técnica porque de que te encuen-
tran, te encuentran. No hay pierde. Muchísimas gra-
cias.

La diputada Yaret Adriana Guevara Jiménez: gracias
por las palabras de bienvenida, diputada.

Creo que, aunque estemos en la recta final de esta le-
gislatura, se lo expresé por la mañana a los integrantes
de la junta directiva, de que cada tema en particular
que traigan de su estado, tomar los propios de la co-
misión y tener que tocar puertas en las dependencias
que sean necesarias, precisamente para rendirle resul-
tado a los representados.

Sobre todo, porque creo que todos tenemos esa misma
situación de que vamos a una dependencia y nos traen
a la vuelta y vuelta y no hay respuesta pronta. Enton-
ces, creo que como comisión sí lograr que nos escu-
chen y no solamente que nos escuchen, que nos atien-
dan y den respuesta favorable a nuestras peticiones.

Entonces diputadas, algún tema que traigan, diputada
Patricia, tomarlo, como en su momento ya lo explicó
la diputada Arlet, de su estado que es Quintana Roo y
poder trabajar y también aquí la diputada secretaria, en
este momento la diputada Dalia, que también nos ex-
ternó sus temas de su región, del estado de Veracruz.
Creo que vamos a hacer el trabajo conjunto.

Quiero darle la palabra al diputado Érik Figueroa.

El diputado Érick Arturo Figueroa Ovando: gracias,
presidenta. Primero que nada, felicitarte por el cargo
que asumes como presidenta de esta comisión impor-
tante. Porque sí es importante, aunque así no lo quiera
ver el gobierno federal.

En relación a la iniciativa que mencionas estoy seguro
que harás un buen papel de lo que queda de la legisla-
tura. En lo que concierne a la iniciativa que menciona-
bas en la mañana y hace mención nuevamente ahorita
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con el pleno de esta comisión, sería bueno que la pre-
sentáramos la siguiente semana los tiempos legislati-
vos están cada vez más cortos y está por concluir ya el
periodo ordinario el próximo 30 de abril.

Quizá no haya tiempo para que dictamine la comisión
a la que se da turnada y en este caso Régimen, Regla-
mentos y Prácticas Parlamentarias, pero sí para pre-
sentar la iniciativa. Quizá no a nombre de la comisión,
pero sí a nombre del grupo parlamentario una iniciati-
va a nombre del grupo respaldada por los demás gru-
pos parlamentarios.

Que tendríamos nosotros los diputados hacer nuestra
labor con nuestros coordinadores para que apoyen es-
ta iniciativa y ver en la Junta de Coordinación Políti-
ca, que sea agendada la próxima semana o en la que si-
gue, pero antes del 30, para que quede constancia de
que esta legislatura sí tuvo ganas de trabajar y que no
los dejaron y queda en la historia que el nombre de la
comisión inicio en la LXIII Legislatura con la presi-
dencia de nuestra presidenta Yaret Guevara. Es cuán-
to.

La presidenta, diputada Yaret Adriana Guevara Jimé-
nez: sí. Te agradezco mucho el respaldo y no sé si hay
alguien más.

La diputada Dalia María Rocha Ladrón de Guevara:
como bien decía la presidenta, en la mañana me con-
cedieron el honor de exponer un problema que preva-
lece en la zona norte del estado de Veracruz de donde
soy, que es la Huasteca, veracruzana en donde las cuo-
tas de luz son sumamente elevadas a pesar de que Tux-
pan, Veracruz, es suministrador de energía eléctrica.

Me parece que de un 35, 45 por ciento a nivel nacio-
nal las cuotas son, tenemos la tarifa A1, entonces el di-
putado Alberto Silva y una servidora hemos estado
buscando acercamiento con las autoridades federales
que nos permita llevar a cabo un cabildeo, una plática
que pueda disminuir las cuotas de luz en nuestro mu-
nicipio.

Quiero agradecer, públicamente, el apoyo de la comi-
sión en el tema, porque créanme es algo muy impor-
tante para nosotros como tuxpeños, como oaxtecos, es
un tema de justicia, ¿no?, es una demanda social muy
importante y de verdad muchas gracias a la comisión
por su respaldo.

6. Clausura

La diputada Yaret Adriana Guevara Jiménez: gracias,
diputada.

No habiendo quién haga el uso de la palabra. ¿Alguien
más que quiera hablar?, no habiendo quién haga uso
de la palabra, se da por clausurada esta undécima reu-
nión ordinaria de la Comisión de Asuntos de la Fron-
tera Sur Sureste, correspondiente a la LXIII Legislatu-
ra del Congreso de la Unión, a las 16 horas con 45
minutos, del miércoles 4 de abril de 2018. Por su pre-
sencia, muchas gracias diputados y diputadas.

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 6 de junio de 2018.

La Junta Directiva de la Comisión de Asuntos de la Frontera

Sur-Sureste

Diputados: Yaret Adriana Guevara Jiménez (rúbrica), presidenta;

Gonzalo René Brito Herrera (rúbrica), Liborio Vidal Aguilar, Ja-

nette Ovando Reazola (licencia), Érick Arturo Figueroa Ovando

(rúbrica), Guadalupe Hernández Correa (rúbrica), Uberly López

Roblero (rúbrica), Dalia María Rocha Ladrón de Guevara (rúbri-

ca), secretarios.
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Informes

DE LA COMISIÓN DE ASUNTOS DE LA FRONTERA SUR-SU-
RESTE, SEGUNDO SEMESTRAL DE ACTIVIDADES DEL TER-
CER AÑO DE EJERCICIO DE LA LXIII LEGISLATURA

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
marzo-mayo de 2018.

I. Fundamento legal

Con fundamento en lo dispuesto por los artículos 150,
numeral 1, fracción X, 158, numeral 1, fracción III,
164 y 165 del Reglamento de la Cámara de Diputados;
la Comisión Asuntos Frontera Sur-Sureste de la Cá-
mara de Diputados rinde su segundo informe semes-
tral de actividades legislativas correspondiente al ter-
cer año de ejercicio de la LXIII Legislatura,
comprendido del 1 de marzo al 31 de mayo de 2018.

II. Integración

De conformidad con el acuerdo para la integración de
56 comisiones ordinarias de la Cámara de Diputados
de la LXIII Legislatura, y la designación de sus mesas
directivas, aprobado por el pleno en sesión del 29 de
septiembre de 2015, la Comisión Asuntos Frontera
Sur-Sureste está integrada de la siguiente manera:

Presidencia

Diputada Yaret Adriana Guevara Jiménez, PVEM, Oa-
xaca; 

Secretarios

Diputados: Gonzalo René Brito Herrera, PRI, Oaxaca;
Jovita Ortiz Benítez, PRI, Guerrero; Liborio Vidal
Aguilar, PRI, Yucatán, Janette Ovando Reazola (licen-
cia), PAN, Chiapas; Érick Arturo Figueroa Ovando,
PRD, Chiapas; Guadalupe Hernández Correa, More-
na, Tabasco; Uberly López Roblero, PVEM, Chiapas;
Dalia María Rocha Ladrón de Guevara, MC, Chiapas.

Integrantes

Diputados: Erubiel Lorenzo Alonso Que, PRI, Tabas-
co; Elio Bocanegra Ruiz, PRD, Tabasco; Domitilo
Carballo Cámara, PAN, Yucatán; Luis Jorge Mayorga

Godínez, PRD, México; Arlet Mólgora Glover, PRI,
Quintana Roo; Tania Elizabeth Ramos Beltrán, PRD,
Chiapas; Guillermo Rafael Santiago Rodríguez, More-
na, Chiapas; Patricia Sánchez Carrillo, PAN, Quintana
Roo.

III. Plan anual de trabajo 2017-2018

Fue aprobado por unanimidad, en el seno de la Comi-
sión Asuntos Frontera Sur-Sureste, en la décima reu-
nión ordinaria plenaria.

IV. Relación de iniciativas, minutas y proposiciones

Ninguna

V. Avances de acuerdo al programa anual de traba-
jo

La Comisión ha trabajado arduamente apegada al pro-
grama anual, resolviendo los asuntos en los cuales tie-
ne facultades, como han sido:

1. Formular dictámenes, informes y opiniones de
los asuntos turnados a la Comisión, ya sea propues-
tos por los facultados por la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos para iniciar leyes
y sus reformas; o bien, los documentos provenien-
tes de la colegisladora como parte del proceso le-
gislativo del Congreso de la Unión, (cabe mencio-
nar que la citada información se encuentra detallada
en numeral IV del presente documento).

2. Promover el trabajo intersectorial con funciona-
rios de las dependencias y de las entidades públicas
de los diferentes sectores para abordar los temas de
interés para la Región Sur- Sureste del País, para la
sociedad mexicana y los Grupos Parlamentarios,
como son: agricultura, agropecuaria, cultura, defen-
sa nacional, desarrollo social, educación, economía,
derechos humanos, gobernación, hacendaria, de sa-
lud, seguridad pública, turismo, marina y migrato-
ria, en beneficio de la sociedad mexicana habitantes
de la zona sur-sureste del país, (cabe mencionar que
la citada información se encuentra detallada en nu-
meral VII del presente documento).

3. Contribuir con otras Comisiones con la finalidad
de atender los asuntos que requieran el trabajo con-
junto en temas relacionados con la Comisión Asun-
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tos Frontera Sur-Sureste, (cabe mencionar que la ci-
tada información se encuentra detallada en numeral
VII del presente documento).

4. La Comisión Asuntos Frontera Sur-Sureste en
cumplimiento a sus atribuciones respecto de la opi-
nión que debe esgrimir al Proyecto de Presupuesto
de Egresos de la Federación para el ejercicio Fiscal
2018, trabajó arduamente para aprobar la Opinión
al PEF en concordancia con el programa anual de
trabajo de la comisión.

5. Se llevaron a cabo reuniones informativas duran-
te los meses de noviembre, diciembre y enero, so-
bre el programa “Diputada Amiga, Diputado Ami-
go” con la finalidad de hacer del conocimiento de
los diputados y diputadas los avances del programa
(cabe mencionar que la citada información se en-
cuentra detallada en numeral VII del presente docu-
mento).

7. Se realizaron reuniones ordinarias y de trabajo en
conjunto con las Comisiones de Frontera Norte y de
Asuntos Migratorios con la finalidad de dar a cono-
cer el protocolo del programa “Diputada Amiga,
Diputado Amigo” y hacer la invitación a aquellos
Legisladores que desearan sumarse al mismo (cabe
mencionar que la citada información se encuentra
detallada en numeral VII del presente documento).

8. En aras de cumplir con el propósito de la Comi-
sión de Coadyuvar a generar las condiciones nece-
sarias para el desarrollo social y económico de la
región del país de una manera continua y sustenta-
ble, se establecieron en el Proyecto para el Presu-
puesto de Egresos de la Federación, las peticiones
presupuestales para cada uno de los temas regiona-
les, y fondos importantes que competen a la Comi-
sión, tales como:

• Fondo Sur Sureste

• Fondo Regional

• Fondo de Apoyo a Migrantes

• Fondo Fronteras

• Zona Henequenera

VI. Reuniones celebradas

1. Undécima reunión ordinaria

Asistencia: Yaret Adriana Guevara Jiménez (presiden-
ta), Érick Arturo Figueroa Ovando (secretario), Guada-
lupe Hernández Correa (secretaria), Dalia María Rocha
Ladrón de Guevara (secretaria), Liborio Vidal Aguilar
(secretario), Erubiel Lorenzo Alonso Que (integrante),
Domitilo Carballo Cámara (integrante), Arlet Mólgora
Glover (integrante), Patricia Sánchez Carrillo (integran-
te), Guillermo Rafael Santiago Rodríguez (integrante).

Resumen de la reunión

• Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del
acta de la décima reunión ordinaria plenaria de la
Comisión Asuntos Frontera Sur-Sureste.

• Lectura, discusión y, en su caso, aprobación del
primer informe semestral de actividades legislati-
vas, correspondiente al periodo de septiembre 2017
a febrero de 2018, del tercer año de ejercicio de la
LXIII Legislatura de esta comisión.

VII. Foros y eventos

VIII. Relación de asuntos generales resueltos o
atendidos
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IX. Información sobre la aplicación y destino de los
recursos económicos asignados por el comité de ad-
ministración

De acuerdo con los principios de transparencia, con-
trol y austeridad del gasto que concurren en la Cáma-
ra de Diputados, la Comisión Asuntos Frontera Sur-
Sureste, de la LXIII Legislatura ha ejercido
mensualmente el fondo fijo para sufragar los gastos in-
mediatos que surgen en el desempeño de las activida-
des legislativas.

Asimismo, los recursos han sido ejercidos de manera
íntegra en la adquisición de materiales necesarios para
el trabajo de la Comisión.

Palacio Legislativo de San Lázaro 
a 6 de junio de 2018.

La Junta Directiva de la Comisión de Asuntos de la Frontera

Sur-Sureste

Diputados: Yaret Adriana Guevara Jiménez (rúbrica), presidenta;

Gonzalo René Brito Herrera (rúbrica), Jovita Ortiz Benítez (rúbri-

ca), Liborio Vidal Aguilar (rúbrica), Janette Ovando Reazola (li-

cencia), Érick Arturo Figueroa Ovando (rúbrica), Guadalupe Her-

nández Correa (rúbrica), Uberly López Roblero (rúbrica), Dalia

María Rocha Ladrón de Guevara (rúbrica), secretarios.

DE LA COMISIÓN DE IGUALDAD DE GÉNERO, SEGUNDO

SEMESTRAL DE ACTIVIDADES, CORRESPONDIENTE AL PE-
RIODO 1 DE MARZO-31 DE MAYO DE 2018

“La igualdad de género sólo se alcanzará si somos
capaces de empoderar a las mujeres.”

M. Bachelet.

I. Introducción 

La actividad legislativa en materia de igualdad de gé-
nero constituye un elemento fundamental para la eli-
minación de las diferencias y para lograr la igualdad
sustantiva entre mujeres y hombres, ya que son las
normas jurídicas los enunciados que contienen los ide-
ales de un mundo igualitario, donde mujeres y hom-
bres, a partir del reconocimiento de sus diferencias,
tengan acceso, en igualdad de circunstancias y condi-
ciones, a todos sus derechos.

Las labores de esta comisión se han insertado en múl-
tiples facetas, hablando estrictamente en materia legis-
lativa del periodo que informamos, nos hemos dado a
la tarea de trabajar en los pendientes de la agenda de
género, para lo cual hemos observado, tanto los ins-
trumentos internacionales como los nacionales, para
legislar en temas tan importantes como la violencia y
discriminación en contra de las mujeres, hostigamien-
to y acoso laboral y sexual, derechos reales de propie-
dad de las mujeres y violencia feminicida, a través de
la Alerta de Violencia de Género, entre otros. Asimis-
mo, hemos pugnado porque los instrumentos legislati-
vos en cualquier materia contengan perspectiva de gé-
nero, porque sabemos que es una forma de coadyuvar
a conseguir la igualdad de género.

Con estas actividades tratamos también, de dar res-
puesta a la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible,
de la Organización de las Naciones Unidas, que en el
objetivo 5 dispone que es necesario “poner fin a todas
las formas de discriminación contra todas las mujeres
y las niñas en todo el mundo… así como velar por la
participación plena y efectiva de las mujeres y la
igualdad de oportunidades de liderazgo a todos los ni-
veles de la adopción de decisiones en la vida política,
económica y pública (disponible en http://www.unwo-
men.org/es/what-we-do/post-2015).
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El presente informe es en suma un ejercicio de trans-
parencia y rendición de cuentas de cara a la ciudada-
nía que depositó su confianza en las diputadas y los di-
putados que integramos esta legislatura, representa dar
respuesta a las mujeres y hombres que han hecho de su
vida cotidiana una lucha constante por la igualdad, re-
presenta también el compromiso y el esfuerzo que he-
mos puesto en que las mujeres tengan pleno acceso y
ejercicio de sus derechos humanos. Es el resumen de
la actividad legislativa que hemos realizado con el ob-
jetivo de reconstruir un mundo andrógino, para dar ac-
ceso a la construcción de un mundo para todas y todos.

II. Fundamento Legal

En virtud de lo esgrimido en la introducción de este in-
forme, las diputadas y el diputado que integramos la
Comisión de Igualdad de Género de las LXIII Legis-
latura, de conformidad con lo dispuesto en los artícu-
los 45, numeral 6, inciso b) de La ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos;
158 numeral 1, fracción III, 164 y 165 del Reglamen-
to de la Cámara de Diputados, rendimos el informe de
los trabajos legislativos correspondientes al segundo
periodo del tercer año de la presente legislatura, que
como lo señala la normatividad referida, abarca el pe-
riodo comprendido entre el 1 de marzo y el 31 de ma-
yo de 2018.

III. Datos generales

La Comisión de Igualdad de Género cuenta, en su es-
tructura orgánica, con una presidencia, secretarias e
integrantes, tal como se describen a continuación:

Estructura Orgánica

Presidencia: Laura Valeria Guzmán Vázquez

Secretarias: María Idalia del Socorro Espinoza Me-
raz, Laura Angélica Herrera Márquez, Horalia Noemí
Pérez González, Érika Araceli Rodríguez Hernández,
Carmen Salinas López, Angelina Lizeth Arcos Villal-
va, Karina Padilla Ávila, Karen Orney Ramírez Peral-
ta, Karen Hurtado Arana, María Candelaria Ocho Áva-
los, Angélica Reyes Ávila y Nancy López Ruiz.

Integrantes: Lucely del Perpetuo Socorro Alpizar Ca-
rrillo, Hortensia Aragón Castillo, Érika Lorena Arroyo
Bello, Ana María Boone Godoy, Paloma Canales Suá-

rez, Gretel Culin Jaime, Elisa EstradaTorres, Lia Li-
món García, Olivia López Galicia, Alberto Ojeda Oje-
da, Flor Estela Rentería Medina, María Soledad San-
doval Martínez y Concepción Villa González.

Integrantes por grupo parlamentario

PRI, 12
PAN, 5
PRD, 3
Morena, 2
PVEM, 2
Movimiento Ciudadano, 1
Nueva Alianza, 1
PES, 1
Total, 27

IV. Asuntos turnados: minutas, iniciativas y propo-
siciones

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 165,
numeral 3, fracción II, del Reglamento de la Cámara
de Diputados, se incluyen a continuación, las listas de
minutas, iniciativas y proposiciones con punto de
acuerdo turnadas a la Comisión de Igualdad de Géne-
ro en el periodo que abarca el presente informe.

Minutas 4

1 Aprobada
2 Pendientes 
1 Pendiente en Comisiones Unidas

Iniciativas 15

10 pendientes
2 pendientes en comisiones unidas 
3 Aprobadas 

Puntos de acuerdo 15

15 Pendientes

A continuación, presentamos tres tablas con la infor-
mación pormenorizada que contiene fecha de recep-
ción, autor y turno dictado por el Presidente, respecto
de las minutas, iniciativas y proposiciones con punto
de acuerdos recibidos en la Comisión de Igualdad de
Género.
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Minutas recibidas en el periodo

1 Con proyecto de decreto, por el que se adicionan di-
versas disposiciones a la Ley General para la Igualdad
entre Mujeres y Hombres.

Procedencia: Cámara de Senadores.

1 de marzo de 2018

2 Con proyecto de decreto, por el que se adiciona una
fracción V al artículo 50 de la Ley General de Acceso
de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

Procedencia: Cámara de Senadores.

1 de marzo de 2018

3 Con proyecto de decreto, por el que se reforma el ar-
tículo 13 de la Ley General de Acceso de las Mujeres
a una Vida Libre de Violencia, en materia de hostiga-
miento y acoso sexual. Libre de Violencia, para los
efectos de la Fracción E del artículo 72 Constitucional.

Procedencia: Cámara de Senadores.

Comisiones Unidas de Igualdad de Género, y Cul-
tura y Cinematografía

24 de abril de 2018

4 Con proyecto de decreto, por el que se reforman y
adicionan diversas disposiciones de las Leyes Genera-
les de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, de Instituciones y Procedimientos Electorales,
de Partidos Políticos, en materia de Delitos Electora-
les, y del Sistema de Medios de Impugnación en Ma-
teria Electoral.

Procedencia: Cámara de Senadores.

Unidas de Igualdad de Género, y de Gobernación.

30 de abril de 2018

Iniciativas recibidas en el periodo

1 Que reforma los artículos 2 y 7 de la Ley General
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia.

Procedencia: Mirza Flores Gómez, Movimiento
Ciudadano.

13 de marzo de 2018

2 Que reforma los artículos 23 y 25 de la Ley General
de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violen-
cia, con el propósito de hacer realmente eficiente, ase-
quible y operativa la alerta de género.

Procedencia: María Candelaria Ochoa Avalos, Mo-
vimiento Ciudadano.

20 de marzo de 2018

3 Que reforma los artículos 6 de la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia; y
61, 62, 64 y 65 de la Ley General de Salud, en mate-
ria de violencia obstétrica.

Procedencia: Carlos Iriarte Mercado y Miguel Án-
gel Sulub Caamal, PRI, e integrantes del Grupo
Parlamentario del PRI.

21 de marzo de 2018

4 Que reforma y adiciona diversas disposiciones de las
Leyes Orgánica de la Administración Pública Federal,
y General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres.

Procedencia: Guadalupe González Suástegui, PAN

22 de marzo de 2018

5 Que reforma el artículo 15 de la Ley General de Ac-
ceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

Procedencia: Ramón Villagómez Guerrero, PRI.

4 de abril de 2018

6 Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Li-
bre de Violencia, en materia de garantía de no revicti-
mización, violencia patrimonial, económica e integri-
dad psicológica.

Procedencia: Teresa de Jesús Lizárraga Figueroa,
PAN.
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5 de abril de 2018

7 Que reforma y adiciona diversas disposiciones de la
Ley General de Acceso de la Mujeres a una Vida Libre
de Violencia.

Procedencia: María Gloria Hernández Madrid,
PRI.

5 de abril de 2018

8 Que reforma el artículo 4o. de la Ley General para la
Igualdad entre Mujeres y Hombres.

Procedencia: Angélica Reyes Ávila, Nueva Alianza.

10 de abril de 2018

9 Que reforma el artículo 12 de la Ley del Instituto Na-
cional de las Mujeres.

Procedencia: Jesús Rafael Méndez Salas, Nueva
Alianza.

10 de abril de 2018

10 Que reforma y adiciona diversas disposiciones de
la Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida
Libre de Violencia.

Procedencia: Nancy López Ruiz, PES; y suscrita
por integrantes del Grupo Parlamentario del PES.

12 de abril de 2018

11 Que reforma el artículo 34 de la Ley General para
la Igualdad entre Mujeres y Hombres.

Procedencia: Luis Alfredo Valles Mendoza, Nueva
Alianza.

17 de abril de 2018

12 Que reforma los artículos 23 y 26 de la Ley Gene-
ral de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia, en materia de alerta de violencia de género.

Procedencia: Marco Antonio Aguilar Yunes, PRI.

18 de abril de 2018

13 Que adiciona el artículo 26 Bis a la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

Procedencia: Laura Nereida Plascencia Pacheco,
Movimiento Ciudadano.

24 de abril de 2018

14 Que reforma y adiciona los artículos 4 y 6 de la Ley
General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de
Violencia, en materia de difusión de imágenes de con-
tenido sexual.

Procedencia: María Bárbara Botello Santibáñez,
PRI.

30 de abril de 2018

15 Que reforma los artículos 132 de la Ley Federal del
Trabajo y 46 Bis de la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia, a fin de pro-
mover el otorgamiento de licencias, con goce de suel-
do, a las trabajadoras víctimas de violencia familiar o
de género, cuando el cumplimiento de sus actividades
laborales suponga un riesgo para su seguridad e inte-
gridad personal y previo otorgamiento de una orden de
protección por la autoridad correspondiente.

Procedencia: Laura Nereida Plascencia Pacheco,
Movimiento Ciudadano.

30 de abril de 2018

Puntos de acuerdo recibidos en el periodo

1 Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a dis-
tintas dependencias federales a atender probables vio-
laciones de los derechos humanos en los “crímenes de
odio” contra la comunidad LGBTTTI.

Procedencia: Felipe Reyes Álvarez, PRD.

1 de marzo de 2018

2 Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al go-
bierno y la Fiscalía General de Guerrero a tomar me-
didas contundentes para detener los feminicidios.

Procedencia: Concepción Villa González, Morena.
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1 de marzo de 2018

3 Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Co-
napred y el ayuntamiento de Torreón a evitar las de-
tenciones arbitrarias de miembros de la comunidad
LGBT.

Procedencia: Flor Estela Rentería Medina, PRI.

20 de marzo de 2018

4 Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al Inegi
a diseñar y formular los aspectos metodológicos de
una encuesta sobre la violencia institucional.

Procedencia: Sara Paola Gálico Félix Díaz, More-
na.

21 de marzo de 2018

5 Con punto de acuerdo, relativo al incremento de fe-
minicidios en Puebla.

Procedencia: Blandina Ramos Ramírez, Morena.

22 de marzo de 2018

6 Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la
UNAM y la Procuraduría General de Justicia de la
Ciudad de México a realizar las investigaciones res-
pectivas y aplicar las sanciones correspondientes a los
responsables de los actos cometidos contra mujeres es-
tudiantes de dicha institución.

Procedencia: Kathia María Bolio Pinelo, PAN.

22 de marzo de 2018

7 Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Co-
napred, el Inmujeres, el INE y la PGR, así como al
Congreso, el Instituto Electoral y la PGJ de Coahuila
de Zaragoza, respecto a las amenazas y declaraciones
contra las mujeres por el regidor de Piedras Negras.

Procedencia: Flor Estela Rentería Medina, PRI.

3 de abril de 2018

8 Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al go-
bierno y la Secretaría de Movilidad de la Ciudad de

México a instaurar con sus homólogos mexiquenses
medidas de seguridad para usuarias del transporte pú-
blico.

Procedencia: Concepción Villa González, Morena.

3 de abril de 2018

9 Con punto de acuerdo, por el que se exhorta a la Se-
gob y el gobierno de Puebla a declarar la alerta de vio-
lencia de género en la entidad.

Procedencia: Concepción Villa González, Morena.

5 de abril de 2018

10 Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al go-
bierno y la PGJ de la Ciudad de México a investigar y
esclarecer cuanto antes el feminicidio de Graciela Ci-
fuentes, académica de la UNAM, y su hija, Sol Ci-
fuentes, estudiante de la Facultad de Arquitectura, así
como a modificar y actualizar el protocolo de investi-
gación y atracción de casos con presunción de femini-
cidio; y a la Conavim, a dar seguimiento a la actuación
de las autoridades de procuración de justicia locales en
torno del doble crimen.

Procedencia: Claudia Sofía Corichi García y María
Candelaria Ochoa Ávalos, Movimiento Ciudadano.

5 de abril de 2018

11 Con punto de acuerdo, por el que se exhorta al go-
bierno de Guanajuato a investigar y castigar el femini-
cidio de María Guadalupe Hernández Flores.

Procedencia: María Candelaria Ochoa Ávalos, Mo-
vimiento Ciudadano.

5 de abril de 2018

12 Con punto de acuerdo, relativo al refuerzo de me-
didas contra la violencia de género en Chiapas.

Procedencia: Tania Elizabeth Ramos Beltrán, PRD.

10 de abril de 2018

13 Con punto de acuerdo, relativo a actos de transfo-
bia y detenciones arbitrarias contra la población tran-
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sexual en particular y la comunidad LGBTTTI en To-
rreón, Coahuila, y a la revisión de los marcos norma-
tivos para realizar reformas garantes del pleno y libre
ejercicio de la identidad de género a todas las personas
y en condiciones que impidan la discriminación.

Procedencia: Sergio René Cancino Barffuson, Mo-
rena.

10 de abril de 2018

14 Con punto de acuerdo, por el cual se exhorta a la
PGR a investigar y consignar a los culpables de los
crímenes de odio cometidos contra la población
LGBTI y garantizar que en todos los casos se apli-
que el protocolo de actuación de parte de su perso-
nal.

Procedencia: Sergio René Cancino Barffusón, Mo-
rena.

12 de abril de 2018

15 Con punto de acuerdo, por el cual se exhorta al go-
bierno de San Luis Potosí a hacer público el avance en
los resolutivos emitidos en la declaratoria de alerta de
violencia de género para esta entidad.

Procedencia: Claudia Sofía Corichi García, Movi-
miento Ciudadano.

19 de abril de 2018

V. Reuniones de la comisión

A continuación se resumen las reuniones llevadas a ca-
bo por la Comisión de Igualdad de Género, durante el
periodo que se informa, incluyendo la lista de diputa-
dos y diputadas asistentes, dictámenes y acuerdos to-
mados en cada una de ellas.*

* Las actas correspondientes a la decimonovena, vigésima y terce-

ra extraordinaria pueden ser consultadas en http://gaceta.diputa-

dos.gob.mx/

VI. Asuntos resueltos o atendidos

Los asuntos resueltos o atendidos en el periodo com-
prendido del 1 de marzo al 31 de mayo de 2018, se en-
listan a continuación, señalando la fecha de su aproba-

ción y el estatus parlamentario que guarda actualmen-
te:

Minutas

En comisiones unidas

Acuerdo por el que se desecha la iniciativa con pro-
yecto de decreto por el que se adicionan diversas dis-
posiciones a la Ley General de Cultura Física y De-
porte y a la Ley de Acceso a la Mujeres a una Vida
Libre de Violencia.

Fecha de aprobación: 24 de abril de 2018.

Estatus: Enviada por la Cámara de Senadores, para
los efectos de lo dispuesto en el inciso e) del artícu-
lo 72 constitucional.

Iniciativas

– Con proyecto de decreto por el que se reforma el ar-
tículo 29 de la ley general de acceso de las mujeres a
una vida libre de violencia.

Fecha de aprobación: 6 de marzo de 2018.

Estatus: Enviada por la Cámara de Senadores, para
los efectos de lo dispuesto en el inciso e) del artícu-
lo 72 constitucional.

– Con proyecto de decreto por el que reforma la frac-
ción II del artículo 12 de la Ley del Instituto Nacional
de las Mujeres. 

Fecha de aprobación: 18 de abril de 2018.

Estatus: Enviada por la Cámara de Senadores, para
los efectos de lo dispuesto en el inciso e) del artícu-
lo 72 constitucional.

– Con proyecto de decreto por el que se reforma el ar-
tículo 4 de la Ley General para la Igualdad entre Mu-
jeres y Hombres. 

Fecha de aprobación: 26 de abril de 2018.

Estatus: Enviada por la Cámara de Senadores, para
los efectos de lo dispuesto en el inciso e) del artícu-
lo 72 constitucional.
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– Con proyecto de dictamen que adiciona la fracción
XII al artículo 5o. de la Ley General de Acceso de las
Mujeres a una Vida Libre de Violencia.

Fecha de aprobación: 24 de abril de 2018.

Estatus: Enviada por la Cámara de Senadores, para
los efectos de lo dispuesto en el inciso e) del artícu-
lo 72 constitucional.

– Con proyecto de decreto por el que se reforman y
adicionan diversas disposiciones de la Ley General de
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia,
en materia de alerta de violencia de género.

Fecha de aprobación: 26 de abril de 2018.

Estatus: Enviada por la Cámara de Senadores, para
los efectos de lo dispuesto en el inciso e) del artícu-
lo 72 constitucional.

VII. Otras actividades (foros, conversatorios, semi-
narios y conferencias)

• Conversatorio “Impactos positivos de la implemen-
tación de la Norma Mexicana NMX-4-025-SCFI-
2015, en Igualdad Laboral y no Discriminación”.

El 22 de mayo de 2018 llevamos a cabo, conjunta-
mente con Casa Gaviota un vuelo sin violencia, AC,
un conversatorio con diversas autoridades y expertas
en igualdad de género, entre las asistentes destacan la
maestra María de la Paz López Barajas, directora Ge-
neral de Autonomía y Empoderamiento para Igualdad
Sustantiva, del Instituto Nacional de las Mujeres, así
como diputadas y el diputado integrantes de esta Co-
misión de Igualdad de Género.

En dicha reunión se señaló que la Norma Mexicana
NMX-R-025-SCFI-2015 en Igualdad Laboral y No
Discriminación, que es resultado del esfuerzo y traba-
jo conjunto del Instituto Nacional de las Mujeres, la
Secretaría del Trabajo y Previsión Social y el Consejo
Nacional para Prevenir la Discriminación, cobra una
especial relevancia, ya que constituye un mecanismo
de adopción voluntaria para reconocer a los centros de
trabajo que cuentan con prácticas en materia de igual-
dad laboral y no discriminación, favoreciendo el desa-
rrollo integral de las y los trabajadores.

Que la certificación contenida en la Norma, que está
dirigida a todos los centros de trabajo públicos, priva-
dos y sociales establecidos en la República Mexicana,
de cualquier tamaño, sector o actividad, estimula las
prácticas para la igualdad laboral entre mujeres y hom-
bres, por lo que es un instrumento indispensable en
materia de igualdad de género.

Que la importancia de la referida Norma se puede
apreciar en sus principales ejes que son los siguientes: 

• Incorporar la perspectiva de género y no discrimi-
nación en los procesos de reclutamiento, selección,
movilidad y capacitación;

• Garantizar la igualdad salarial; 

• Implementar acciones para prevenir y atender la
violencia laboral; y 

• Realizar acciones de corresponsabilidad entre la
vida laboral, familiar y personal de sus trabajadoras
y trabajadores, con igualdad de trato y de oportuni-
dades.

Atentamente 
Diputada Laura Valeria Guzmán Vázquez (rúbrica)

Presidenta
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DE LA DIPUTADA JOSEFINA GONZÁLEZ LUNA, TOCANTE A

LA VISITA DE CONGRESISTAS MEXICANOS REALIZADA DEL

LUNES 25 AL MIÉRCOLES 27 DE JUNIO DE 2018 A WAS-
HINGTON, DC, ESTADOS UNIDOS DE AMÉRICA

Palacio Legislativo de San Lázaro, 
a 12 de julio de 2018.

Diputado Marko Antonio Cortés Mendoza
Presidente de la Junta de Coordinación Política
Presente

Por este conducto reciba un cordial saludo, al tiempo
que me permito enviar a usted el informe correspon-
diente al viaje realizado a Washington, DC, Estados
Unidos de América, con motivo de la visita de congre-
sistas mexicanos a dicha ciudad y de la cual participé
del 25 al 27 de junio de 2018.

Antecedentes

La visita a Washington da cumplimiento al pronuncia-
miento de la comisión permanente condenando enér-
gicamente la política migratoria del gobierno de los
estados unidos de américa, del día 20 de junio del pre-
sente año; específicamente al considerando sexto que
a la letra dice: “Acuerda la creación de un grupo plu-
ral de legisladoras y legisladores mexicanos para que,
de manera inmediata, por la urgencia y relevancia del
sufrimiento por el que están pasando las niñas y los ni-
ños, acuda a entrevistarse con los legisladores de am-
bas Cámaras del Congreso de Estados Unidos de Amé-
rica, con el propósito de construir una agenda que
resuelva esta lamentable situación con la mayor bre-
vedad”.

Objetivo

Una delegación de legisladores mexicanos asistimos a
una gira de trabajo de dos días en Washington, DC,
donde nos reunimos con congresistas estadounidenses
de los Partidos Demócrata y Republicano, para emitir
nuestra posición en relación con la política de separa-
ción de familias migrantes puesta en marcha por el go-
bierno de Estados Unidos de América.

Dicha delegación fue formada por los siguientes legis-
ladores:

1. Senador Ernesto Cordero Arroyo (PAN).

2. Senadora Laura Angélica Rojas Hernández
(PAN).

3. Senador Luis Humberto Fernández Fuentes (PT).

4. Senadora Angélica de la Peña Gómez (PRD).

5. Senador Jesús Casillas Romero (PRI).

6. Diputado Víctor Manuel Giorgana Jiménez
(PRI).

7. Diputada Sofía González Torres (PVEM).

8. Diputado Juan Alberto Blanco Zaldívar (PAN).

9. Diputado Macedonio Tamez Guajardo (Movi-
miento Ciudadano).

10. Diputada Josefina González Luna (Nueva
Alianza).

11. Diputado Abel Cruz Hernández (PES).

Actividades

1. Reunión con el secretario de Relaciones Exterio-
res, Luis Videgaray Caso; el subsecretario para
América del Norte, Carlos Sada; y el embajador de
México en Estados Unidos, Gerónimo Gutiérrez,
quienes dieron nos dieron un panorama sobre las
acciones que el gobierno de México lleva a cabo en
materia de protección y asistencia a nuestros con-
nacionales en Estados Unidos. 

2. Los senadores del Congreso mexicano acudieron
a una reunión con Bob Corker, senador republicano
por Tennessee y presidente del Comité de Relacio-
nes Exteriores, encuentro en el que estuvieron
acompañados por el Canciller Luis Videgaray Caso.

3. Los diputados federales dialogaron con Michael
McCaul, representante republicano por Texas y pre-
sidente del Comité de Seguridad Interna.

Propuestas

Los legisladores mexicanos nos reunimos con Miche-
lle Lujan Grisham, representante demócrata por Nue-
vo México y presidenta del Caucus Hispano del Con-
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greso; y Will Hurd, representante republicano por Te-
xas y patrocinador de la iniciativa bipartidista USA
Act.

El legislador Will Hurd propone una solución legisla-
tiva para los dreamers. Asimismo, expresamos como
representantes del Poder Legislativo de México a Paul
Cook, representante republicano por California y pre-
sidente del Subcomité del Hemisferio Occidental; y
Ron Johnson, senador republicano por Wisconsin y
presidente del Comité de Seguridad Interna del Sena-
do, que rechazamos la detención y separación de fa-
milias migrantes en la frontera y nos pronunciamos a
favor del respeto absoluto a los derechos fundamenta-
les de todas las personas, sin importar su condición
migratoria.

Expresamos que, sin importar nuestra identidad parti-
dista, nos encontramos unidos sobre lo que ocurre en
la frontera y enfatizamos nuestra disposición a enfren-
tar desafíos comunes en la relación bilateral.

En compañía del secretario Luis Videgaray Caso, tuvi-
mos una reunión con el secretario general de la Orga-
nización de los Estados Americanos, Luis Almagro,
con quien intercambiamos puntos de vista sobre la si-
tuación de las niñas y niños migrantes separados de
sus familias.

Lo anterior, para los efectos a que haya lugar.

Sin otro particular, reciba un cordial saludo.

Atentamente
Diputada Josefina González Luna (rúbrica)

Invitaciones

DEL CENTRO DE ESTUDIOS SOCIALES Y DE OPINIÓN PÚ-
BLICA

Al octavo Premio nacional de investigación social y

de opinión pública; la recepción de trabajos finaliza el
viernes 31 de agosto.

• Primer lugar: 150 mil pesos.
• Segundo lugar: 75 mil pesos.
• Tercer lugar: 50 mil pesos.

Bases completas: 

http://archivos.diputados.gob.mx/Centros_Estu-
dio/Cesop/banner/doc/Premio_2018.pdf

Atentamente
Doctor Ernesto Alfonso Robledo Leal

Director General

Avisos

DEL CENTRO DE ESTUDIOS DE LAS FINANZAS PÚBLICAS

Ganadores del Premio Nacional de las Finanzas Públi-
cas 2018

Primer lugar

Título: Evaluación de largo plazo de los impactos
distributivos del Fondo de Infraestructura Social
Municipal (FISM).

Autores: doctor Carlos Rodríguez Castelán, maestra
Laura Moreno y maestra Kiyomi Cadena Kotsubo.
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Segundo lugar

Título: Efecto de la transparencia en la eficiencia re-
caudatoria del impuesto sobre nóminas en México.

Autor: ciudadano Rubén Pérez Camargo.

Tercer lugar

Se declara desierto.

Mención honorífica

Título: La inclusión financiera como mecanismo
para la reducción de la pobreza: nueva evidencia so-
bre México.

Autora: Licenciada Mariana Carmona Ambriz.

Mención honorífica

Título: Efectos de la inversión pública en la atrac-
ción de inversión extranjera directa en las entidades
federativas.

Autor: maestro Rolando de Luna Dávila

La ceremonia de premiación se realizará el miércoles
25 de julio, a las 11:00 horas, en el Palacio Legislativo.

Atentamente
Maestro Alberto Mayorga Ríos

Director General
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